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Prefacio 


Entre fines de 2019 y mediados de 2022, tuve la responsabilidad de 
conducir el recién creado Ministerio de Desarrollo Productivo de la Nación. 
El día en que me fui, al despedirme de los empleados del ministerio les dije 
algo que siempre he pensado: que la batalla por el desarrollo tiene múltiples 
aristas y que no hace falta ser ministro para formar parte de esa lucha. En 
este libro voy a volcar una serie de reflexiones, basadas en la historia, en el 
análisis económico y en mi propia experiencia política y de gestión. 

No es este texto un informe de gestión, ni un libro de memorias, ni — 
mucho menos— de “autobombo”. Se trata, en cambio, de un conjunto de 
argumentaciones, ideas y propuestas de alguien que ha dedicado ya unos 
cuantos años de su vida a la reflexión intelectual, el análisis profesional, la 
investigación académica, la práctica política y la gestión pública en temas 
que hacen al tan ansiado como esquivo anhelo del desarrollo del país, de un 
despliegue productivo que permita a todos los argentinos y argentinas 
acceder a estándares de bienestar y progreso personal y social como los de 
algunos países del mundo desarrollado. 

La experiencia en el ministerio no fue sencilla, y no esperaba que lo fuera. 
La primera tarea fue volver a poner en marcha la política industrial y 
productiva tras lo que había sido su virtual desmantelamiento durante el 
gobierno de Mauricio Macri (2015-2019). La segunda fue convencer a 
diferentes sectores del gobierno de la necesidad de implementar nuevas 
agendas productivas, tanto para el corto plazo, donde se destacó el plan 
para desarrollar la industria del gas y dejar de importar energía por cifras 
cercanas a los 6000 millones de dólares, como para la reactivación 
industrial y el diseño e implementación de regímenes de estímulo 
productivo en nuevos y viejos sectores (electromovilidad, cannabis para uso 
medicinal y cáñamo industrial, economía del conocimiento, nano y 
biotecnología, hidrógeno, litio, minería, automotriz, bienes de capital, 
compras públicas y desarrollo de proveedores, energía y otros). 

A solo tres meses del inicio de la gestión, la pandemia de covid-19 fue 
también un desafío que llevó a crear, diseñar e implementar políticas 
inéditas de protección de la producción y el empleo, sin antecedentes ni 
biblioteca de la cual tomar referencias o ejemplos. Los resultados fueron 
positivos no solo en términos de la contención que lograron esas medidas, 


sino de la recuperación de la producción y el nivel de empleo en numerosos 
sectores. Por supuesto, no estuvo exento de polémicas con sectores políticos 
que respondían al expresidente Macri, así como dentro de la propia 
coalición de gobierno. Una expresión de esto fue la dificultad para tratar en 
el Congreso los proyectos de ley que elaboramos, que habían sido 
cuidadosamente trabajados con diferentes sectores económicos, sindicales y 
académicos.[1] La Ley de Economía del Conocimiento se aprobó finalmente 
tras arduos debates internos, la Ley de Cannabis Medicinal y Cáñamo 
Industrial logró sanción legislativa, al igual que la de Nano y Biotecnología 
y la Ley Automotriz, mientras que el resto de los proyectos no pudo recibir 
un adecuado debate legislativo. 

Las controversias existentes en el debate político en nuestro país dejan a 
las claras las dificultades para consensuar un proyecto de desarrollo. Ya no 
se trata solo de miradas opuestas en el histórico choque entre el liberalismo 
económico y el peronismo, sino de grandes diferencias dentro de esta fuerza 
política a la que pertenezco y, más aún, de una marcada distancia entre la 
política como un todo respecto de la agenda económica del siglo XXI. 

Los desafíos del presente y del futuro inmediato me llevan a plantear la 
necesidad de discutir estos temas en profundidad, con un pie en el análisis 
histórico, pero bien afianzado en las problemáticas del presente y 
planteando propuestas concretas para el futuro. El peronismo ha sido el 
sujeto político que tuvo la capacidad de conjugar un proyecto de desarrollo 
con justicia e inclusión social, y ese combo debe ser valorizado y 
actualizado. Parte de ese desafío consiste en discutir los mitos y prejuicios 
“antiempresa” y la desconfianza que se ha esparcido en los últimos años en 
torno a los fundamentos centrales del desarrollo y el papel central de las 
empresas y los sectores productivos. 

De poco sirve una fuerza política que solo busque conservar logros de hace 
más de cincuenta años. Tan inútil como el planteo de sectores del 
liberalismo económico —para quienes el problema de la Argentina son los 
“setenta años de peronismo”- es pensar el peronismo como una pieza de 
museo o un cangrejo que camina hacia atrás. La respuesta tampoco puede 
ser un “desarrollismo sin trabajadores”, como impulsó Frondizi o, menos 
aún, la extraña interpretación macrista sobre el desarrollismo de Frondizi. 
Vale la pena seguir confiando en la posibilidad de estructurar un modelo 
productivo con justicia social y la necesaria construcción de su 
sostenibilidad macroeconómica, y sobre eso hablaremos extensa e 
intensamente en este libro. 

El mundo del trabajo ha cambiado, y eso también requiere una adecuada 
caracterización. Una vez más, la polarización y los dogmas nos han 
empantanado, lo que impide adecuar la legislación y los estímulos 
necesarios para crear empleo. De un lado, tenemos a los adalides de la 


flexibilización laboral, quienes plantean que, deshaciendo la legislación que 
permitió generar mecanismos de protección al trabajo o, en otras palabras, 
cercenando derechos a alrededor de diez millones de personas, vamos a 
poder mejorar la situación del trabajo en la Argentina. Del otro, sectores que 
plantean una mirada conservadora, según la cual parecería que nada habría 
que hacer, tanto para formalizar a los cerca de cuatro millones de 
trabajadores “en negro” en pequeños emprendimientos que ameritarían 
regímenes especiales y más acordes a la realidad de estas formas de 
organización empresaria, como para internalizar las nuevas modalidades 
laborales propias del siglo XXL asociadas a las nuevas tecnologías, la 
digitalización y las economías de plataformas, entre otras, que no deben ser 
negadas ni romantizadas, sino interpretadas bajo nuevos modelos de 
organización. Existe también la visión de la denominada “economía 
popular”, sobre la que hablaremos en este libro, que parte de la premisa 
(equivocada) de que el sector privado ya no podrá generar nuevos empleos 
en la cuantía que nuestro país requiere y plantea en contraposición la 
constitución de un Estado subsidiario que cristalice la pobreza: “el 
pobrismo” como forma de interpretar la política y el momento actual de la 
economía y la sociedad. 

Son tiempos en los que resulta imperioso construir una estrategia 
transversal para el desarrollo, que nuclee sectores productivos, laborales, 
entramados territoriales y fuerzas políticas. Así como Perón erigió una 
alianza policlasista que tuvo sus indiscutibles conquistas, el desafío hoy es el 
desarrollo con inclusión, un proyecto centrado en trabajadores, empresarios, 
científicos y tecnólogos, de la vieja y de la nueva Argentina. Afuera, solo los 
adalides de la especulación financiera, el carry trade y el pobrismo. Esa 
nueva expresión será fundamental para alcanzar la tan ansiada 
estabilización macroeconómica y salir gradualmente del patrón bimonetario 
que ha caracterizado a nuestra economía, con todas las limitaciones que esto 
trajo. Pero no habrá estabilización exitosa sin un verdadero salto productivo 
que permita duplicar nuestras exportaciones, fortalecer las cadenas 
productivas locales y desarrollar la producción y el empleo industrial: son 
un combo que debe incorporar ambas dimensiones, ya que están 
inexorablemente asociadas. 


Los desafíos del presente y el futuro 


La Argentina afronta un desafío histórico: abandonar una etapa de bajo 
crecimiento de largo plazo, agravada por una década de estancamiento, e 


impulsar una senda de crecimiento sostenible que posibilite dar un salto 
hacia el desarrollo económico y social. 

El potencial productivo, tecnológico, de recursos humanos y naturales está 
intacto, y el escenario internacional, aun con todas sus complejidades, es 
favorable para este despliegue productivo. Sin embargo, nada ocurrirá 
espontáneamente. Esto requiere de un ordenamiento de la política que 
permita implementar, de manera consistente, las políticas económicas, 
productivas, tecnológicas y de otros niveles que lo hagan viable. 

Desde sus orígenes, el peronismo ha sido una fuerza política 
transformadora que supo fijar como ejes centrales del accionar de gobierno 
la mejora en la calidad de vida de los sectores del trabajo y el desarrollo 
productivo. Este accionar no ha estado exento de dificultades, alcances, 
limitaciones y crisis. Cuando fue posible implementar políticas de expansión 
del mercado interno asociadas con mejoras en los ingresos de los sectores 
del trabajo, no siempre se logró alcanzar al mismo tiempo el equilibrio 
macroeconómico, lo que afectó la sostenibilidad de aquellas políticas. 
También se dieron situaciones contradictorias entre objetivos productivos y 
el equilibrio en el sector externo. El peronismo ha planteado 
transformaciones y soluciones a viejos problemas de la Argentina en 
términos de desigualdad y desarrollo, pero además nuevos problemas y 
dilemas no resueltos, que en este libro sintetizo como “solublemas”. Salir de 
esta dinámica de solublemas es una tarea imperiosa. 

El peronismo afronta hoy una nueva crisis con componentes coyunturales 
y estructurales. Entre los primeros, cabe destacar su crisis interna, que se 
expresó en la dificultad para estructurar un gobierno de coalición que 
armonice las diferencias entre sus diversos sectores internos. La experiencia 
del Frente de Todos fue un éxito en términos electorales, en la medida que 
llevó al peronismo a un triunfo contundente en las elecciones presidenciales 
de 2019, pero resultó un fracaso en la conformación de una fuerza política 
que administre sus diferencias internas y las transforme en equipos de 
gobierno consistentes y coherentes. 

Desde el punto de vista estructural, hay una cuestión central: la necesidad 
imperiosa de aggiornar la agenda económica a los desafíos del siglo XXI, 
problema que, vale aclarar, no es exclusivo de este movimiento, sino que 
atraviesa a otras fuerzas políticas. 

Tal vez, el peronismo se encamine a una nueva renovación, la tercera de 
su historia. La primera se produjo hace cuarenta años, tras la restauración 
democrática de 1983 y la derrota electoral. Hubo una segunda renovación 
en 2003, con la llegada de Néstor Kirchner a la presidencia. Más allá de los 
caprichos numerológicos, las circunstancias indican que la crisis interna y 
una progresiva erosión del vínculo con su electorado tornan imperiosa la 
necesidad de cambios con un elemento adicional: el peronismo está hoy 


expuesto a riesgos que no se habían hecho presentes en otras circunstancias. 
Si bien pronosticar el final del peronismo se ha vuelto un clásico de la 
política y la historiografía argentinas, el escenario actual plantea nuevos 
interrogantes, y no serán pocos los que pronostiquen una vez más eventos 
de extinción o profundas transformaciones. 

Es probable que esta última afirmación sea recibida con beneplácito por 
algunos, y no con preocupación. Y aquí es donde me permito agregar una 
reflexión: los ideales originales del peronismo no encuentran hoy otra 
expresión que los reemplace, lo cual fortalece la necesidad de una 
renovación en el actual contexto histórico y acorde con las transformaciones 
mundiales, tecnológicas, productivas y del mundo del trabajo. 

En este libro, se plantea la hipótesis de que la renovación y actualización 
conceptual pasará, fundamentalmente, por la esfera económica. Que el 
peronismo debe actualizar su proyecto productivo para adecuar los 
objetivos de justicia social a las grandes transformaciones tecnológicas, 
productivas y sociales que se han producido, para lo cual, la visión 
tradicional, además de arrastrar diversas falencias, ya no puede dar una 
respuesta acabada. En ese mismo orden, el peronismo debe dar una 
respuesta contundente a la problemática macroeconómica que arrastra la 
Argentina: inestabilidad, crisis externas recurrentes, debilidad de nuestra 
moneda y, más recientemente, el tránsito hacia un régimen de alta inflación. 
Más aún: sostengo que esta reflexión debe hacerse extensiva a otros sectores 
de la política argentina, en particular a quienes comparten con el peronismo 
algunos de sus rasgos identitarios. 

Después de 2011, la economía argentina dejó de crecer de manera 
sostenida. Desde entonces, se sucedieron diferentes experiencias de 
gobierno: el segundo gobierno de Cristina Fernández de Kirchner (en 
adelante, CFK), el gobierno de Mauricio Macri y el gobierno de Alberto 
Fernández. 

La dinámica pendular corre el riesgo de acelerarse, y eso también es un 
síntoma de la necesidad de aggiornar las soluciones. De esto hablaba con 
mucha claridad Marcelo Diamand (1983) cuatro décadas atrás: la sucesión y 
alternancia entre dos modelos, uno liberal-ortodoxo y otro popular- 
distribucionista, en función de lo cual la dinámica de uno llevaba a una 
crisis que daba lugar a la llegada del otro, y viceversa. Pero (¡atención!) el 
péndulo argentino no es la mera alternancia entre ambos modelos, sino que 
es el reflejo entre la inviabilidad del modelo liberal-ortodoxo y las 
inconsistencias del modelo popular-distribucionista, cuyos logros y potencia 
transformadora no consiguen sostenerse en el tiempo. 

¿Por qué decimos que ese modelo liberal-ortodoxo es inviable? 
Precisamente porque se desentiende de la dinámica distributiva del país, al 
pretender que el mero desenvolvimiento del mercado pueda resolver los 


problemas de empleo, inclusión y pobreza. Se trata de una economía que 
tiene la capacidad para producir de manera eficiente recursos naturales, 
pero en una escala que solo puede ofrecer empleo de calidad a menos de la 
mitad de su población económicamente activa. El modelo liberal-ortodoxo 
conduce inexorablemente a una elevada conflictividad social, lo cual lo 
torna inviable. Desde mi punto de vista, es además indeseable, pero esta es 
una opinión personal que podrá no ser compartida por otras personas. Lo 
cierto es que su inviabilidad social debería ser razón suficiente para que, 
como sociedad, lo desechemos y pensemos en otra cosa. 

¿Y por qué decimos que el modelo popular-distribucionista es 
inconsistente? Porque no ha podido resolver el dilema de la necesaria 
coevolución entre el desarrollo productivo y la mejora en la distribución del 
ingreso. Esto no significa sostener que “primero hay que crecer y después 
distribuir”, sino que ambas variables se retroalimentan: la mejora 
distributiva amplía los horizontes del mercado interno, alimenta los 
fundamentos para el crecimiento y amplía así la escala productiva, pero ello 
tiene una secuencia que debe ser debidamente calibrada para evitar las 
recurrentes crisis que ha padecido la Argentina y que han impedido que 
estos procesos se sostengan en el tiempo. 

Repensar el papel histórico del peronismo como expresión de una fuerza 
política modernizadora, inclusiva y desarrollista significa debatir estos 
aspectos y aggiornarlos a la agenda del siglo XXI. Y esto no significa 
renunciar a valores históricos, sino analizar cuáles son los desafíos del 
momento para que ellos puedan desplegarse eficazmente. 

El contexto internacional es complejo y desafiante. La Argentina precisa 
implementar un modelo productivo, industrial, federal, inclusivo y con 
justicia social, que requiere de un Estado activo, con políticas industriales 
modernas y con el compromiso activo de los sectores productivos y del 
trabajo. 

El mundo actual asiste a una etapa diferente del proceso de globalización, 
con cambios cada vez más veloces en los que se reconfiguran las cadenas 
globales de valor, se retiran inversiones de Asia y regresan a países centrales 
y otras latitudes. Si la nota dominante de la globalización anterior era la 
eficiencia y la reducción de costos, en esta fase que se abrió tras la 
pandemia predomina la seguridad de los suministros y cadenas más cortas y 
resilientes. Esto abre nuevas oportunidades para los suministros industriales 
y la integración manufacturera regional. Industrias que parecían barridas 
por la competencia asiática tienen hoy nuevas oportunidades. La economía 
del conocimiento juega un papel central y avanzan la digitalización, la 
industria 4.0, la producción de software, la robotización. Es un mundo que 
también se vio afectado por la guerra de Ucrania iniciada en febrero de 
2022, en el que se intensifican las dificultades en torno a los suministros de 


energía (las convencionales y las alternativas), que debe ir necesariamente 
hacia una transición ecológica, y eso significa producir nuevas energías y 
metales. Un mundo que, además, seguirá demandando alimentos. Hablamos 
de industrias, de economía del conocimiento, de energía, de minería, de 
alimentos. Todo esto tiene la Argentina. 

¿Estamos entonces condenados al éxito, como sentenció el expresidente 
Duhalde? Permítanme rechazar esa idea. Tenemos todo para lograrlo, pero 
no sería la primera vez que fallemos. Como señalamos, la Argentina viene 
de tener un magro desempeño de largo plazo, salvo en períodos puntuales y 
no muy prolongados. 

Existen motivos para el optimismo, pero salir del estancamiento requiere 
una actitud diferente a la que se viene registrando, una ampliación de la 
base política y la construcción de consensos más duraderos. Esto implica 
rechazar tanto los diagnósticos apocalípticos como a quienes señalan que el 
país es un fracaso sin nada bueno que ofrecer. La Argentina nunca se cae, 
tropieza con la crisis de manera recurrente, pero nunca se trata de crisis 
terminales. Tiene anticuerpos que evitan su caída, pero a la vez no consigue 
despegar. El riesgo es permanecer en la intrascendencia o, peor aún, que 
millones de argentinos se sostengan —como ha sucedido en la última 
década- en una situación de pobreza administrada. 


El recorrido histórico para entender mejor nuestro presente 


En este libro haremos numerosas referencias históricas, fundamentalmente 
para encontrar algunas guías que nos permitan entender mejor el presente y 
pensar el futuro. Nos referiremos recurrentemente al peronismo clásico 
(1946-1955), al menemato (1989-1999) y al ciclo de gobiernos kirchneristas 
(2003-2015). No fueron las únicas experiencias peronistas de gobierno, pero 
sí ciclos más extensos que nos permiten analizar e interpretar mejor algunas 
políticas desplegadas y las reacciones ante situaciones adversas. Desde 
luego, el menemato se lleva un capítulo aparte para discutir tanto su rasgo 
identitario (¿fue un gobierno peronista, más allá de que haya gobernado el 
Partido Justicialista?) como sus alcances, herencias y valoraciones (¿era la 
única opción posible al punto de pensar que “Perón, en su lugar, hubiese 
hecho lo mismo”?). 

En este recorrido histórico, encontraremos pistas para pensar los alcances 
y limitaciones de las experiencias peronistas. En particular, haremos 
hincapié en la manera de abordar la crisis que tuvieron las tres experiencias 
señaladas, tanto la crisis de inicio (cuando existió) como la que se presentó 


por los motivos estructurales que han atravesado la historia reciente y las 
consecuencias de las políticas implementadas. Así, veremos cómo Perón, a 
comienzos de los años cincuenta, pareció encontrar una fórmula adecuada 
para afrontar la crisis; Menem, por su parte, terminó travistiéndose, 
convertido en aquello que el peronismo históricamente había rechazado; 
Kirchner encontró una fórmula interesante, y CFK, por último, se deslindó 
de las causas y consecuencias de la crisis, administrando el relato del 
reparto sobre responsabilidades y culpas, nunca dentro de sus propias filas, 
y sin asumir la responsabilidad política de gestionar y encontrar vías de 
solución. 


La estructura del libro 


Este libro ha sido estructurado en tres partes. En la primera, se plantean los 
problemas centrales del libro, los dilemas y factores que, a grandes rasgos, 
han limitado hasta hoy las oportunidades de desarrollo del país y las 
debilidades del abordaje político. La segunda parte los analiza en 
perspectiva histórica, y la tercera propone renovados abordajes y soluciones. 

En el capítulo 1, planteamos las limitaciones más evidentes de la visión del 
liberalismo económico sobre las dificultades para el desarrollo argentino y, 
más aún, de su más reciente creación: los “setenta años de peronismo” como 
explicación del “fracaso nacional”. En el capítulo 2, abordamos el conjunto 
de logros, avances y contradicciones de las experiencias peronistas, 
discutiendo un primer inventario de solublemas. 

Ya en la segunda parte del libro, el capítulo 3 analiza uno de los aspectos 
nodales del peronismo clásico: la aspiración distributiva y sus límites 
productivos y externos. Se presenta una cuestión no siempre considerada en 
el imaginario: Perón afrontó estos desafíos durante esa primera experiencia 
y, veremos, lo hizo bastante bien: dejó asentadas las bases de un proyecto 
desarrollista, con una calibración más adecuada en torno al dilema entre 
crecimiento y distribución. 

El capítulo 4 procura responder la incómoda pregunta de si fue el 
menemato, esa suerte de eslabón perdido del que pocos quieren hablar sin 
salir del eslogan o la descalificación, un gobierno peronista y, más aún, si es 
posible rescatar elementos de dicho período en un contexto en el que crece 
el afán reivindicatorio de aquellos años desde sectores de la nueva derecha. 

En el capítulo 5, revisitamos la experiencia del ciclo de gobiernos 
kirchneristas, lo cual cobra especial interés a la luz del gobierno del Frente 
de Todos y las contradicciones allí expresadas. Una vez más, el foco está 


puesto en la recuperación del anhelo productivo y distributivo y en los 
límites de ese logro. 

En el capítulo 6, que da inicio a la tercera parte, nos metemos de lleno en 
los desafíos del presente, de un siglo XXI complejo y cambiante en el que no 
se termina de estructurar una agenda política acorde con estos retos. El 
capítulo 7 es un texto analítico y propositivo que plantea una “síntesis 
peronista”, tanto para el peronismo como para la política en general: un 
proyecto para superar el solublema. 

Por último, el libro cierra con una síntesis de desafíos a modo de decálogo. 


[1] En el inicio de la gestión, puse en marcha el Consejo para el Cambio Estructural, 
integrado por prestigiosos académicos y referentes empresarios y de otros ámbitos. 
Dicho consejo fue presidido por Jorge Katz, uno de los economistas industriales más 
reconocidos de América Latina, quien lideró el área de Desarrollo Productivo de la 
Cepal durante muchos años. 


Parte I 


1. Setenta años de peronismo 


¿Qué tipo de país es la Argentina? 


Nuestro país es una rara avis en la economía mundial. Si bien sus estándares 
de vida promedio distan considerablemente de los del mundo desarrollado, 
también han mostrado avances muy relevantes que lo alejan por mucho de 
las naciones más pobres del planeta (es decir, no solo de la región sino de 
otros continentes). Este hecho no se circunscribe solo a una cuestión de 
ingresos y acceso a bienes y servicios, también refiere a avances sociales, 
productivos, culturales y científico-tecnológicos. 

A modo de ejemplo, no son muchos los países que dominan la energía 
nuclear o fabrican automóviles, equipamiento médico o maquinaria 
agrícola. En países en desarrollo, es habitual ver notables atrasos en el 
reconocimiento de derechos laborales, mientras que en la Argentina existe, 
desde hace décadas, un esquema de protección de los trabajadores. También 
el país ha sido puntal en derechos sociales y reconocimiento de derechos a 
diversidades. El avance de su sistema educativo público ha generado 
numerosas camadas de profesionales, científicos y tecnólogos, muchos de los 
cuales se han destacado en el ámbito nacional e internacional —algunos de 
los cuales, incluso, han recibido el Premio Nobel-—. La cultura es otro ámbito 
en el que la Argentina se ha destacado especialmente, con artistas de 
renombre internacional en la literatura, música y otras artes. Ni hablar del 
aspecto deportivo, en particular, el fútbol de Maradona y Messi. 

De manera un tanto paradójica, debido a esos y otros logros, muchos de 
sus habitantes —y también ciertas miradas externas— suelen vivir la realidad 
argentina con frustración; predomina la idea de que deberíamos tener un 
nivel de vida muy superior, y que tuvimos un pasado de grandeza que se fue 
diluyendo. Cuando los extranjeros visitan Buenos Aires, muchos encuentran 
niveles de bienestar y acceso a bienes y servicios que no existen en otros 
países de la región. Claro está, no siempre observan lo que ocurre cuando se 
sale de los barrios más prósperos de la ciudad. También encuentran la 
persistencia de un fenómeno inflacionario que, salvo por situaciones 
recientes como los efectos de la guerra en Ucrania, parece superado en casi 
todo el mundo. 

A este panorama, debemos agregar uno de los pocos consensos que se han 


estructurado en nuestro país en las últimas décadas. Tras la restauración 
democrática de 1983, se han sostenido las reglas de juego del sistema 
político, incluso en situaciones de severas crisis. Aun con dificultades, nunca 
se dejó de votar y de respetar las reglas fundamentales de la vida 
democrática. Basta hacer un breve repaso de lo que se ha vivido 
recientemente en algunos países de nuestra región (el golpe de Estado en 
Bolivia en 2019, la notable inestabilidad política en Perú, las graves 
alteraciones a la democracia y el respeto a los derechos humanos en 
Venezuela o el grave ataque antidemocrático al gobierno de Lula a 
comienzos de 2023, solo por mencionar algunos) para revalorizar aún más 
este logro. La Argentina es un país sin conflictos raciales ni religiosos. Es 
una sociedad que tiende a polarizarse y a discutir de manera encendida, 
pero donde los conflictos se han podido resolver, de mejor o peor manera, 
dentro de las reglas de juego de la democracia. 

Lo cierto es que en muchos habitantes de la Argentina predomina un 
sentimiento de frustración que los lleva a concluir, equivocadamente, que 
somos un país pobre, de los más atrasados del mundo y sin pisos básicos de 
bienestar. En un artículo con un título poco ortodoxo (“No somos un país de 
mierda”), Schteingart (2017a) puso negro sobre blanco estos aspectos 
precisamente para discutir el diagnóstico equivocado, sin negar la realidad y 
las notables limitaciones que nuestro desarrollo presenta. 

Claro está, tan importante como entender la realidad es comprender la 
percepción que se tiene de ella y cómo se construyen diferentes discursos 
tendientes a incidir en esas percepciones. Este libro hablará mucho sobre esa 
brecha entre la realidad y sus percepciones. 

La Argentina es una suerte de país de clase media mundial. Se ubica en el 
top-30 entre los países periféricos o “en desarrollo”. A veces, se acerca más a 
los países desarrollados, en ocasiones se aleja, pero siempre se encuentra en 
ese club de países que son seguidos con atención e interés en el escenario 
mundial. Lo que le ocurre a la Argentina, más allá de las particularidades 
que la convierten en un caso especial de estudio, también está presente en 
otras naciones y es lo que en los estudios del desarrollo se denomina 
“trampa de los ingresos medios”. Según este enfoque, hay países que logran 
prosperar pero, tras ciertas fases de crecimiento, su producto bruto interno 
(PBD por habitante tiende a estancarse. Los motivos de este estancamiento 
pueden ser múltiples. En algunos casos, se explica por agotar los factores de 
impulso, por exceso de primarización y no haber avanzado de manera más 
decisiva en el desarrollo de exportaciones industriales o de mayor contenido 
tecnológico. Otros factores, de suma relevancia, tienen que ver con las 
desigualdades y la consolidación de un fenómeno largamente estudiado en 
la teoría del desarrollo, que se relaciona con las pautas de consumo 
imitativo, en función de las cuales los sectores medios y de altos ingresos de 


una economía en desarrollo comienzan a consumir siguiendo parámetros de 
los países más avanzados, pero sin que el país cuente con las divisas que se 
requieren para financiar esa expansión del consumo, ni con un sistema 
productivo maduro para tales fines. 

Decíamos recién que si clasificáramos los países según sus ingresos, la 
Argentina sería un país de clase media. Pero esa definición omite las 
desigualdades existentes. Heymann y Ramos (2006) mostraban este 
fenómeno al que definían como de “convergencia arriba y divergencia 
abajo”. En efecto, el nivel de ingresos promedio de los argentinos que se 
encuentran entre el 10% más rico de la población no muestra brechas muy 
significativas cuando se lo compara con su similar de Alemania, Francia o 
España (la brecha es de un 25%). Una persona de ingresos altos o de “clase 
media alta” accede a bienes y servicios no muy diferentes a los de su mismo 
segmento en los países mencionados. Tiene conectividad, tecnología, buena 
educación, salud, alimentos y ropa de calidad. En cambio, cuando la 
comparación se hace con el 20% más pobre de la población, la brecha es 
abismal: sus ingresos son 84% más bajos que los del 20% más pobre de 
países desarrollados. 

Cuando les hago a mis alumnos la pregunta de Dani Rodrik (“¿Es mejor ser 
rico en un país pobre o pobre en un país rico?”), casi siempre se inclinan por 
la primera opción. Lo hacen porque están pensando la Argentina como un 
país pobre, tal como en ocasiones se lo presenta desde el sentido común, 
cuando claramente no lo es (en naciones como Madagascar, Kenia, Uganda, 
Haití o Bangladesh, el ingreso promedio del 10% más rico de la población es 
inferior al del 10% más pobre de Francia o Alemania). 

En definitiva, para muchos sectores de la población vivir en la Argentina 
es, en términos económicos, difícil “aunque mucho mejor que hacerlo en 
cualquiera de los países pobres del planeta y muchísimos de los de ingresos 
medios—, y frustrante —-aunque nada malo en cuanto a acceso a bienes y 
servicios, para muchos sectores de ingresos medios y altos—. Pero persiste 
esa desilusión, exacerbada por ciertas lecturas equivocadas que pasaremos a 
analizar. Desde luego, ser crítico con la realidad argentina es un ejercicio 
sano y razonable, habida cuenta de los numerosos dilemas que nos aquejan 
y el enorme potencial que se desaprovecha. El problema radica en no 
caracterizar adecuadamente los factores que han impedido que el nuestro 
pueda ser un país de crecimiento sostenido y con mayor estabilidad. 


Una narrativa errónea 


Cuando la frustración se mezcla con indignación y furia, el camino suele ser 
la búsqueda de culpables de la manera más drástica y sencilla posible. De 
allí viene la reciente aparición de una nueva narrativa política, según la cual 
los grandes problemas del país se deben a la persistencia del peronismo, a 
los “setenta años de peronismo”. 

Introducida por el expresidente Macri y los sectores más antiperonistas de 
Juntos por el Cambio, esta narrativa tal vez sea una de las más falaces en la 
historia reciente del país. Veamos por qué. 

Para empezar, los hechos contradicen contundentemente esta afirmación: 
en los setenta y siete años que van desde el ascenso de Perón a la 
presidencia hasta fines del mandato presidencial de Alberto Fernández, el 
peronismo gobernó el 52% del tiempo transcurrido, mientras que el 24% 
correspondió a gobiernos de facto, militares o dictaduras militares, el 19%, 
a gobiernos de la Unión Cívica Radical (o con algunas de las escisiones que 
afrontó durante el siglo XX) y el 5%, al gobierno de Cambiemos (gráfico 
1.1). Incluso si se deja fuera de este cálculo los últimos dos períodos de 
gobierno para estimar con mayor precisión los setenta años anteriores a la 
llegada de Macri a la presidencia, las cuentas no se alteran 
significativamente. Vemos entonces que, antes que encontrar una secuencia 
unívoca, predominó la coexistencia de diferentes sectores políticos, algo que 
se dio con mayor frecuencia en el período previo a la restauración 
democrática de 1983, cuando la inestabilidad política era el aspecto 
predominante. 

En segundo lugar, durante los períodos presidenciales de Carlos Menem 
fueron implementadas muchas de las políticas económicas promercado que 
propugnan quienes sostienen la tesis de los setenta años de peronismo. Si se 
tiene en cuenta esta particularidad, el tiempo de gobiernos peronistas, en el 
sentido que se critica, se reduce al 39%. 


Cuadro 1.1. Presidentes argentinos desde 1946, según filiación partidaria, tipo 
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Fuente: Elaboración propia. 


Pero más allá de las falacias que muestra esta caracterización, esta narrativa 
se conecta con otra, que ha tenido gran presencia en los discursos de los 
sectores liberales o libertarios, que sostiene que la Argentina era un país 
próspero, de Primer Mundo, en las primeras décadas del siglo XX, antes de 
que el peronismo llegara al poder. “La Argentina se jodió con el peronismo”, 
suele expresar el escritor Mario Vargas Llosa, remitiendo a su gran novela 
Conversación en La Catedral, que comienza, precisamente con un personaje 
preguntándose “¿cuándo se jodió el Perú?”. 


Gráfico 1.1. Proporción de tiempo de gobierno según fuerza política gobernante 
entre 1946 y 2023 
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Fuente: Elaboración propia. 


Sectores del liberalismo económico argentino, como José Luis Espert y la 
Fundación Libertad, suelen exhibir un gráfico que presenta la evolución de 
la Argentina en el ranking de países del mundo ordenados según su nivel de 
PBI per cápita, con el que muestran cómo, a partir de 1950, el país empieza 
a caer drásticamente, salvo recuperaciones temporales. 

Este tipo de análisis comete groseros errores metodológicos, errores que 
difícilmente no hayan sido advertidos por sus autores, y solo persigue fines 
propagandísticos. Algunos de ellos los he mencionado en Los tres 
kirchnerismos (Kulfas, 2016), de modo que no voy a repetir el análisis 
completo, sino solo los más relevantes, y agregaré algunos puntos que no 
fueron incorporados allí. 

El principal problema metodológico es que la cantidad de países que 
componen la base de datos que se utiliza para elaborar dicho ranking no es 
homogénea, y a partir de 1950 crece fuertemente la cantidad de países 
incorporados debido a la nueva institucionalidad internacional, el papel de 
Naciones Unidas y otros organismos. A comienzos del siglo XX, ese ranking 
incorporaba menos de treinta países. En 1950, la muestra pasa de cincuenta 
a ciento cuarenta países, por eso aparece el dedo mágico de la Fundación 
Libertad señalando el año 1950 con la palabra “Perón” en luces de neón, 
cuando lo que debería decir ahí es “cambio metodológico: se agregan más 
países en la base de comparación”. 


Gráfico 1.2. El gráfico propagandístico del liberalismo vernáculo. Ranking según 
PBI per cápita (fines de siglo XIX-2015) 
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Fuente: Libertad y Progreso, sobre la base de Maddison Project. 


En segundo lugar, cabe destacar los cambios que se dieron en el escenario 
internacional: el gran despliegue europeo tras la recuperación e integración 
de la posguerra y el Plan Marshall, la posterior integración continental y la 
ayuda económica a los países más pobres de Europa, el auge petrolero en 
Medio Oriente y la creación de pequeños Estados con mucha riqueza 
hidrocarburífera, el auge y la decadencia de la URSS y su bloque de países, 
junto con la posterior independencia de muchos de ellos. Cuando Perón 
asumió su primera presidencia, la Argentina estaba en el puesto 7 y, al ser 
depuesto, en el 15. En el medio, ocurrieron hechos nada desdeñables. Por 
ejemplo, Alemania, que estaba destruida en 1945, una década después se 
encontraba en plena reconstrucción y crecimiento. Otros países europeos 
que superaron a la Argentina en esos años fueron Países Bajos, Dinamarca, 
Suecia y Francia, que, naturalmente, también se beneficiaron con la 
reconstrucción de la posguerra. Es posible, asimismo, encontrar naciones 
por encima de la Argentina que ni siquiera existían en la base de datos 
previa: Islandia, Luxemburgo y El Líbano (que se independiza de Francia 
tras la Segunda Guerra Mundial y se convierte en el centro financiero de 
Medio Oriente). Los cambios reseñados están resumidos en el cuadro 1.2. 


Gráfico 1.3. Evolución de Uruguay y Chile en el ranking de países, según su PBI 
per cápita (fines del siglo XIX-2016) 
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de Maddison Project. 


Cuadro 1.2. Evolución de la Argentina en el ranking de países, según su PBI per 
cánita 171 da Íno naífcac nia emmararan a la Arrantina (104.901 A) 
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Rumania, Malasia, Panamá, Chile, Uruguay, Turquía 


Fuente: Elaboración propia, sobre la base de datos de Maddison Project. 


Por otra parte, este fenómeno no es solo observable en la Argentina, ni por 
ende atribuible al peronismo, a menos que estos enfoques pudieran 
encontrar alguna extraña forma de peronismo charrúa oO peronismo 
transandino. Como puede observarse en el gráfico 1.3, salvo por la 
recuperación más reciente, las curvas de Uruguay y Chile no difieren 
sustancialmente de lo observado en nuestro país. 

Así como a principios del siglo XXI, la abundancia del recurso natural más 
valorado (el petróleo) determinaba puestos altos en el ranking, algo similar 
ocurría a comienzos del siglo XX con los alimentos. La Argentina no era un 
país rico, sino que se ubicaba en un lugar elevado debido a esa particular 
coyuntura. Australia, por su parte, tuvo una evolución diferente: la 
comparación cobraba sentido a fines del siglo XIX, no después. En 1929, el 


PBI per cápita argentino equivalía a un 85% del australiano, pero la 
producción industrial argentina era solo un 70% de la australiana. Dos 
países de similares características en términos de dotación de factores y 
condiciones para la producción agraria mostraban diferentes trayectorias en 
términos de industrialización. También hay cuestiones metodológicas, que 
ponen en duda la confiabilidad de dichas estadísticas a fines del siglo XIX y 
principios del XX.[2] 

La manera correcta de estudiar la evolución de la Argentina y su ubicación 
en el escenario internacional no es a partir de los rankings mencionados, con 
las distorsiones que conlleva, sino a partir de las brechas entre el PBI per 
cápita respecto de países de referencia. En el gráfico 1.4, utilizamos los 
Estados Unidos y Australia como referentes. 


Gráfico 1.4. Evolución histórica del PBI per cápita argentino, y brecha con los 
Estados Unidos y Australia 
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Fuente: Elaboración propia, sobre la base de datos de Maddison Project. 


En poco más de ciento cuarenta años de historia, es posible encontrar cuatro 
etapas diferenciadas: 


1. Fase de convergencia acelerada (1875-1914). Durante esta etapa, el 
PBI argentino creció aceleradamente, lo que le permitió reducir las 
brechas con países que hoy consideramos entre los más desarrollados 
del mundo. A fines del siglo pasado, la Argentina tenía un PBI per 


cápita igual y hasta levemente mayor que el de los Estados Unidos y 
Australia, basado en la fuerte expansión de la producción 
agropecuaria. Ese ciclo expansivo llegó a su fin con la Primera Guerra 
Mundial, y si bien el PBI argentino quedó en un nivel muy alto, 
comenzó a registrarse un proceso de divergencia. 


2. Primera divergencia (1914-1945). En esta fase el PBI per cápita 
argentino se mantuvo entre el 60 y el 80% respecto del PBI de 
Australia y los Estados Unidos, con una tendencia a la baja que recién 
se estabilizó hacia mediados de los cuarenta, en que la brecha fue del 
50%. El menor dinamismo de la etapa agroexportadora, sumado a la 
interrupción del flujo de comercio e inversiones originado en la crisis 
de 1930, explican este proceso. Pero nótese que incluso en los años 
veinte, tras la recuperación de la posguerra, el país no volvió al 
dinamismo previo. 


3. Entre 1945 y 1975, tuvo lugar una de las etapas de mayor 
crecimiento en la economía internacional, al punto que suele 
caracterizársela como la edad de oro del crecimiento capitalista. 
Fueron los tiempos de la reconstrucción europea, del auge 
estadounidense, de la competencia bipolar con el bloque soviético y 
la Guerra Fría. Es interesante notar que, en ese contexto, la brecha de 
la Argentina con los países mencionados se mantuvo relativamente 
estable, incluso con cierta tendencia a la reducción entre fines de los 
años sesenta y comienzos de los setenta. Si bien no hubo una 
reducción consistente de la brecha, no es un dato menor que en esa 
etapa tan dinámica de la economía mundial la Argentina haya 
crecido a un ritmo similar. 


4. A esta etapa le siguió la de la Gran divergencia. Se inició a mediados 
de la los setenta, se profundizó en los ochenta, tuvo dos interregnos 
de mejora, en el primer lustro de los años noventa y entre 2003 y 
2011 y, con la consabida volatilidad, marca una tendencia a la baja. 
Si quisiéramos encontrar un momento en que “se jodió la Argentina” 
—al decir de Vargas Llosa—, nada mejor que explorar en los orígenes 
de este interregno, lo cual contradice por completo la tesis del 
liberalismo económico: la Argentina se alejó del mundo desarrollado 
cuando comenzó a implementar las políticas por las que tanto 
propugnaron. 


El análisis correcto de los datos es contundente: 


1. La Argentina no declinó a raíz del ascenso del peronismo, sino que el 


punto de inicio del declive fue el último gobierno militar 
(1976-1983). 


2. El país se ubicaba en un lugar de privilegio hacia fines del siglo XIX, 
en el auge de la inserción agroexportadora. Pero ese lugar no fue 
sostenido incluso en aquellos años “dorados”. La Primera Guerra 
Mundial marcó el inicio de un descenso y la crisis mundial de 1930 
profundizó la brecha, muchos años antes de la llegada del peronismo 
al poder. 


3. En los años de posguerra, donde gobernó el peronismo, pero también 
lo hicieron otras expresiones políticas y gobiernos de facto, el 
crecimiento de la Argentina se mantuvo en línea con los países 
elegidos en la comparación. No fue un hecho menor, dada la gran 
expansión de la posguerra. 


Es más, la evidencia indica que este fenómeno de ensanchamiento de las 
brechas ha sido común en los países grandes de América Latina. Si bien 
naciones medianas y pequeñas como Chile y Perú crecieron a tasas mayores 
que las de la Argentina, Brasil o México, el crecimiento regional ha sido 
menor después de las reformas promercado iniciadas en los años ochenta, 
como muestra Ros (2014): el PBI per cápita había crecido en América Latina 
a una tasa anual del 2,7% entre 1950 y 1980, y pasó a crecer al 1,7% anual 
entre 1990 y 2010. Incluso la productividad, que la teoría económica 
ortodoxa pronosticaba que crecería más aceleradamente en contextos de 
mayor apertura y desregulación económica, pasó del 1,6% anual antes de 
las reformas al 0,7% anual con posterioridad a dichas reformas. 

El gráfico 1.5 ofrece una descripción que refuerza este punto. Allí se 
presenta la evolución de largo plazo del producto por habitante para países 
de América Latina, países desarrollados y España. Es posible apreciar que la 
Argentina y España crecían a ritmos similares tras la Segunda Guerra 
Mundial, y el punto de divergencia se originó hacia fines de los setenta. 
También se observa cómo en aquellos años se frena el envión que traían 
México y Brasil. 


Gráfico 1.5. Evolución histórica del PBI per cápita del promedio de países 
desarrollados, Argentina, Brasil, Chile, México y España, 1820-2016 (escala 
logarítmica) 
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de Maddison Project. 


El gráfico 1.6 presenta la evolución del PBI argentino desde 1900 hasta 
2021 y, por otra parte, cuál hubiese sido dicha evolución si el PBI argentino 
hubiese crecido al 3,5%. ¿Por qué elegimos esta tasa? Porque ha sido el 
promedio histórico y es, a la vez, la tasa compatible con el equilibrio en el 
sector externo, o tasa Thirlwall,[3] de acuerdo con las estimaciones de 
Abeles, Lavarello y Montagú (2013). La gráfica es elocuente: hasta fines de 
los setenta, el PBI argentino evolucionó de manera muy similar al PBI de 
Thirlwall. Si bien hubo períodos de volatilidad y crisis, la evolución es muy 
similar a la de esa tasa de largo plazo. Esa trayectoria se modificó 
drásticamente sobre fines de la década de 1970, cuando sobrevinieron 
etapas de estancamiento temporalmente interrumpidas por fases de 
crecimiento (1991-1998 y 2003-2011, ambas pausadas por crisis 
internacionales, el efecto Tequila en 1995 y la crisis de las hipotecas 
subprime en 2008). 


Gráfico 1.6. Evolución del PBI de la Argentina y del PBI de Thirlwall (PBI si el 
país hubiese crecido a la tasa máxima compatible con el equilibrio del sector 
externo), en pesos de 2004 
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Fuente: Elaboración propia, sobre la base de datos de Ricardo Gabriel Martínez, 
“Recopilación de series históricas del producto y del ingreso”, Buenos Aires, Cepal, 1998 
(1900-1997), y del Indec (1998-2021). 


Nótese la enorme brecha que esta divergencia genera. Probablemente 
alguien considere que crecer al 3,5% es una meta moderada, pero si 
hubiésemos mantenido ese ritmo de crecimiento, tal como se había podido 
verificar en los setenta años previos, el PBI actual sería un 129% más 
elevado, y el PBI por habitante, un 121% más alto. 

Tomemos dimensión de lo que estamos hablando: si la Argentina hubiese 
seguido creciendo al ritmo previo al punto de ruptura de fines de los 
setenta, su PBI per cápita actual sería similar al de Portugal, y apenas un 
19% más bajo que el de España. Sobre doscientos diez países, Argentina se 
ubicó en 2021 en el puesto 64 del mundo en términos del PBI por habitante, 
y Portugal, en el 37. 

En definitiva, lejos del propagandismo del liberalismo económico, el punto 
de quiebre en el crecimiento de la Argentina no está fechado en el ascenso 
del peronismo, sino de la última dictadura militar, la integración con la 
globalización financiera, el auge del endeudamiento externo y las políticas 
macroeconómicas adversas al desarrollo industrial. 

Resulta doloroso ver que muchos dirigentes recorren el mundo hablando 
muy mal de la Argentina y calificando nuestra sociedad como un fracaso. 
Sin duda, tenemos grandes problemas de funcionamiento que han impedido 
desplegar nuestras capacidades para ser una sociedad sin pobres y con 
mayores oportunidades para toda su población. Pero los problemas que 
tenemos son también resultado de los logros que ha podido mostrar este 
país, de una sociedad que nunca se resignó a naturalizar la injusticia social y 


que cree que es posible hacer extensivas las oportunidades al conjunto. 

Este libro hablará mucho sobre cómo discutir y encontrar vías de solución 
a muchos de esos dilemas. La autoflagelación no es un camino constructivo, 
menos aun cuando se la plantea con diagnósticos equivocados o maniqueos 
que pretenden confundir las raíces de los problemas que se deben abordar. 


[2] Como explica Schteingart, “las series de ingreso per cápita son confiables a partir 
de 1935, que es cuando Argentina dispone de series oficiales del PBI. Entre 1900 y 
1935 los datos son estimaciones que hizo en su momento la Cepal, y que podrían 
considerarse como relativamente razonables (aunque con una calidad menor a las de 
después de 1935)” (Schteingart, 2019). 

[3] El economista Anthony Thirlwall formalizó un modelo en el que se estiman los 
límites al crecimiento económico resultantes de la restricción externa. En su 
formulación más simple, expresa una tasa de crecimiento económico máxima como 
resultado de las elasticidades de exportación e importación. La tasa Thirlwall es la 
máxima tasa a la que una economía puede crecer sin que se desequilibre su sector 
externo. 


2. La política argentina en el siglo XXI y 
el papel del peronismo 


En el capítulo anterior buscamos sintetizar y poner en contexto ese malestar 
que existe en vastos sectores de nuestra sociedad, lo que, en ocasiones, lleva 
a algunas expresiones políticas e intelectuales a formular hipótesis 
equivocadas y ciertamente malintencionadas. Esperamos haber demostrado 
que la narrativa que pretende culpar de los males de la Argentina a los 
“setenta años de peronismo” es completamente falaz. Dicho esto, es mucho 
lo que hay para revisar en la política argentina para encontrar las soluciones 
necesarias y, en particular, dentro del peronismo, su historia, organización y 
abordaje de los problemas económicos. El peronismo entendido como 
solución a muchos de los problemas del país, pero a la vez como generador 
de nuevos problemas. A continuación, presentaremos un primer análisis de 
esos solublemas. 


Un inventario (incompleto) de solublemas 


Justicia social e inconsistencias macroeconómicas 


El peronismo ha sido la fuerza política que encarnó los anhelos de progreso 
y justicia social. La conjunción entre la mejora en el nivel de vida de los 
sectores del trabajo, la movilidad social ascendente y una distribución del 
ingreso nacional equitativa entre los sectores del capital y el trabajo 
constituye el corazón de la propuesta peronista hacia la sociedad. Esto ha 
significado, en diferentes momentos históricos, la modernización de la 
legislación laboral con miras a una mayor protección de los derechos de los 
trabajadores, el fortalecimiento de la negociación salarial, la consagración 
de un sistema jubilatorio más amplio y redistributivo, y la ampliación de las 
políticas de ingresos por la vía del acceso a la salud, la educación y otros 


servicios. 

El peronismo ha quedado identificado con estos preceptos, sobre todo 
desde sus orígenes y el primer peronismo, o peronismo clásico (1946-1955), 
el breve interregno (1973-1976) y los gobiernos de Néstor Kirchner y 
Cristina Fernández de Kirchner (2003-2015). En esas circunstancias, hubo 
períodos de gran crecimiento del salario real, inclusión previsional y una 
distribución funcional del ingreso más favorable a los sectores del trabajo. 

Si se toman los períodos del peronismo clásico y el kirchnerismo, 
encontramos también que las etapas de mejoras sociales y distributivas 
estuvieron acompañadas de importantes desequilibrios macroeconómicos en 
el sector externo, en los que también la política fiscal jugó un papel 
relevante. Durante el peronismo clásico, esos desajustes fueron la 
conjunción entre cambios en la demanda internacional tras la recuperación 
europea en la inmediata posguerra, y la fuerte demanda de importaciones 
que imponía la expansión interna, en particular de insumos, maquinaria, 
tecnología y energía que demandaba el proceso de industrialización. Ese 
escenario restrictivo, con exportaciones a la baja e importaciones al alza, y 
una política fiscal y productiva que expandía la circulación monetaria y el 
crédito, alimentaron el caldo de cultivo para una crisis externa. 

Por su parte, durante el ciclo kirchnerista, sobre todo después de la crisis 
internacional de 2008/2009, el desequilibrio externo se produjo por la 
combinación entre la reducción del saldo del balance comercial (en un 
escenario internacional favorable por los altos precios de los commodities, 
que mejoró el saldo comercial agropecuario, pero desequilibró el energético) 
y la estructural dolarización de portafolios profundizada por una inflación a 
la suba y los magros rendimientos de los activos en moneda nacional. 

Como veremos a lo largo de este libro, la velocidad del proceso 
distributivo no fue siempre consistente con las respuestas macroeconómicas, 
lo que generó desequilibrios que limitaron o frenaron esos procesos. Este 
aspecto es crucial por cuanto remite a numerosas discusiones, tanto en la 
política como entre académicos y hacedores de política económica. Desde 
los sectores del liberalismo económico, la distribución del ingreso es una 
cuestión de segundo orden: el crecimiento económico (más allá del debate 
acerca de cómo promover su sostenibilidad de mediano y largo plazo) puede 
mejorar las condiciones sociales y reducir la pobreza y, en ese contexto, se 
podría mejorar la distribución, una variable -según esta visión- poco 
relevante a la hora de hablar de bienestar. Desde algunos enfoques 
desarrollistas, el desarrollo es un proceso concentrador de ingresos y 
riquezas, en el que primero se debe “agrandar la torta” para luego 
distribuirla. A esta perspectiva, que se relaciona con algunas miradas 
ortodoxas, se la suele llamar “teoría del derrame”, una mala traducción en 
realidad de la economía del “goteo” (trickle down), denominación que 


sonaba a todas luces poco atractiva (Nun, 2010). 

El estímulo a una distribución más progresiva de los ingresos constituye, 
de por sí, un factor de impulso al crecimiento económico y el progreso 
social. Una mejora en la participación asalariada amplía el mercado interno, 
retroalimenta la demanda interna y mejora el horizonte del progreso social. 
Crecer o distribuir es un falso dilema: ambos fenómenos deben conformar 
un combo y un fin en sí mismo, virtuoso y factible, pero ello requiere una 
secuencia y una calibración de las políticas públicas, más aún en contextos 
en los que el empleo asalariado ya no tiene la misma relevancia que en el 
pasado y existen diferentes fuentes de generación de ingreso en el sector de 
los trabajadores. Resolver este dilema es un aspecto decisivo, más aún 
cuando vemos en la historia argentina que las pocas veces en que se alcanzó 
el anhelado 50-50 (reparto equitativo del ingreso nacional entre sectores del 
trabajo y el resto de los sectores) no pudo sostenerse más que por un 
período de tiempo muy acotado. [4] 

Por otra parte, es necesario debatir otra cuestión: la movilidad social 
ascendente. Es cierto que la movilidad está asociada a mejoras en la 
distribución del ingreso, pero no siempre es necesariamente así. La 
movilidad social es la fuente de legitimidad política más relevante en el 
mundo contemporáneo. Veamos un ejemplo. 

El ingreso promedio de un ciudadano chino es hoy entre dos y tres veces 
inferior al de un ciudadano de la Unión Europea. Sin embargo, el progreso 
social en China es una constante de las últimas décadas. Tras la Segunda 
Guerra Mundial, China era uno de los países más pobres del mundo: en 
1949, la tasa de mortalidad superaba el 18 por mil, la esperanza de vida era 
menor a 40 años, la mortalidad infantil rondaba los 130-146 por mil, el 80% 
de la población china era analfabeta y las guerras habían destruido las redes 
de asistencia médica y provisión de educación (Aglietta y Bai, 2013). En las 
últimas décadas, China no solo salió de esa pasmosa situación, también se 
convirtió —-sobre todo desde la década de 1980- en uno de los territorios 
más dinámicos del mundo. La percepción es clara: los ciudadanos chinos 
viven hoy mucho mejor que sus padres, y estos, mucho (muchísimo) mejor 
que sus abuelos. Aquí radica la fuente de legitimidad del sistema político 
chino. 

¿Qué ocurre en la Unión Europea? Sus ciudadanos acceden a un nivel de 
vida claramente superior al de China, tanto en ingresos como en 
prestaciones. Pero, como muestra Milanovié (2015), los ingresos de los 
sectores medios europeos están estancados, de modo que la percepción de 
quietud en la movilidad social ascendente genera el malestar que caracteriza 
el clima político europeo y que se observó, por ejemplo, en el episodio del 
Brexit. 

En definitiva, el vínculo entre crecimiento y distribución es crucial, pero 


tan relevante como la movilidad social ascendente, y conlleva el desafío de 
una coevolución que requiere una adecuada calibración para evitar las crisis 
macroeconómicas. 


Desarrollo industrial y restricción externa 


El peronismo ha quedado también identificado como una fuerza política 
promotora del desarrollo industrial y tecnológico. Tanto el peronismo 
clásico como el kirchnerismo fueron etapas de crecimiento del sector 
industrial en las que se implementaron políticas, programas e iniciativas en 
la materia, no sin dificultades y con resultados heterogéneos. 

Durante el peronismo clásico, el crecimiento industrial inicial fue 
incentivado con una fuerte expansión del crédito subsidiado y la creciente 
demanda interna fruto de la política salarial. A ello se fueron sumando 
iniciativas de política industrial y el primer Plan Quinquenal. Cuando 
sobrevino la crisis externa, sobre fines de los años cuarenta, la política 
crediticia se volvió más selectiva y empezaron a desarrollarse iniciativas 
estatales o mixtas, junto con la atracción de nuevas inversiones privadas, 
que apuntaron a resolver restricciones específicas (por ejemplo, la 
producción de maquinaria agrícola para mejorar la productividad de la 
agricultura). También se calibró la participación estatal, aumentando la 
presencia privada e incluso incorporando capital internacional. 

Por su parte, durante el kirchnerismo el crecimiento industrial fue, en 
primera instancia, una recuperación tras la larga crisis de la Convertibilidad, 
que tuvo lugar entre 1998 y 2002, y luego se basó en el cambio de precios 
relativos que indujo la salida del régimen convertible (con un fuerte 
incremento en los márgenes empresarios) y la mejora en la demanda interna 
como resultado de la recuperación global de la economía y de los ingresos 
de los sectores del trabajo. La política industrial tuvo un carácter 
predominantemente horizontal, con estímulos por el lado de la política 
crediticia, más allá de algunas iniciativas puntuales como la Ley de Software, 
y otras en el área satelital y de energía nuclear. 

Con la llegada de la crisis externa, las respuestas vinieron por el lado de 
restricciones en materia de política comercial externa, sobre todo 
restringiendo y administrando las importaciones. En cuanto a la política 
industrial, se puso el foco en la sustitución de importaciones, en conjunción 
con una visión sesgada hacia el mercado interno, en vez de intentar hacer 
crecer las exportaciones. La mirada estratégica no siempre conectó 
adecuadamente los desafíos productivos con las necesidades 


macroeconómicas, esto es, crecer en lo productivo de manera armónica con 
el sector externo. 

A esto cabe agregar el papel nodal del sector energético, con el que el 
peronismo ha tropezado una y otra vez. La denominada “restricción 
externa” tiene, en el sector energético, un componente central. Los procesos 
de crecimiento vienen acompañados de mayor demanda de energía, que, en 
momentos de expansión industrial, se intensifica todavía más. Si la oferta 
local de energía no acompaña esa demanda, indefectiblemente se 
incrementa la importación de combustibles. No han sido pocas las instancias 
históricas en que la oferta local no estuvo a la par de la suba en la 
producción industrial. En 1949, la participación de combustibles en el total 
importado superó por primera vez el 10%, nivel que se mantuvo en los años 
cincuenta, y que llegó incluso a superar el 20% hacia fines de esa década. A 
mediados de los setenta, esa situación se volvió a dar (impulsada además 
por la suba internacional de precios de 1973), algo que también ocurrió a 
comienzos de la década pasada: las importaciones de energía en 2011 
representaron el 13% del total, y llegaron al 17% en 2014. 

Los esfuerzos realizados, tanto en el peronismo clásico como en el 
kirchnerismo, no alcanzaron para garantizar esa mayor oferta energética 
local. Por su parte, durante el menemato se desreguló el sector y se abrió al 
capital privado. Esto mejoró sustancialmente la producción y permitió el 
autoabastecimiento, pero sin el debido aumento de la inversión en 
exploración, por lo que esa mejora productiva no fue sostenible, y a poco de 
iniciado el siglo XXI el país ya atravesaba dificultades energéticas. 

Está claro entonces que una política energética que posibilite el 
autoabastecimiento es un aspecto central que requiere la economía 
argentina. 


Democracia y ejercicio del poder 


En un país que entre 1930 y 1983 padeció golpes de Estado, dictaduras 
militares, inestabilidad y represión política, el peronismo emergió y se 
consolidó como una fuerza popular y democrática. Siempre que fue 
gobierno accedió por el voto popular y nunca desconoció un resultado 
electoral adverso ni propició golpes de Estado. 

El kirchnerismo ha sido acusado de autoritario en repetidas ocasiones, 
pero, insistimos, jamás desconoció un resultado electoral adverso, no existió 
persecución alguna hacia la oposición durante sus gobiernos y la libertad de 
prensa fue absoluta. Desde 2003, compitió en diez elecciones, se impuso en 


la mitad y fue derrotado en las restantes. Podrán a algunos no gustar sus 
modales, pero es no menos que falaz tildar de autoritaria a una fuerza que 
sufrió tantas victorias como derrotas, sin jamás desconocer ni cuestionar el 
resultado. 

Sí, en cambio, es notable observar en el peronismo la dificultad para 
estructurar una vida política interna más armónica, con debates 
constructivos que actualicen aspectos doctrinarios, y establecer mecanismos 
de alternancia. Si el peronismo clásico tuvo un líder indiscutido (junto a la 
decisiva figura de Evita) que no dejó “herederos”, lo que vino después fue 
una sucesión de liderazgos hegemónicos con una extraordinaria dificultad 
para ampliar la base y proyectar una alternancia que viabilice la 
continuidad y profundización de las políticas. 

Tras la derrota electoral de 1983, el peronismo encaró un proceso de 
renovación liderado por Antonio Cafiero. Su victoria en las elecciones a 
gobernador de la provincia de Buenos Aires en 1987 lo proyectó como líder 
y candidato presidencial en 1989, con el apoyo casi absoluto de los 
principales referentes políticos y territoriales del partido. Su único 
contrincante interno era Carlos Menem, quien insistía en dirimir la 
candidatura en una elección interna directa y de distrito único nacional. 
Pese a que la gran mayoría de la dirigencia peronista apoyaba a Cafiero y le 
proponía consagrar su candidatura en un congreso partidario sin ningún 
trámite adicional, este accedió a una elección interna, confiado seguramente 
en sus chances electorales, pero también convencido de que así contribuiría 
a mejorar la cultura democrática en el peronismo. 

Las elecciones se realizaron el 9 de julio de 1988, votaron más de 1,5 
millones de afiliados al Partido Justicialista, y se impuso Menem en 
dieciocho provincias, incluida Buenos Aires, donde gobernaba Cafiero. La 
victoria fue por una diferencia importante: 54% a 46%. Esa fue la única vez 
que se dirimió el liderazgo del partido con una elección interna, y Menem 
dirigió el peronismo hasta fines de los noventa, cuando su otrora socio 
político, Eduardo Duhalde, conquistó espacios internos aunque sin lograr 
una clara hegemonía. Esto llevó a que, tras el breve interregno de Duhalde 
en la presidencia, entre 2002 y 2003, en las elecciones de mayo de ese año 
el peronismo tuviera tres fórmulas presidenciales, encabezadas por Carlos 
Menem, Néstor Kirchner y Adolfo Rodríguez Saá, respectivamente. 

El ascenso de Néstor Kirchner se dio en sociedad con Eduardo Duhalde. 
Dos años más tarde, en la elección de medio término de 2005, Kirchner 
enfrentó a quien había sido su jefe político, e impuso a CFK como figura 
nacional, con lo que obtuvo una importante victoria en la provincia de 
Buenos Aires. Se abrió allí una nueva etapa, con la particularidad de que la 
conformación de una pareja con dos liderazgos políticos podría 
compatibilizar con el anhelo de perdurar en el poder sin quebrantar la regla 


constitucional de alternancia y el máximo de dos reelecciones consecutivas. 

Finalmente, en 2019, en un cerrado escenario preelectoral, tuvo lugar la 
llegada a la presidencia de Alberto Fernández, con CFK como compañera de 
fórmula. La movida unió a diferentes sectores del peronismo en el 
denominado Frente de Todos. ¿Estaba Alberto Fernández destinado a 
terminar con el liderazgo de CFK en el peronismo? Antes bien, la intención 
práctica de Alberto pareció orientarse a la conformación de una suerte de 
peronismo “a la uruguaya”, emulando el modelo del Frente Amplio, donde 
conviven numerosas corrientes internas, con muchas diferencias, pero 
unidos desde los años setenta, y cuya conducción del partido y del país van 
alternando y circunscriben el debate al frente interno. Nada de esto ocurrió 
en la Argentina, donde las críticas internas de CFK y sus principales 
referentes hacia el presidente y su equipo de gobierno fueron públicos y sin 
ningún afán constructivo, mucho menos aún que las señaladas por la 
oposición, que observaba la facilidad con que se le resolvía parte de su 
trabajo. 

Pocas dudas caben acerca del carácter democrático del peronismo. Lo que 
debe replantearse en todo caso es su funcionamiento interno para fortalecer 
su base social, su actualización conceptual y mejorar su vínculo con la 
sociedad. 


Versatilidad y pragmatismo junto con inconsistencias programáticas y 
de rumbo 


El peronismo mostró una gran versatilidad y pragmatismo al momento de 
gobernar. Esto le valió el mote de “el partido del poder”, por su mayor 
capacidad de adaptación a circunstancias históricas, locales e 
internacionales, y su conexión con el electorado. El peronismo ha sido una 
fuerza política de ejercicio del poder, y es este uno de sus rasgos históricos 
dominantes. 

Este aspecto, que constituye una virtud para una fuerza política, ha 
mostrado también ciertos grados de inconsistencia y meros acomodamientos 
a las circunstancias, confundiendo procesos históricos con la alteración de 
los principios rectores de la fuerza política. El gobierno de Menem tal vez 
sea el mejor ejemplo al respecto. Presentado inicialmente como un proyecto 
ligado a los lineamientos del peronismo clásico, el plan de gobierno fue 
mutando hacia el sector ideológico con el que se representaban sus 
adversarios políticos. Pero aun con otros parámetros menos extremos, el 
peronismo clásico y el kirchnerismo también padecieron diferentes vaivenes 


conceptuales y discursivos. 

La versatilidad y el pragmatismo son virtudes a la hora de conformar una 
fuerza política con vocación y ejercicio de poder. Es altamente probable 
que, tras la larga crisis de los ochenta y el auge de la globalización 
neoliberal en los noventa, haya sido necesario instrumentar reformas en el 
funcionamiento estatal. De ahí a transformarse en el mejor alumno del 
neoliberalismo hay un largo trecho: en la década de 1990, la Argentina fue 
uno de los países donde se dieron las reformas más profundas del 
neoliberalismo, al punto de convertirse en un país privatista y desregulador 
como pocos. En este sentido, el aggiornamento a circunstancias particulares 
no debe nunca desligarse de la fortaleza conceptual y de objetivos 
programáticos. En otros términos, es central no confundir instrumentos con 
objetivos, evitando tanto el dogmatismo como la mera adaptación acrítica a 
nuevas realidades. 


Las paradojas del “entrismo”: la avenida más ancha del mundo 


El peronismo no tuvo, ni tiene, punto de conexión alguna con el socialismo 
o el comunismo. Desde sus orígenes, Perón ubicó a su fuerza política en una 
“tercera posición”, distante tanto del capitalismo liberal como del 
comunismo. “Ni yankis ni marxistas, peronistas”, abrevaba un popular canto 
militante. 

Este comentario, una obviedad, una verdadera verdad de Perogrullo para 
cualquier persona mínimamente conocedora del peronismo y su historia, no 
resulta tan evidente para generaciones más jóvenes que se formaron en los 
sótanos de las nuevas corrientes “libertarias” y de la nueva derecha, según 
las cuales el comunismo está presente en cualquier acción estatal, desde un 
aumento de alícuotas impositivas hasta las exigencias sanitarias para frenar 
los efectos de una pandemia (véase Stefanoni, 2021). 

Por supuesto, la historia no está exenta de equívocos y ambigiiedades, 
tanto por izquierda como por derecha. A comienzos de los años setenta, 
Perón todavía transitaba su largo exilio y la fuerza política que lideraba 
estaba proscripta, la política argentina se debatía entre dictaduras militares 
y gobiernos civiles de limitada legitimidad, y el mundo asistía a la tensión 
de la Guerra Fría y la emergencia de fuerzas de izquierda que despertaban 
simpatía y entusiasmo en las nuevas generaciones. En ese contexto, 
surgieron nuevas fuerzas políticas, algunas de ellas organizaciones armadas, 
que buscaron puntos de conexión con el peronismo en tanto expresión de la 
clase trabajadora a la que pretendían representar. Esta nueva tendencia 


“entrista” esperaba integrarse al peronismo para transformar parte de su 
ideario desde adentro y acercarlo hacia expresiones de izquierda. Desde 
luego, Perón aprovechó esa oleada de apoyos externos para horadar la 
dictadura que pretendía extender indefinidamente su exilio, pero a su 
regreso al país no titubeó en marcar distancias, rearmó su fuerza política 
sobre sus pilares fundacionales y marcó las diferencias echando a las 
organizaciones armadas de un acto en mayo de 1974, al recordado grito de 
“estúpidos e imberbes”. 

También por “derecha” encontramos tierra fértil para hablar de equívocos 
y no linealidades en la historia del peronismo. Carlos Menem gobernó la 
Argentina durante diez años, entre 1989 y 1999, y la transformó a fondo. 
Durante su gobierno, el ideario del capitalismo liberal-financiero llegó a su 
máxima expresión, se cambió la estructura productiva, crecieron nuevas 
actividades, se achicaron o desaparecieron otras, el desempleo y la pobreza 
alcanzaron picos hasta entonces desconocidos en la historia argentina, y se 
asistió al segundo gran ciclo de endeudamiento externo, cuantitativamente 
el más importante de nuestro país. Son tantos los elementos que lo alejan 
del ideario doctrinario del peronismo que cuesta caracterizar dicho gobierno 
como peronista. Pero gobernó el peronismo, gobernó el Partido Justicialista 
con un conjunto de fuerzas aliadas, como de costumbre, solo que en este 
caso las aliadas eran las fuerzas del liberalismo económico y 
conservadurismo político, que contaron con un amplio apoyo (pero no 
unánime) de la dirigencia peronista. Ese gobierno, que hoy despierta 
simpatías entre los jóvenes libertarios, fue la síntesis entre la maquinaria de 
poder peronista, la doctrina liberal-financiera y la incorporación de cuadros 
técnicos de proyección política, entre los que sobresalió Domingo Cavallo. 

El proceso de “rectificación” histórica estuvo a cargo de Néstor Kirchner, 
aunque también cabe asignarle un papel (pequeño y no exento de 
ambigúedades) a Eduardo Duhalde.[5] Kirchner apuntaló un regreso a las 
tradiciones peronistas: la negociación salarial, la apelación a la “comunidad 
organizada”, el sindicalismo, el desarrollo industrial y el anhelo por el 
desarrollo de una burguesía nacional. Los viejos proyectos de la Argentina 
peronista, como la ciencia nuclear y aeroespacial, con alcances y 
limitaciones, emergieron en esa reaparición histórica junto con la 
recuperación para el Estado de un terreno que Menem había resignado a 
manos del mercado. Algunos se atrevieron a caracterizar el emergente 
kirchnerismo como “el peronismo del siglo XXI”, pero en realidad poco tenía 
de novedoso: resultó una sana reaparición de una expresión social y política 
latente, pero sin internalizar mucho de los nuevos desafíos del siglo XXI (la 
Ley de Software de 2004, que ya mencionamos, fue una saludable 
excepción). 

CFK, desde luego, fue parte de ese proceso, pero también incorporó dos 


elementos más. En primer lugar, la reaparición del Estado social. Si Néstor 
jugó sus fichas a una economía en movimiento que incluyera la creación de 
empleo, CFK asistió a cierto agotamiento de dicha etapa y, en vez de 
fortalecer su apuesta productiva, optó por construir un Estado social que 
diera visibilidad y respuesta a los excluidos del capitalismo liberal- 
financiero. La Asignación Universal por Hijo (AUH), la profundización de la 
inclusión previsional y diferentes planes sociales son expresión de esa 
construcción. En segundo lugar, el intento de conformar una fuerza propia: 
La Cámpora fue expresión de un peronismo que transitaría hacia su 
desaparición, que sería superado por este nuevo emergente. El “peronismo 
kirchnerista” o, simplemente, “el kirchnerismo” serían los continuadores del 
viejo partido de Juan Domingo Perón. Pero la productividad de las políticas 
económicas y la iniciativa pública en general iniciaron un irreversible 
proceso de declinación que dio por tierra con esa posibilidad —aunque esto 
no pareció afectar la insistencia con que se intentó instalar esa opción—. En 
el medio, diferentes escisiones y desplazamientos en la propia fuerza 
gobernante terminaron instalando alternativas que, en algunos casos, fueron 
marcando el fin de una etapa. 

Durante la presidencia de Mauricio Macri, el intento fallido de reinstaurar 
el capitalismo liberal-financiero, con sus funestas consecuencias en términos 
de endeudamiento externo, recesión, desindustrialización y aumento de la 
pobreza, volvió a inclinar las preferencias electorales hacia la conducción 
del peronismo. Pero ese regreso, en 2019, más que un resultado natural fue 
una construcción. Los retazos de un peronismo dividido eran terreno fértil 
para el sueño reeleccionista de Macri. El trabajo de construcción política de 
Alberto Fernández y de CFK posibilitó la victoria electoral con una 
definición política: “volver mejores”, aprendiendo de los errores, reforzando 
aciertos y leyendo con renovadas miradas los nuevos escenarios. 

En definitiva, el peronismo ha tenido dificultades para terminar de calibrar 
sus anhelos productivos y distributivos con una estrategia que se articule 
con la necesaria estabilidad macroeconómica y la sostenibilidad de los 
objetivos que propugna. Encontrar esa síntesis es un aspecto decisivo para la 
política argentina. En la segunda parte de este libro haremos un breve 
recorrido histórico para interpretar la génesis de algunos de estos 
solublemas, así como para dar algunas pistas sobre sus posibles resoluciones. 


[4] Cabe destacar también el carácter fetichista de la distribución 50-50, que en su 
momento se caracterizó como la más justa y equitativa sin mayores precisiones ni 
sustento empírico. En una economía como la nuestra, si se lograra el crecimiento 
sostenido durante largos períodos de tiempo y consistencia macroeconómica y 
desarrollo industrial y tecnológico, probablemente la distribución “justa” debería 
tener una participación aún mayor de los sectores del trabajo. 


[5] Las negociaciones y especulaciones que antecedieron al nombramiento del 
ministro de Economía en abril de 2002 dan cuenta de este carácter ambiguo en la 
definición del rumbo económico durante el gobierno de Duhalde. Tras la renuncia de 
Jorge Remes Lenicov, Duhalde tuvo la intención de designar como reemplazante a 
Alieto Guadagni, un economista más cercano a las ideas del liberalismo económico, 
que había sido secretario de Industria durante el gobierno de Carlos Menem. Sin 
embargo, los gobernadores peronistas, con quienes había tejido una fuerte alianza 
para dar mayor sustento a su gobierno, se opusieron. Ante esta situación, convocó de 
urgencia a dos economistas que se encontraban en el exterior: Roberto Lavagna, 
entonces embajador argentino ante la Unión Europea, y Guillermo Calvo, que se 
venía desempeñando en Washington como economista jefe del Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID). Quiso el destino o la programación aérea que Lavagna arribara 
primero a Buenos Aires y se convirtiera en ministro de Economía. De Lavagna, 
conocemos su pensamiento y su acción por lo que hizo en su gestión; de Calvo, 
conocemos su recomendación de dolarizar la economía argentina, y de Guadagni, 
comentábamos recién sus ideas más vinculadas al liberalismo económico. En síntesis, 
la orientación de la política económica no parecía tener solidez conceptual por parte 
del entonces presidente dada la amplitud de opciones que barajaba. Sobre la 
anécdota del avión, véase la entrevista a Lavagna, contada por él mismo, en el 
archivo de historia económica oral de la Unsam (disponible en 
<www.unsam.edu.ar/escuelas/economia/archivohistorico-eco-oral/lavagna.html>, 
a partir del minuto 13:15). 


Parte II 


3. Desarrollo económico, justicia social y 
combate al capital: ¿una conjunción 
contradictoria? 


La industrialización peronista 


El desarrollo industrial es un aspecto nodal de la conformación histórica del 
peronismo, pero nada exenta de equívocos y debates que merecen algunas 
argumentaciones y aclaraciones. 

Desde el punto de vista de los estudios históricos y económicos, el 
peronismo clásico fue un proyecto desarrollista que constituyó un 
developmental state, con sus particularidades institucionales y sus —a veces 
temerarias- políticas monetarias expansivas destinadas al sector productivo 
y a fomentar el consumo popular. Claro está, en la Argentina hubo un 
político que se enfrentó con Perón desde la oposición radical, luego se alió 
con el caudillo exiliado para obtener su apoyo para llegar a la presidencia, 
para más tarde volver a distanciarse y fundar su propio partido político: el 
Movimiento de Integración y Desarrollo, más conocido como 
“desarrollismo”. Ese líder, Arturo Frondizi, tuvo algunos puntos en común 
con el peronismo, también diferencias -—en muchos casos muy 
significativas-, pero en términos productivos nunca dejaron de hablar de 
cosas similares. 

El ascenso del peronismo marcó el entierro definitivo del modelo 
agroexportador. Ese modelo había entrado en crisis en 1930 (aunque su 
dinamismo ya mostraba señales de agotamiento incluso algunos años antes, 
como vimos en el capítulo 1), pero el poder económico y político de los 
defensores y beneficiarios de dicho régimen influyeron decisivamente para 
que toda la década de 1930 tuviera notables transformaciones y acciones 
públicas, pero siempre bajo el piadoso y vergonzante paraguas de la 
excepcionalidad y la emergencia: más tarde o más temprano, el escenario 
internacional retornaría a la “normalidad”, y la Argentina podría volver a 
beneficiarse del intercambio con especialización agroexportadora. Recién en 
1940, con el Plan Pinedo, surgió una iniciativa articulada con un enfoque de 
largo plazo, que iba por fuera del criterio basado en la excepcionalidad, [6] 


pero que no llegó a ser aprobado. 

En la literatura latinoamericana, también aparecieron puntos de inflexión 
o revisiones acerca de la caracterización del proceso de desarrollo industrial 
de aquellos tiempos. En su muy recomendable historia económica de 
América Latina, Bértola y Ocampo (2013) sostienen que, en realidad, es 
incorrecto pensar este proceso como una industrialización basada en la 
sustitución de importaciones. Los autores plantean que, antes bien, se trató 
de un proceso consciente y, en cierta medida, planificado, que abarcó una 
serie de medidas macroeconómicas, de política comercial y de creación de 
nuevas capacidades productivas que excedieron la sustitución de 
importaciones, la cual incluso no llegó a tener la profundidad mencionada. 
Proponen, en cambio, llamar a esa etapa “industrialización dirigida por el 
Estado”. 

Los autores tienen un argumento fuerte a su favor, pero cuando lo 
trasladamos al caso argentino, nos topamos con una situación diferente, en 
función de la cual las medidas implementadas tenían —como ya señalamos— 
otros objetivos: sobrellevar la abrupta interrupción del flujo de comercio e 
inversiones que significó la crisis mundial de 1930 y vivir en un estado de 
excepción hasta que volvieran los anhelados días del modelo 
agroexportador. 

En ese sentido, Perón fue no solo quien terminó de sepultar la Argentina 
agroexportadora, sino también quien fundó la industrialización dirigida por 
el Estado, lo que dio fin a ese intenso y rico interregno de la 
industrialización sustitutiva de importaciones. Desde luego, esta nueva 
etapa no estaría exenta de contradicciones, marchas y contramarchas, 
avances y limitaciones. Pero es una fase distinta, con los problemas típicos 
del despegue industrial, los ciclos de stop and go y los desafíos de 
armonización entre el cambio social que impone la industrialización y sus 
necesidades estructurales. 

Por supuesto, esto no significa atribuirle a Perón la fundación de la 
industria argentina. Ese es otro equívoco en el que ya nadie (o casi nadie) 
cree.[7] La industria argentina nace a fines del siglo XIX, crece 
aceleradamente en los años veinte, cambia su estructura en los treinta, 
cuando avanza en su etapa sustitutiva, y adquiere una nueva fisonomía, que 
se asemeja a las caracterizaciones de Bértola y Ocampo, desde fines de los 
cuarenta y hasta mediados de los setenta. 

El impulso industrializador de los inicios del gobierno de Perón fue 
arrollador y poco convencional. Se basó fundamentalmente en la expansión 
del crédito a tasas de fomento y el papel del Instituto Argentino de 
Promoción del Intercambio (IAPD) como institución dedicada redistribuir el 
excedente agrario. Las políticas de mayor orientación llegarían más tarde, y 
en ocasiones su concreción excedió el tiempo del primer peronismo, como 


fue el caso de la producción siderúrgica de San Nicolás. 

En esta primera etapa, la industrialización estaba intrínsecamente asociada 
a la expansión del mercado interno, cuya principal herramienta era la 
política de ingresos: incremento salarial, establecimiento de salarios 
mínimos, aguinaldo, vacaciones pagas, expansión del sistema de 
jubilaciones y pensiones y planes para el acceso a la vivienda. 

El principal instrumento de industrialización fue, en esta etapa, la política 
monetaria y crediticia. Los redescuentos que otorgaba el Banco Central de la 
República Argentina (BCRA) fueron superiores a los depósitos, y la creación 
de dinero fue mayor que la tasa de crecimiento real. El personaje clave de 
este período fue Miguel Miranda, quien desde el BCRA y el IAPI comandó 
esta estrategia, no exenta de polémicas y temeridad. Miranda había 
comenzado como director del Banco Industrial, pero tras el 17 de octubre de 
1945 tomó impulso criticando a los directivos del Banco Central por no 
fomentar la promoción económica con créditos para los industriales 
(Rougier, 2012: 46). 

Con Miranda al mando de los principales resortes de la economía 
peronista, llegó la reforma financiera, de escasos antecedentes a nivel 
internacional (Rougier, 2012: 45). A partir de esta reforma, cobró más 
fuerza el crédito subsidiado y, ya en marzo de 1946, se firmó el decreto de 
nacionalización del BCRA, que estableció la nacionalización de los depósitos 
y la conformación de un sistema al que quedaron integrados todos los 
bancos oficiales privados y otros organismos. 

Mientras subían los salarios, la expansión del crédito pretendía a la vez 
compensar la consiguiente suba de costos y financiar nuevas expansiones, 
escala y ampliación de la matriz industrial. Esta estrategia estimulaba la 
sustitución de importaciones, pero en un sentido diferente al de la década 
anterior: ya no solo se trataba de reemplazar con producción local aquellos 
bienes que se importaban, sino también de conseguir una ampliación 
productiva que contemplara los cuellos de botella en diferentes fases 
manufactureras. Al tiempo en que se reducía la demanda de importaciones 
de bienes finales, crecía la de insumos, bienes de capital y tecnología, en un 
mundo plagado de restricciones. El sueño de la autarquía productiva era 
poco consistente con las dificultades de ese escenario, pero también con la 
escala productiva de la Argentina: no era un país pequeño, pero tampoco 
tenía la escala de las grandes naciones que emergerían en la posguerra. 

La expansión industrial fue considerable, tanto como los desequilibrios que 
generó. La calibración que sobrevendría también incluiría una política 
industrial más focalizada, que tomara en consideración las restricciones, en 
particular, las que llegaron desde el sector externo. 

La relación de Perón con el sector empresario no estuvo exenta de 
tensiones. Habían comenzado ya desde su rol de secretario de Trabajo y 


Previsión, cuando los industriales habían visto con preocupación las 
medidas destinadas a ampliar y formalizar los derechos laborales. La Unión 
Industrial Argentina había sido intervenida en junio de 1946. Ese Perón 
emergente, que generaba recelo entre los empresarios, también era visto 
como un contrapeso de la izquierda, un exitoso expulsor de la influencia 
comunista en el movimiento obrero (Brennan, 2002). 

Lo cierto es que la relación del peronismo con el empresariado iría 
mutando con el correr de los años. Si el primer Perón proponía un 
arrollador avance de los derechos laborales y una lucha por el salario, en 
contraposición a una burguesía conservadora que pretendía congelar esa 
discusión, al tiempo ya ensayaba alianzas con sectores de la burguesía, en 
las que, en todo caso, el punto de ruptura se daba con la oligarquía agraria y 
el capital extranjero. Poco después, cuando la producción agraria cayó por 
una combinación de factores externos, climáticos y de política interna, 
Perón también abrazó la causa de la producción agropecuaria, al punto de 
señalar que el adversario quedaba supeditado exclusivamente al capital 
extranjero. Pero este aspecto se reformuló ante la necesidad de profundizar 
la industrialización y las dificultades para acceder a la tecnología por 
restricciones de divisas y tensiones geopolíticas. Ante ello, Perón impulsó un 
nuevo régimen de inversiones extranjeras y generó importantes 
negociaciones para radicar inversiones en el sector energético, automotriz y 
otros. 

¿Mutó aquel Perón que, tal como proponía la popular marcha de los 
muchachos peronistas, supo conquistar a la gran masa del pueblo 
“combatiendo al capital”? Antes bien, Perón construyó su poder a través de 
un juego de contrapesos con los poderes establecidos y negoció con ellos 
una vez que se fue consolidando, así como cuando las necesidades se lo 
impusieron. Este peronismo quedó enmarcado en un claro combate contra 
los abusos del capital y constituyó un proyecto alternativo al modelo 
agroexportador y a las indefiniciones y ambigiiedades que no llegaron a 
resolverse durante la década infame. 

Durante los primeros años del peronismo, el proyecto industrializador 
estuvo en gran medida subordinado al objetivo central: la redistribución del 
ingreso a favor de los trabajadores. Como veremos, los límites con los que 
rápidamente se topó esa primera experiencia peronista —a raíz de un 
profundo cambio en el escenario internacional combinado con una sequía 
que agravó la situación externa y redujo ingresos de exportación— operaron 
a favor de una mayor calibración entre la política productiva y los objetivos 
distributivos. A comienzos de los años cincuenta, nació el desarrollismo 
argentino encarnado en la figura de Perón, el segundo plan quinquenal y las 
nuevas políticas económicas. 


Perón 1949-1952: que el árbol no tape el bosque 


El peronismo clásico tiene un conjunto de narrativas que han tendido a 
afianzarse en el imaginario público y el debate político. Desde sectores 
antiperonistas, esta fue una etapa de grandes desbordes económicos 
originados en políticas expansivas, tanto en lo fiscal como en lo monetario, 
y en políticas redistributivas, que llevaron a fuertes alzas de la inflación y a 
liquidar los stocks acumulados durante el conflicto bélico mundial. Esos 
desequilibrios habrían sido la causa principal del deterioro político que 
desembocó en el golpe de Estado que finalmente derrocó a Perón en 1955. 

Por su parte, según otra visión que proviene de sectores del peronismo, el 
peronismo clásico fue un período caracterizado por grandes avances 
sociales, signados por una mayor inclusión laboral, mejoras en las 
condiciones y la legislación laboral, y el crecimiento del salario real de los 
trabajadores. La expansión del mercado interno y el desarrollo industrial, 
sumado a políticas redistributivas -sobre todo desde el sector agrario hacia 
el industrial- fueron los principales motores de esa dinámica expansiva, 
cuyo contrapeso vino por el lado del cambio de condiciones externas y 
problemas puntuales como la sequía de comienzos de los cincuenta, junto 
con la fuerte oposición de los sectores perjudicados por las políticas 
redistributivas. 

Ambas narrativas omiten la cronología y la secuencia que atravesó al 
peronismo clásico y pierden de vista numerosas transformaciones que 
transcurrieron durante dicho período. Es imposible analizar esa etapa sin 
atender a sus matices y cambios internos. Efectivamente, existe un primer 
momento, que ni siquiera fue el más extenso, aunque sí el más intenso, 
entre 1946 y 1948, en el que la expansión económica y el crecimiento del 
salario real fueron notables. A ello contribuyeron las políticas expansivas 
desde lo fiscal, lo monetario y el crédito: 


Muchos países con los que la Argentina era por una u otra razón 
comparable —Chile, Brasil, México, Colombia, Australia, Nueva 
Zelanda- se embarcaron por entonces en políticas de 
industrialización acelerada, nacionalización de servicios públicos y 
de algunas manufacturas, consolidación de políticas sociales. La 
Argentina tuvo todo eso, pero tuvo también el agregado de 
impresionantes políticas de reparto. En apenas tres años, los 
estratos sociales más sumergidos experimentaron la multiplicación 
en el poder de compra de sus ingresos y las clases medias 
accedieron a un conjunto de nuevos bienes que implicaron un salto 
de calidad en su confort. Esa fue la impronta del peronismo 


(Gerchunoff y Antúnez, 2002). 


Esta etapa llegó rápidamente a su fin. La combinación entre la acumulación 
de desequilibrios macroeconómicos y el cambio de condiciones 
internacionales (a raíz de la recuperación europea y una baja en la compra 
de alimentos de estos países, así como otros factores externos que 
analizaremos) condujo al peligroso combo de problemas de escasez de 
divisas y aumento de la inflación, que en 1950 llegó al 50% anual. 

Un aspecto menos nombrado en ambas narrativas es que Perón acusó el 
golpe e implementó cambios muy relevantes, tanto de equipos de gobierno 
como de políticas económicas. Y la otra omisión no menor es que esos 
cambios fueron en gran medida exitosos en tanto permitieron restablecer 
ciertos equilibrios macroeconómicos, calibrar un poco mejor las políticas 
industriales, prestar mayor atención a la situación del sector agropecuario y 
reducir la inflación. Contrariando cierto imaginario, que incluso es posible 
leer en algunos libros de historia, la inflación anual volvió a bajar a un 
dígito en los últimos años del peronismo clásico. Fueron los tiempos del 
reemplazo de Miguel Miranda por Alfredo Gómez Morales. 

Es cierto que el salario real se redujo en ese período, pero lo hizo desde un 
nivel muy alto en comparación al del inicio de la primera presidencia de 
Perón, de modo que se mantuvo en buena medida el nivel de vida de los 
trabajadores.[8] En esta etapa, Perón se propuso calibrar la política laboral 
trabajando la problemática de la productividad, la revisión de prácticas 
productivas y el establecimiento de acuerdos entre empresarios y 
trabajadores. Poco se habla de este período de mayor calibración, la 
búsqueda de una sintonía fina que, insistimos, tuvo resultados interesantes. 
No fueron los problemas económicos los que agudizaron las tensiones 
políticas que desembocaron en el golpe militar de 1955. 

En su caracterización del primer peronismo, Rougier va un poco más allá: 


Se sostiene que no hubo una directriz económica uniforme entre 
1946 y 1955, ni una estrategia de desarrollo de largo plazo que 
hiciera eje en algún sector productivo de manera consistente, de 
modo que no se identifica al peronismo con el industrialismo ni 
tampoco con el estatismo. La distribución del ingreso a favor de los 
trabajadores y el sostenimiento del empleo fueron las definiciones 
predominantes durante ese decenio, si bien sufrieron 
modificaciones de importancia. En consecuencia, tanto el primer y 
fugaz período hasta fines de 1948 como el segundo que se extendió 
hasta el derrocamiento del gobierno en 1955 son genuinas 
expresiones de la “política económica del peronismo”, aun cuando 
en los posteriores la memoria, el discurso y la construcción política 


privilegiará las referencias al período inicial, identificado como la 
cristalización de una idílica y “auténtica” economía peronista 
(Rougier, 2012: 15-16). 


En materia industrial, fueron tiempos de proyectos más específicos, como en 
la industria automotriz y de maquinaria agrícola. Si bien no se pudieron 
concretar los proyectos siderúrgicos, que recién entrarían en marcha en los 
años sesenta, sus bases fueron sembradas en esta etapa. 

¿Fue el plan económico de 1952 una reacción consciente, un giro 
pragmático? Mucho se ha debatido al respecto, lo cierto es que el escenario 
económico era gravoso y requería una reacción decisiva y determinante, sin 
demasiados grados de libertad. En vez de una tercera guerra mundial que 
Perón había visto como inevitable (y muchas señales de esos tiempos la 
indicaban como altamente probable), hubo paz europea y Plan Marshall, del 
cual la Argentina quedó desplazada. Los precios de las materias primas ya 
no garantizaban buenos ingresos por exportaciones y la sequía había 
agravado la situación. 

También es cierto que Perón lo pudo llevar adelante sin realizar un “giro 
ortodoxo”, sino combinando herramientas ortodoxas y heterodoxas y, sobre 
todo, con una gran capacidad comunicacional respecto de los objetivos del 
plan. Entre los aspectos ortodoxos, incorporó un ajuste fiscal consistente con 
la readecuación de la política monetaria, para reducir el financiamiento 
monetario del déficit fiscal y frenar la expansión crediticia identificada 
como una de las fuentes inflacionarias. Asimismo, se congelaron precios y 
salarios por dos años y se evitó una devaluación de la moneda, entendiendo 
que esta afectaría la política de reducción de la inflación (pero ya se habían 
producido correcciones cambiarias en 1949 y 1950). Desde lo productivo, se 
estimuló el sector agropecuario con créditos para recuperar la productividad 
y las exportaciones sectoriales. 


Los salarios de Perón, Menem, Néstor y Cristina 


La mejora del nivel de vida de los sectores trabajadores ha sido el tema 
crucial en los orígenes del peronismo y trascendental en su evolución 
posterior. Por este motivo, resulta de particular interés analizar lo ocurrido 
en diferentes gobiernos peronistas y entender el rol que ha tenido dicha 
variable, tanto en la acumulación de capacidades políticas y económicas, 
como en las dificultades macroeconómicas asociadas a la política salarial o, 
en un sentido más amplio, las políticas hacia el sector del trabajo. 


Lamentablemente no contamos con estadísticas confiables de largo plazo 
para analizar en profundidad lo ocurrido con los salarios en el país. Sí 
tenemos una serie de largo plazo que muestra la evolución histórica del 
salario real del sector industrial,[9] y que si bien no refleja acabadamente lo 
ocurrido con los salarios en toda la economía, oficia como un indicador 
razonable.[10] El gráfico 3.1 sintetiza los resultados obtenidos. 

Veamos, en primer término, la evolución salarial previa al peronismo. 
Partiendo de niveles relativamente bajos, el salario real tuvo -—con 
oscilaciones de corto plazo- una tendencia creciente entre fines del siglo XIX 
y 1930, período en el cual el salario real industrial creció a una tasa media 
del 2,1%. 

Un asalariado industrial recibió, en 2021, un pago mensual promedio de 
unos 88.000 pesos. Si tomamos esa referencia y descontamos la inflación, el 
asalariado industrial percibía en promedio una remuneración mensual de 
unos 29.000 pesos a fines del siglo XIX, tres veces menos que en 2021, 
mientras que su remuneración ascendió a unos 60.000 pesos en 1930 (32% 
menos que en 2021). 


Gráfico 3.1. Evolución histórica del salario real industrial de la Argentina, 
1882-2021 (en pesos constantes a precios de 2021) 
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Fuente: Elaboración propia, sobre la base de datos de Orlando Ferreres, Indec y Ministerio 
de Trabajo. 


Es interesante notar lo que ocurrió en la década de 1930, período de 
importantes transformaciones en el sector industrial argentino, como 


resultado de la virtual paralización del flujo mundial de comercio e 
inversiones que trajo la crisis internacional y que generó fuertes incentivos 
para el sector industrial, en función de la sustitución forzosa de muchas 
importaciones. Sin embargo, todo el crecimiento industrial de ese período 
tuvo lugar con un escenario de estabilidad de los salarios. En efecto, entre 
1930 y 1940 la producción industrial creció un 35%, a un ritmo promedio 
anual del 3%, pero el salario industrial de 1940 no era muy diferente al de 
1931. 

Con la expansión industrial de los años treinta, se incorporaron 
trabajadores masivamente al sector industrial: entre las mediciones censales 
de 1914 y 1935, la ocupación en la industria se multiplicó por 3,5 al 
incorporarse 332.000 personas al empleo industrial, y entre 1935 y 1947, el 
empleo manufacturero se multiplicó por 2,3, sumando 593.000 nuevos 
trabajadores a la industria, la cual superó el millón de ocupados en un país 
de dieciséis millones de habitantes.[11] 

La Argentina parecía vivir en los años treinta una suerte de “impulso 
lewisiano”[12] pero con dos particularidades: las de un país con una 
población relativamente baja y, como había anticipado Alejandro Bunge 
(1940), el gran analista de la economía argentina de principios del siglo XX, 
con la paradoja de un país agroexportador en el que la mayor parte de su 
población vivía en las ciudades, ocupándose en los servicios y la industria. 
Más que una situación estructural favorable a ese impulso lewisiano, existía 
un condicionante político que contenía el avance salarial. 

Dicha situación comenzó a modificarse con el ascenso de Perón al poder, 
primero como hombre fuerte del gobierno de Farrell, y luego en la 
presidencia. Tras la mencionada estabilidad de los años treinta, el salario 
real creció un 5,1% en 1943 y un 8,2% en 1944. Los siguientes dos años 
mostraron una reducción del salario real, en un escenario en el que el 
producto industrial continuó creciendo, tibiamente en 1945 pero nada 
menos que un 13% en 1946. 

Lo que vino a continuación fue el gran período de expansión peronista, 
uno de los procesos de mayor redistribución del ingreso de la Argentina 
contemporánea. En 1946, el salario real era apenas un 15% más alto que en 
1930, en un escenario donde el producto industrial prácticamente duplicaba 
al de 1930. Pero en 1947 el salario real de la industria creció un 21% y en 
1948, un 26%, acumulando nada menos que un 52% de crecimiento en solo 
dos años. 

Pocas dudas caben sobre la relevancia histórica de este momento 
fundacional del peronismo. A la consagración de los derechos sociales y la 
modernización de la legislación laboral (pago del sueldo anual 
complementario, vacaciones y otros) se sumaba un aumento vertiginoso del 
poder adquisitivo de los trabajadores. Pero la evolución posterior también 


rompe con varios de los mitos establecidos. Tras una leve suba en 1949, el 
salario real industrial sufrió tres años de caída, volvió a crecer en 1953 y 
1954 y a caer en 1955. En el último año de gobierno, los salarios 
industriales fueron un 9% más bajos que los de 1949, pero estaban un 34% 
por encima del inicio. 

En otras palabras, el gobierno de Perón estimuló un formidable ascenso de 
los salarios y luego convalidó un ajuste, pero, claro está, sobre un nivel 
relativamente alto en términos históricos. Para tener una dimensión más 
clara del fenómeno en cuestión, digamos que el salario de 1949 era de 
105.000 pesos de 2021, un 20% por encima de lo que ganaba un trabajador 
industrial promedio en 2021. Se trató de uno de los picos históricos, junto 
con 1974 (el máximo de la serie, 125.000 pesos de 2021) y 2013 (115.000 
pesos a precios de 2021). 

Si observamos las fechas, queda claro que para el peronismo el salario real 
es una variable fundamental. Veamos lo ocurrido durante los tres gobiernos 
peronistas que tuvieron períodos de gestión largos: el peronismo clásico, el 
menemato y el ciclo de gobiernos kirchneristas. El gráfico 3.2 presenta la 
evolución del salario a lo largo de los diferentes años de gobierno. 


Gráfico 3.2. Salario real industrial en tres momentos históricos del peronismo: 
1943-1955, 1989-1999 y 2003-2015 (en pesos constantes a precios de 2021) 
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Fuente: Elaboración propia, sobre la base de datos de Orlando Ferreres, Indec y Ministerio 
de Trabajo. 


Es posible apreciar puntos en común entre el peronismo clásico y el 


kirchnerismo, pero también claras señales de divergencia. Comparten el 
impulso inicial: ambos gobiernos promovieron el crecimiento en el salario 
real, más intenso en el peronismo clásico. También es importante señalar 
que el kirchnerismo inició su ciclo tras un largo período de ajuste salarial a 
la baja, mientras que el peronismo clásico comenzó tras un período de 
relativo estancamiento salarial. 

La diferencia central entre ambos fue la reacción ante la crisis y los 
problemas del sector externo. Mientras que el peronismo clásico actuó 
poniendo el foco en el ordenamiento macroeconómico y una mayor 
discusión sobre la productividad, el kirchnerismo —más aún en tiempos de 
CFK- persistió en la misma estrategia sin procurar un reordenamiento de los 
desequilibrios macroeconómicos, ni modificar, en lo sustancial, la estrategia 
productiva. 

¿Y el menemato? Las diferencias son muy evidentes: en los diez años y 
medio de gobierno de Carlos Menem el salario real estuvo virtualmente 
estancado y con tendencia a la baja en sus últimos años. Estas condiciones 
lo descalificarían como gobierno peronista. Pero cabe agregar (como 
veremos más adelante) que el gobierno de Menem tuvo otras medidas que 
procuraron estimular el consumo y la mejora de ingresos a partir de la 
fuerte reducción de la inflación y el crecimiento del crédito. 


Gráfico 3.3. Tasa anual de inflación en tres momentos históricos del peronismo: 
1946-1955, 1989-1999 y 2003-2015 
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Nota: Los valores del período 1989-1991 quedan fuera de escala debido al proceso 
hiperinflacionario. La inflación de 1989 fue del 4924%, la de 1990 ascendió al 1344%, 
mientras que en 1991 se redujo al 84%. 

Fuente: Elaboración propia, sobre la base de datos de Orlando Ferreres, Indec y Ministerio 


de Trabajo. 


Por último, el gráfico 3.3 ilustra la evolución de la tasa anual de inflación 
entre los tres períodos. Las comparaciones entre el peronismo clásico y el 
kirchnerismo son elocuentes: ambos tuvieron un fuerte impulso 
inflacionario inicial, pero Perón afrontó esta problemática y la redujo 
significativamente en sus últimos años de gobierno (a contrapelo de lo que 
plantea un mito muy extendido). El kirchnerismo no terminó de conformar 
una respuesta ante tal problemática y terminó su ciclo con una inflación 
siete veces más elevada que la que recibió. El menemato, por su parte, fue el 
gobierno de la resolución del problema inflacionario, pero su esquema 
finalizó con una larga y profunda recesión deflacionaria. 


La búsqueda 


¿Es posible encontrar en esta revisión del peronismo clásico algunos indicios 
que nos permitan congeniar la problemática del crecimiento, el equilibrio en 
el sector externo y los anhelos productivos y distributivos? 

En este primer recorrido hallamos algunos elementos interesantes para 
pensar el peronismo como solución, tanto de los problemas histórico- 
estructurales de la Argentina, como de los problemas que sus propias 
políticas generaron. Encontramos que, si bien es correcto plantear que las 
políticas redistributivas se hicieron a expensas de los equilibrios 
macroeconómicos, alterando la base de sustentabilidad de tales políticas, 
también es cierto que Perón encontró mecanismos para remediar esos 
desequilibrios y calibrar de manera más efectiva las políticas industriales. 

La imagen de lo que para muchos fue un gobierno desbordado por 
desequilibrios macroeconómicos, sin reacción frente a las necesidades que 
imponía la industrialización, no se corresponde en los hechos con la del 
Perón pragmático de entonces: un Perón que logró controlar la inflación, 
conservar salarios relativamente elevados, convocar a mesas de trabajo para 
mejorar la productividad y que amplió sus horizontes desarrollistas 
calibrando la política industrial y convocando también al capital extranjero, 
con mayores orientaciones de las que se observaron con posterioridad. 

Es interesante remarcar cómo, de manera paulatina, este Perón ha sido 
rescatado por la historiografía. Así podemos encontrar, en posiciones que 
parten de enfoques diferentes, puntos en común al respecto y un análisis 
más amplio y lúcido sobre la manera en que Perón procesó estos cambios: 


Perón fue audacia y cálculo, pero solo se convierte en 
“irresponsable” porque en el cálculo hay un error. Eso a cualquiera 
le pasa. Los errores son propios de un mundo incierto, y vaya si era 
incierto aquel mundo, aun para ese egresado brillante de la Escuela 
Superior de Guerra que se jactaba de conocerlo. Curiosamente, el 
error recién queda en completa evidencia para el estratega Perón el 
11 de abril de 1951, cuando Harry Truman destituyó al general 
Douglas MacArthur del mando en el frente coreano. MacArthur era 
el más popular vocero de la tercera guerra mundial en los Estados 
Unidos. Desde su mutis por el foro, se hizo cada día más probable 
que la guerra fría desplazara a la guerra caliente y el primer Perón 
quedara en off-side. Y quedó en off-side. 


[...] ¿qué hizo Perón cuando, bastante antes de las desventuras de 
MacArthur, quedó bloqueado el paraíso popular? Entre enero de 
1949 y noviembre de 1951, asolado por la escasez de dólares, se 
abocó [...] a un ajuste fiscal y monetario que revirtió parcialmente 
los desequilibrios macroeconómicos y al mismo tiempo corrigió 
moderadamente los precios relativos a favor del sector 
agropecuario. En ningún otro texto se cuenta esta historia mejor y 
más puntillosamente que en las actas reservadas del Consejo 
Económico Nacional. Ese fue el segundo Perón. Entre noviembre 
de 1951 -su reelección— y septiembre de 1955 -su caída—, emergió 
el tercer Perón, el de éxito más improbable, el que lanzó y ejecutó, 
en medio de la desconfianza de sus partidarios y de una crítica 
enconada y unánime de la oposición, un programa de 
estabilización y desarrollo, cortejando sin disimulo a los Estados 
Unidos y a la inversión extranjera. La palabra clave de ese 
programa ya no fue justicia social; las palabras claves fueron 
inversión y, sobre todo, productividad. Había acumulado poder 
político para ese acto de arrojo. El protodesarrollismo estaba 
naciendo. Era un protodesarrollismo a medio hornear. La 
aspiración de satisfacer aún más las demandas de justicia social y 
de consumo popular ya no estaría en el centro de la escena, pero, a 
diferencia de lo que iba a hacer Frondizi desde 1959, no podía ser 
sacrificada por completo (Gerchunoff, 2020). 


Por su parte, Rougier muestra también el pragmatismo de Perón al señalar 
su intención de invitar al capital extranjero, de expandir el crédito 
agropecuario, de dar mayor sostenibilidad a la estrategia salarial y 
distributiva, pero afirma que se había creado demasiados límites políticos 
para avanzar en esa estrategia. Por ello no resulta extraño que el golpe de 


1955 haya tenido más raíces políticas que caldo de cultivo en una crisis 
económica: 


Las múltiples respuestas que lúcidamente la conducción económica 
dio a los problemas coyunturales que a partir de 1949 sufrió la 
Argentina provocaban también variadas tensiones, principalmente 
de naturaleza política. Era posible orientar el crédito hacia el 
sector agropecuario para mejorar la oferta de los productores ante 
la escasez de divisas, pero no era posible restringirlo al sector 
industrial, en tanto no se contuviera la presión salarial, ni limitar 
las importaciones sin provocar la recesión y la respuesta airada de 
los empresarios. Era posible solo coyunturalmente resolver el 
problema del sector externo restringiendo el consumo de los 
sectores populares, pero en el largo plazo ello supondría desgajar 
las bases sustanciales de apoyo político. Era posible contener el 
proceso inflacionario estimulando el ahorro interno, pero este era 
insuficiente para sostener una política de desarrollo industrial 
asentada en las industrias de base y complejas, intensivas en 
capital. Era posible atraer al capital extranjero para completar la 
industrialización y resolver los problemas de divisas que aquejaban 
a la economía argentina; sin embargo, esta alternativa era difícil de 
justificar políticamente luego de haber levantado las banderas 
nacionalistas; ello se evidenció particularmente con los acuerdos, 
nunca refrendados por el Congreso, con la Standard Oil de 
California para la extracción de petróleo y que habrían de catalizar 
la oposición al gobierno y en definitiva contribuir a su 
derrocamiento en septiembre de 1955 (Rougier, 2012). 


Belini enfatiza cierta distancia entre el diagnóstico optimista de Perón, tras 
el éxito estabilizador del programa de 1952, y la visión del equipo 
económico (Grupo Económico -GE-) liderado por Gómez Morales respecto 
de los problemas del sector externo: 


A pesar del éxito de la cosecha de 1953, a mediados de ese mismo 
año el GE abandonaría la postura más optimista —como la 
expresada por Perón- al advertir que la rigidez del sector externo 
perduraría más allá de lo esperado. La esperanza de que una o dos 
cosechas permitieran atravesar la “pausa” en el desarrollo 
económico se había esfumado. De allí que las políticas de Gómez 
Morales acentuaran la administración del comercio exterior, 
postergaran la flexibilización del sistema de cambios, alentaran el 
aumento y la diversificación de las exportaciones, y condicionaran 


las inversiones de capital extranjero al “ahorro de divisas” y al 
equilibrio de la balanza de pagos. Nada de ello sería suficiente para 
superar el estrangulamiento externo, pero revelaría un diagnóstico 
sensiblemente más acertado que el que se ensayaría más adelante, 
en tiempos del desarrollismo de Arturo Frondizi, cuando se 
procedería a la liberalización del sector externo y del mercado 
cambiario, y la apertura indiscriminada a las empresas 
transnacionales, lo que terminaría por provocar en 1962 la crisis 
más severa de los ciclos de stop and go padecidos por la economía 
argentina (Belini, 2014). 


¿Los enconos políticos establecen límites para las concertaciones futuras en 
la Argentina? Podremos retomar esta discusión a la hora de interpretar el 
conflicto con el campo en 2008 y su impacto en los gobiernos de CFK, e 
incluso en el de Alberto Fernández. 

Retomando la pregunta inicial acerca de esta búsqueda, en la misma 
dirección, y como veremos más adelante, el gobierno de Néstor Kirchner 
mostró un prudente manejo macroeconómico, quizás entre los más 
prudentes no solo de los gobiernos peronistas, sino también de los no 
peronistas, al tiempo que logró congeniar esa prudencia macroeconómica 
con buenos resultados sociales y productivos. 

Cuando Perón se topó contra un escenario internacional que no estaba en 
sus cálculos, agravado por una sequía, recalculó y tuvo en Gómez Morales y 
una calibración de la política industrial y laboral una respuesta adecuada y 
relativamente exitosa. A ello se sumó una comunicación frontal acerca de 
las características y consecuencias de la crisis. En un sentido diferente, 
cuando CFK afrontó ese desafío llegó a destiempo, sin encontrar un camino 
análogo. Volveremos sobre este punto en el capítulo 5. 


[6] Gran parte de la institucionalidad que se desarrollaría durante la etapa de 
industrialización fue creada durante los años treinta. Sin embargo, el propósito 
central de los gobiernos de la denominada “década infame” no era promover la 
industrialización del país, sino afrontar lo que, para ellos, era una crisis pasajera, que 
no duraría mucho y que, tras su resolución, permitiría al país retomar el 
funcionamiento anterior. Parte de las medidas tenían por objetivo ofrecer soluciones 
a los productores agropecuarios, que vieron caer sus ventas a raíz de la abrupta caída 
del comercio internacional. El Plan Pinedo, de 1940, fue el primer intento de 
estructurar un esquema de política productiva pensando en un mundo que ya no 
retomaría la senda previa a 1930, y fue el último y tardío intento de estructurar un 
modelo alternativo por parte de los mismos sectores que venían gobernando en esos 
períodos. Sobre el Plan Pinedo, véase Llach (1984). 

[7] Emilio Ocampo publicó un reciente libro titulado El mito de la industrialización 
peronista, donde critica la ficción según la cual “Perón fue el padre de la industria 


argentina. El mito aparece en distintas versiones. La más benigna plantea que la 
industria que existió hasta 1945 no era una verdadera industria, ya sea por su menor 
peso relativo o niveles de empleo. Según la más extrema y fantasiosa, si no hubiera 
sido por Perón la Argentina hoy no tendría industria” (2020: 11-12). 
Llamativamente, Ocampo no cita en su libro un solo historiador o cientista social o 
estudio que afirme algo por el estilo, de modo que termina peleándose contra un 
mito inexistente. 

[8] Si bien hay pocos estudios al respecto, los datos agregados sobre la evolución 
salarial confirman esta aseveración. Belini (2014) agrega algunos matices al 
comparar estimaciones sobre presupuestos familiares y salarios medios de peones, 
oficiales y promedio industrial entre 1943 y 1953. Destaca así “el importante avance 
alcanzado en la posguerra, mostrando que, hacia 1949, los salarios de los peones casi 
alcanzaban para solventar el presupuesto familiar; en el caso de los oficiales, lo 
superaban en un 25%; mientras que el ingreso medio industrial lo superaba en un 
20%. A partir de entonces, se muestra el deterioro de la relación salarios/ 
presupuestos, que continúa hasta 1953 inclusive. Los obreros oficiales fueron los que 
más sufrieron los efectos de la inflación, lo cual es congruente con la afirmación de la 
tendencia al aplanamiento de la escala salarial durante el peronismo. Como en la 
década del treinta, ese déficit debió cubrirse con un segundo empleo y/o el ingreso 
de mujeres e hijos al mercado laboral [...]. Claro que la experiencia peronista no se 
limitó a la oportunidad temporaria de salarios más altos. Las políticas de bienestar, 
sanitarias y de seguridad social también contribuyeron a mejorar las condiciones de 
vida de los sectores populares. De todas formas, el cambio más trascendental del 
peronismo fue colocar a los sectores populares en un nuevo lugar en la sociedad, 
integrándolos como consumidores, pero también como ciudadanos”. 

[9] La serie presentada fue elaborada por el equipo de Orlando Ferreres (2010). 
Aprovecho la ocasión para agradecer el enorme trabajo que hicieron él y su equipo, 
referencia ineludible para cualquier interesado en estudiar la economía argentina con 
perspectiva histórica. Dicha serie abarca el período 1882-2009 y ha sido luego 
actualizada. Los años subsiguientes fueron estimados sobre la base de información 
del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y el Indec. 

[10] En años en los que es posible contar con estadísticas confiables sobre salarios en 
diferentes sectores, se observa una evolución similar entre el salario industrial y el 
del promedio de la economía. A modo de ejemplo, entre 1996 y 2021 el salario 
industrial del sector formal se ubica sistemáticamente por encima del promedio de 
los salarios formales que paga todo el sector privado, con brechas que oscilan entre el 
15 y el 22%. 

[11] Los datos pueden consultarse en Kulfas y Salles (2018), donde se presentó una 
homogeneización histórica de los censos industriales. 

[12] Arthur Lewis fue un economista caribeño que desarrolló su trabajo académico en 
Inglaterra y obtuvo el Premio Nobel de economía en 1979. Su modelo de desarrollo 
dual es conocido como el “modelo de Lewis” y establece que muchos países se 
industrializan sobre la base de una amplia oferta de mano de obra que se traslada 
desde el sector agrícola o informal hacia el industrial. Esta significativa oferta laboral 
excedente permite mantener los salarios estables, lo cual facilita la acumulación de 
capital y el crecimiento industrial manteniendo o incluso incrementando la 
rentabilidad sectorial por las ganancias de escala. Está claro que este tipo de 
esquemas aplican particularmente en países de mucha población y masivos traslados 
desde el campo a la ciudad. A modo de ejemplo, en Brasil, entre 1950 y 1980 un 
tercio de la población rural se trasladó a las ciudades (Panizza, 2003), proveyendo 


una oferta significativa de fuerza laboral a bajo costo. China tuvo también, en los 
orígenes de su reciente proceso de expansión económica, algo de impulso lewisiano. 
Como se podrá apreciar, estas situaciones estructurales en poco se asemejan a las de 
la Argentina. 


4. El eslabón perdido: ¿fue el menemato 
un gobierno peronista? 


Con el correr de los años, el menemato seguirá despertando nuevas 
controversias, adeptos y detractores. Sin embargo, no generaba esas 
polémicas hasta hace poco. Antes bien, existían algunos pocos adeptos, no 
desprovistos de cierta vergúenza que los inhibía de expresarse de manera 
pública, y mucha crítica descarnada. 

Las postales de la Argentina menemista, en particular en las grandes 
ciudades, en ámbitos universitarios y de la intelectualidad, fueron, 
fundamentalmente, las del rechazo. Llamativamente, parte de ese rechazo 
tuvo su origen en el mismo imaginario identitario del antiperonismo. Pese a 
haber sido Menem el presidente más liberal desde la crisis de 1930, su 
origen peronista y su praxis política lo ubicaban en la vereda de enfrente de 
muchos antiperonistas. Las diversas acusaciones de corrupción completaban 
ese cuadro. 

Rodríguez y Touzón (2021) fueron tal vez los primeros que, de manera 
reciente, se atrevieron a discutir sin prejuicios una etapa que todavía hoy 
genera recelos e incomodidad en el peronismo, sobre todo en el 
kirchnerismo. En la actualidad, sectores del liberalismo económico y la 
militancia libertaria han tomado las banderas del menemismo. 

¿Qué fue realmente el menemato? 


El menemismo y su tiempo 


Lo primero que debe hacerse al analizar a Menem es entender su tiempo. 
Hay momentos de la historia en los que se producen enormes 
transformaciones, con una velocidad e intensidad que resultan altamente 
trascendentes, que marcan cambios en la vida cotidiana de muchísimas 
personas de un modo inesperado. 1989 fue, sin dudas, uno de esos años. 
Desde finales de la Segunda Guerra Mundial y hasta 1989, vivíamos en un 
mundo “bipolar”[13] caracterizado por la presencia de dos grandes bloques: 
el occidental, capitalista (en sus diferentes formatos y variedades), con el 


claro liderazgo y preeminencia de los Estados Unidos, y el socialista/ 
soviético, liderado por la Unión Soviética. Ese mundo bipolar, emergente de 
la derrota del nazismo a manos de la URSS en el frente oriental y de los 
Estados Unidos en el occidental, parecía destinado a desembocar en una 
tercera guerra mundial, tal como en alguna ocasión imaginó Perón, pero, en 
cambio, dio lugar a la Guerra Fría. 

La Guerra Fría fue, por un lado, la sucesión de conflictos territorialmente 
acotados, pero con una clara influencia de la competencia bipolar. Dos 
fueron los episodios más conocidos: las guerras de Corea (1950-1953) y 
Vietnam (1955-1975), pero hubo muchísimos más. En América Latina, la 
revolución cubana, la aparición de organizaciones armadas, el alineamiento 
de Fidel Castro con la URSS y la revolución nicaragiiense también fueron 
una expresión de este conflicto. 

El mundo occidental desplegó un conjunto de reformas sociales, y lo que 
se conoció como “Estado de bienestar” estuvo allí presente para mostrarle al 
planeta que el capitalismo podía dar respuesta a las demandas de las 
mayorías, además de ofrecer democracia y competencia política. La URSS y 
sus países satélites mostraban un sorprendente avance productivo y 
tecnológico y la promesa de una sociedad igualitaria, sin pobreza y con 
“otra percepción” de las “libertades”. El denominado socialismo real, o 
socialismo realmente existente, mostraba otra cara y atraía anhelos que 
despertaban interés en ciertos sectores de la sociedad occidental. 

Los manuales de economía más tradicionales hablaban del funcionamiento 
de la economía de mercado, pero también hacían referencia al mundo 
socialista. El Premio Nobel Paul Samuelson pronosticaba que el PBI de la 
URSS superaría al de los Estados Unidos hacia finales del siglo XX (en 
sucesivas ediciones de sus clásicos manuales de economía fue cambiando las 
fechas, pero no el pronóstico). Y quienes estudiaban la carrera de Economía 
en la Universidad de Buenos Aires debían cursar una materia, Sistemas 
Económicos Comparados, en la que precisamente se analizaba tanto el 
funcionamiento del capitalismo y sus variedades, como el socialismo y el 
comunismo, y sus variantes, donde era posible aprender sobre la experiencia 
de Mao Tse Tung y la Yugoslavia del Mariscal Tito. 

Ese mundo se derrumbó abruptamente en 1989. La cronología fue tan 
breve como intensa. Si bien el proceso se inició en la Perestroika de Mijaíl 
Gorbachov, anunciada en 1985, nada hacía pensar en lo que sobrevendría 
cuatro años más tarde. En resumidas cuentas, en junio de 1989 fue Polonia 
el primer país en dar el paso, tras varias luchas encaradas por el sindicato 
Solidaridad, forzando elecciones parlamentarias a partir de las cuales el 
gobierno comunista perdería peso hasta desaparecer y transitar hacia el fin 
del régimen sobre fines de ese año y comienzos de 1990. En Hungría, se 
produjeron diferentes actos de resistencia, que culminaron con cambios 


parlamentarios y la derogación de la Constitución de 1949. 

Pero el hecho que terminó de detonar al bloque soviético fue la simbólica 
y emblemática caída del Muro de Berlín, esa vieja construcción que dividía 
a la Berlín occidental de la soviética, destinada a evitar la circulación desde 
la franja oriental hacia la occidental. El Muro cayó durante la noche del 9 
de noviembre de 1989, y el mundo terminó de ver que el derrumbe del 
bloque soviético era ya inevitable. Semanas después finalizó el gobierno 
comunista en Alemania oriental (la República Democrática de Alemania), al 
tiempo que, en octubre de 1990, se consagró la reunificación alemana. 

Los hechos de Polonia, Hungría y Alemania oriental no tardaron en 
estimular la revuelta en Checoslovaquia, que forzó la dimisión del líder 
comunista y el avance de líderes reformistas. En Bulgaria, la caída del Muro 
impulsó un golpe de Estado, lo que llevó a reformas por parte del nuevo 
gobierno. Tiempo después, en Rumania se dio una de las revueltas más 
sangrientas mediante una revolución civil que contó con el apoyo de las 
Fuerzas Armadas. En diciembre de 1989, tras varios días de violencia, fue 
derrocado Nicolae Ceausescu, el líder del gobierno comunista, quien huyó 
con su esposa, pero fueron apresados y ejecutados, tras semanas de cruentos 
enfrentamientos que dejaron más de dos mil muertos. 

Finalmente, meses después, la URSS se embarcaría en su propio proceso de 
disolución, el cual conduciría a la segregación del bloque soviético, la 
refundación de Rusia y la finalización de la era comunista. Entre marzo de 
1990 y diciembre de 1991, se concretaría la independencia de las quince 
repúblicas que conformaban la Unión Soviética. Más traumática fue la 
disolución de Yugoslavia, que dio lugar a sangrientos enfrentamientos en 
Bosnia y Kosovo. Una historia de cuarenta y cinco años daba un giro en 
pocos meses y tendría consecuencias durante toda esa década (algunas de 
esas secuelas continúan manifestándose en la actualidad). 

El fin del bloque soviético provocó numerosos efectos. Por una parte, 
implicó la plena unificación del mercado mundial bajo preceptos 
predominantemente capitalistas, salvo por unas pocas excepciones de bajo 
impacto y relevancia en la economía internacional (China ya había iniciado 
un pragmático giro hacia la construcción de una economía de mercado, con 
el viejo precepto de Deng Xiaoping, líder entre 1978 y 1989: “No importa 
que el gato sea blanco o negro mientras pueda cazar ratones”). La caída del 
comunismo significó también la reafirmación del capitalismo liberal- 
financiero, que propugnó el desarme de parte de las instituciones del Estado 
de bienestar: el capitalismo había triunfado, ya no necesitaría esas 
herramientas de artificio para competir contra las promesas del comunismo. 

En este clima de época, tuvo lugar el gobierno de Carlos Menem. Pero 
nótese que los episodios que estamos describiendo ocurrieron durante la 
segunda mitad de 1989, y, sobre todo, la caída del Muro de Berlín ocurrió 


hacia fines de ese año, es decir, unos meses después de haber asumido como 
presidente. Este detalle no es menor a la hora de analizar su viraje 
ideológico, el extraño y acelerado tránsito de un candidato que venía a 
reimplantar la ortodoxia peronista hacia otro que se consagró como el 
mayor exponente del liberalismo económico de los presidentes argentinos 
desde la crisis mundial de 1930. 

¿Qué llevó a Carlos Menem a derribar su propio Muro de Berlín? 


Entre el posibilismo y la sobreactuación 


En febrero de 1989, tuvo lugar una corrida cambiaria que derrumbaría al 
Plan Primavera (“fin de temporada”), el último intento del equipo de Juan 
V. Sourrouille por lograr cierta estabilidad económica que diera alguna 
chance al candidato radical, Eduardo Angeloz, de ser competitivo en las 
elecciones presidenciales de mayo de ese año. 

No fue nada sencillo aquel verano. Pocos días antes de la corrida, se había 
producido el ataque guerrillero al cuartel militar de La Tablada, en un 
confuso episodio protagonizado por un hasta ese momento poco conocido 
Movimiento Todos por la Patria, y la reaparición en el país de Enrique 
Gorriarán Merlo, uno de los jefes guerrilleros del disuelto Ejército 
Revolucionario del Pueblo, de mucho activismo entre fines de los sesenta e 
inicios de los setenta, y por entonces abocado a acciones de apoyo al 
gobierno nicaragiiense. [14] 

La economía crujía. El Plan Austral de 1985 había bajado 
considerablemente la inflación, lo que derivó en una inesperada 
reactivación de la economía que se extendió durante 1986 (año en que el 
PBI se expandió un 6,2%) y 1987 (con un crecimiento del 2,7%). El primer 
trimestre de 1988 mostró un alza del 4,9%, pero semejante expansión volvió 
a chocar, una vez más, con la escasez de divisas, lo que inició una etapa 
recesiva y de inestabilidad cambiaria. 

El Plan Primavera procuró estirar todo lo posible la precaria situación 
macroeconómica, evitando el aumento inflacionario y racionando el acceso 
al mercado de cambios. La escasez de divisas y la fuerte presión especulativa 
llevaron a liberar el mercado de cambios en febrero de 1989 y, con ello, a 
una aceleración en la suba del dólar. En los inicios del Plan Austral, un 
dólar cotizaba a 80 centavos de austral, valor que se mantuvo estable 
durante un año. A fines de 1988, era de 16,4 australes, y tras la corrida de 
febrero había alcanzado los 48 australes, que treparon a 79 australes en 
abril, 225 australes en mayo (el mes de las elecciones presidenciales) y 540 


australes en junio (el mes previo al recambio presidencial). 

Semejante inestabilidad cambiaria se tradujo en un estallido 
hiperinflacionario que hizo eclosión en abril de 1989, con picos de violencia 
y saqueos en supermercados, acelerando la inflación hacia junio y julio. La 
inflación había orillado el 30% mensual antes de la puesta en marcha del 
Plan Primavera y, tras su implementación, se redujo significativamente. 
Pero la corrida cambiaria iniciada en febrero alteró por completo esta 
situación. En marzo de 1989, la inflación alcanzó el 17%, en abril, el 33%, 
en mayo, el 79%, en junio escaló al 115% y en julio llegó al histórico récord 
de 197%. Quienes lean estos números con ojos del presente pensarán que 
estamos hablando de la inflación anual, pero no es el caso: las variaciones 
señaladas reflejan las alzas del nivel general de precios en un solo mes. La 
inflación de alimentos fue incluso un poco más alta que lo que se refleja en 
el nivel general. 

Son muchos los episodios anecdóticos de esos tiempos. Un sábado, un local 
de una cadena grande de supermercados estaba atestado de gente, porque 
mientras la inflación se aceleraba día a día, tener dinero en el bolsillo 
tornaba imperiosa la adquisición de alimentos y artículos básicos. Mientras 
las personas llenaban sus carritos, se anunciaba por el altavoz que los 
precios de todos los productos en góndolas habían sufrido un aumento del 
30%. Los precios no podían mantenerse estables ni por unas pocas horas. 

La hiperinflación estalló en las postrimerías del gobierno de Alfonsín, y fue 
un duro golpe a su gobierno y a su partido, que ya no pudo volver a tener el 
peso específico de antaño y no tuvo chances de ser electoralmente 
competitivo sin recurrir a alianzas con otras fuerzas políticas. Pero también 
estalló ante los ojos de Carlos Menem. La campaña electoral de 1989 estuvo 
signada por esta coyuntura. El gobierno había tomado la decisión de 
adelantar las elecciones presidenciales -que en 1983 habían tenido lugar en 
octubre- para mayo de 1989, justamente para poder llegar con un escenario 
económico presentable al electorado. Vale remarcar y recordar: los sucesos 
internacionales antes descriptos todavía no habían sucedido, ni había 
indicios de que fueran a ocurrir, menos aún con la intensidad con que lo 
harían. 

El debate político en esos álgidos tiempos encontraba tanto al candidato 
radical, Eduardo Angeloz, como a la tercera fuerza en disputa, la Unión del 
Centro Democrático, liderada por Álvaro Alsogaray, como exponentes de las 
respuestas liberales a los problemas económicos del país. Ello abarcaba 
tanto a la problemática de la inflación como al planteo de reformas 
estructurales de mayor alcance, tendientes a desregular el funcionamiento 
económico y reducir el peso del Estado, también mediante la privatización 
de las empresas estatales, centradas sobre todo en los servicios públicos 
(electricidad, gas, agua, telecomunicaciones y transporte), la energía (YPF) 


y, en menor medida, el sector industrial (siderurgia y petroquímica). 

Esta agenda había atravesado a todo el gobierno de Alfonsín, impulsada 
tanto desde ciertos sectores de los medios de comunicación (con Tiempo 
Nuevo, el emblemático programa televisivo político de Bernardo Neustadt, a 
la cabeza) y el activismo de Alsogaray. Fue este último, con un estilo menos 
estridente, quien asumiría el recetario antiestatista que hoy encarnan los 
libertarios. El propio Eduardo Angeloz comenzaría a tomar esa agenda 
apenas lanzada su candidatura presidencial. 

Cabe recordar que el gobierno de Alfonsín había propuesto un conjunto 
acotado de privatizaciones sobre finales de 1987, en particular con la 
incorporación de socios privados internacionales en Aerolíneas Argentinas y 
en la telefónica Empresa Nacional de Telecomunicaciones (Entel). Si bien 
hubo algunos avances, la iniciativa no se concretó por la oposición del 
peronismo, sobre todo del menemismo, encarnado en la figura del senador 
Eduardo Menem, hermano de Carlos. 

La campaña electoral de Carlos Menem estuvo basada en su carisma y en 
un discurso apuntalado en principios generales tradicionales del peronismo, 
sin mayores precisiones. “Salariazo” y “revolución productiva” fueron los 
ejes más destacados. Desde el equipo económico del radicalismo, se señaló a 
Menem como parte responsable de la debacle económica que se iniciara en 
febrero de 1989. Según señalaron, Domingo Cavallo, un economista que 
integraba los equipos del candidato, habría mencionado a fines de 1988 
ante inversores de Wall Street que, una vez en el gobierno, desconocerían 
los préstamos que le habían otorgado al gobierno de Alfonsín, algo que el 
propio Cavallo negó.[15] 

Pasando en limpio, había varios elementos inobjetables a la vista: el 
deterioro de la situación macroeconómica, el rechazo que generaba Menem 
en diferentes sectores del mundo financiero (y también en vastos sectores 
del empresariado) y la comunión de sectores políticos, económicos, 
mediáticos y financieros en torno a una agenda de reformas económicas 
liberales. “Angeloz o el abismo”, expresaba un spot publicitario de la época. 
La campaña del miedo hacia Menem se había extendido, aunque sin 
demasiado éxito a la luz de la reacción efectiva del electorado. 

El 14 de mayo de 1989 se realizaron las elecciones, y la fórmula Menem- 
Duhalde obtuvo el 47,5% de los votos, asegurándose la mayoría en el 
Colegio Electoral (en esos tiempos, la elección presidencial era indirecta). 
Allí se abrió un extraño compás de espera en un clima político enrarecido. 
Faltaban aún casi siete meses para el recambio presidencial y la situación 
económica, tal como describimos, empeoraba semana a semana. Ante la 
gravedad de aquel escenario, se inició entonces una negociación para 
anticipar la fecha de asunción de Menem. El entonces ministro de Economía, 
Juan Carlos Pugliese, quien había reemplazado a Sourrouille a fines de 


marzo, presentó su renuncia poco después de la elección presidencial, con 
solo cincuenta y dos días de gestión. 

Si bien las primeras negociaciones no prosperaron y Alfonsín llegó incluso 
a anunciar un plan que llevaría adelante hasta el mes de diciembre, la 
debilidad política ante el abismo económico de la hiperinflación y su 
impacto social lo empujaron a negociar la entrega anticipada del poder, que 
finalmente ocurrió el 8 de julio. 

No se conocen demasiados detalles sobre la manera en que Menem 
procesó, en su intimidad y con su entorno, la crítica situación y los motivos 
que lo llevaron al inesperado viraje conceptual, ideológico y de acciones con 
las que inició su gobierno. A la distancia, diría en más de una ocasión que el 
mundo estaba cambiando, pero —como ya señalamos— ninguno de los 
trascendentales sucesos que pusieron fin al mundo “bipolar” se había 
desencadenado todavía. 

Julio Bárbaro, un dirigente peronista de la Ciudad de Buenos Aires que 
luego acompañaría durante dos años al riojano como secretario de Cultura, 
acercó a Menem a los equipos técnicos de Bunge €: Born, ese gran 
conglomerado mundial agroindustrial, con base en la Argentina, fundado a 
fines del siglo XIX. La idea supuestamente emulaba la afinidad de Perón con 
ciertos empresarios nacionales. Bunge €: Born vendría a ser el émulo de 
Miguel Miranda, “el zar de las finanzas”, ese hábil hombre de negocios que, 
como ya comentamos, sedujo a Perón y marcó la gestión económica del 
período de auge, entre 1946 y 1948. Se trató de un verdadero salto 
imaginativo, al comparar a un empresario nacional más cercano a la viveza 
criolla que a un símbolo de aquello que para el peronismo clásico estaba 
más asociada a la vieja oligarquía. 

Lo cierto es que pocos días antes de su asunción, Menem anunciaba un 
notable viraje ideológico y conceptual. Su plan económico sería elaborado e 
implementado por Bunge € Born, quien puso a disposición sus cuadros 
técnicos, de modo que su vicepresidente ejecutivo, Miguel Ángel Roig, 
asumiría como ministro de Economía.[16] Más aún: anunció que sumaría a 
Álvaro Alsogaray como asesor económico y también ofreció a Angeloz 
incorporarse al gobierno, quien rechazó el ofrecimiento. “Nuestra doctrina 
no puede ser una cárcel que nos haga prisioneros”, expresaría Menem en un 
encuentro del PJ en la provincia de Mendoza el 17 de noviembre de 1989 
(citado en Perochena, 2021). 

Lo que vino a continuación fue un verdadero vendaval de reformas 
económicas entre inicios del gobierno y 1991. Primero, las leyes de 
Emergencia Económica y Reforma del Estado, que dispusieron una amplia 
desregulación de la economía, la eliminación de muchas instituciones que se 
habían fundado desde la crisis de 1930, y la privatización de la casi 
totalidad de las empresas estatales (excepto las centrales nucleares, por las 


que no había interesados, y el Banco Nación). 

“Nada de lo que pueda ser gestionado por el sector privado quedará en 
manos del Estado”, decía el entonces ministro de Obras Públicas, José 
Roberto Dromi, ideólogo del plan de reforma del Estado e importante 
catedrático de derecho administrativo en el país. 

A esta política se sumó la apertura de la economía, con una fuerte 
reducción de aranceles y derechos de importación y exportación, y una 
amplia apertura al capital privado de la actividad energética y minera, dos 
sectores que, a través de diferentes regulaciones, habían quedado vedados o 
semivedados para el capital privado, desde el peronismo clásico en adelante. 
Finalmente, tras el fracaso del Plan Bunge €: Born, medidas drásticas como 
el Plan Bonex de fines de 1989 (un canje compulsivo de depósitos a plazo 
fijo por bonos del gobierno) y una segunda hiperinflación en 1990 (con un 
pico inflacionario del 96% en marzo). Hacia el fin del primer trimestre de 
1991, ya con Domingo Cavallo al frente del Ministerio de Economía, llegaría 
el Plan de Convertibilidad y, con ello, la fuerte reducción de la inflación y la 
estabilización de la economía. 

Menem no solo impulsó esta agenda de reformas, sino que abrazó este 
ideario liberal y consagró este viraje anunciando un férreo alineamiento con 
los Estados Unidos, lo cual fue también un hecho llamativo tras haberse 
presentado como una suerte de líder tercermundista, con amistades en el 
nacionalismo árabe. 

¿Fue este viraje inevitable? ¿Cualquiera en su lugar, incluso el mismísimo 
Juan Domingo Perón, hubiera hecho lo mismo? ¿Era necesaria tamaña 
sobreactuación? ¿El escenario internacional forzó los hechos? 

Hay al menos tres dimensiones que vale la pena analizar para responder 
estas preguntas. La primera tiene que ver con el panorama regional y los 
signos de agotamiento tras las grandes dificultades económicas que afrontó 
la Argentina desde el último gobierno militar y la tortuosa situación de la 
década de 1980. Por una parte, es evidente que se dio un fenómeno 
regional: casi todos los países de América Latina experimentaron reformas 
promercado en los años del menemato. Chile, incluso, había comenzado 
antes con este cambio de rumbo. Muchos países pasaron por procesos 
hiperinflacionarios, como Bolivia y Brasil, y también pusieron especial 
énfasis en su efectiva resolución. Pero no todos tuvieron la misma 
intensidad en las reformas ni sobrerreaccionaron como lo hizo Menem. A 
modo de ejemplo, mientras el gobierno argentino definía privatizar todas las 
empresas públicas, Chile siguió conservando la propiedad estatal de 
Codelco, la gran empresa minera que continúa hasta el día de hoy en esa 
misma situación, mientras que Brasil, México y Venezuela hicieron lo propio 
con sus empresas petroleras, Petrobras, Pemex y Pdvsa respectivamente. [17] 

Fue evidente que, una vez tomada la decisión del viraje, Menem debía 


sobreactuar para obtener la credibilidad ante el mundo financiero y 
empresario que su pasado reciente y su discurso electoral le cercenaban. Las 
reformas fueron tan intensas y profundas que José A. Martínez de Hoz 
(1991), el ministro de Economía de los primeros cinco años de la última 
dictadura militar, las reivindicó en su libro 15 años después, en el que repasa 
su gestión y señala que las tareas sobre las que no pudo avanzar o finalizar 
quedaron debidamente resueltas en esos primeros dos años de menemato. 

La segunda pregunta tiene un conjunto de respuestas un poco más difusas, 
además de plantear un ejercicio contrafáctico de difícil resolución. Sabemos 
que Perón fue un político reconocidamente pragmático, que con aciertos y 
errores leía el cambiante escenario internacional y realizó numerosas 
adaptaciones, tanto en sus políticas como en su discurso. Ya hablamos de las 
relevantes mutaciones que implementó entre 1949 y 1952. Algo similar 
ocurrió con su discurso: al principio, el eje era la contraposición entre los 
trabajadores y “el capital”, luego hubo una clara distinción entre el capital 
nacional, industrial y comercial, pero un rechazo al capital agrario 
“oligárquico”. Años después, diría que el problema no era el empresario 
agrario, sino solo el de origen extranjero. Y, finalmente, poco después, 
anunciaría una ley de inversión extranjera y acuerdos con empresas 
transnacionales. Pero en todo este recorrido, el eje continuó siendo el 
mismo: dirigir un proceso de desarrollo económico centrado en mejorar el 
nivel de vida de los trabajadores. Cuando la holgura externa y financiera lo 
hizo posible, pudo prescindir del apoyo de aquellos sectores. Cuando la 
situación se complicó y necesitó importar tecnología e insumos energéticos 
y expandir la producción primaria, no dudó en acercarse a ellos. Se trató de 
giros pragmáticos dentro de un mismo proyecto y un mismo rumbo, más “a 
la Deng Xiaoping”. 

El viraje de Menem fue muy diferente. Implementó reformas de un signo 
ideológico que, históricamente, el peronismo había rechazado. Hay un 
punto en el que el gobierno de Menem fue sin duda un gobierno peronista: 
la intensidad en el ejercicio del poder. Al igual que Perón, pero en sentido 
opuesto, en muy poco tiempo Menem implementó un conjunto de reformas 
que determinados sectores de la vida económica y política habían reclamado 
durante décadas. 

El menemato trajo tres grandes consecuencias económicas para el país. 
Fue, por una parte, un período de grandes transformaciones estructurales, 
con nuevas centralidades emergentes: las empresas privatizadas de servicios 
públicos, el petróleo, el crecimiento de los servicios y la banca 
internacional, la reestructuración y la pérdida de densidad productiva y 
tecnológica del sector industrial, la aparición de la gran minería metalífera y 
la transformación del campo a partir de las nuevas tecnologías con la 
siembra directa y la soja transgénica. Estas transformaciones modificaron la 


estructura económica del país y tuvieron, en conjunción con el régimen 
macroeconómico, un significativo impacto social, signado por las subas del 
desempleo a niveles desconocidos para la Argentina, de la pobreza y de la 
desigualdad. El elevado desempleo y subempleo constituyeron una gran 
reforma estructural cuyas consecuencias perduran hasta el presente y 
condicionan las políticas, a pesar de los períodos en los que fue posible crear 
mucho empleo. 

Claro está, el menemato y sus defensores atribuían estas consecuencias a la 
acelerada “modernización” del país, y les endilgaban un efecto pasajero. 
Responsabilizaban también a la menor velocidad de adaptación social a esas 
transformaciones, una manera de culpabilizar a las víctimas: “No hay 
trabajo para quienes no tengan el nivel de formación acorde con la 
modernización de la economía”. La evidencia no apoya este tipo de 
argumentos: a fines de los noventa, la calificación promedio requerida en los 
puestos de trabajo era relativamente inferior a los de fines de la década 
previa, y se observaba una proporción relevante de puestos de trabajo de 
baja o media calificación ocupada por profesionales con formación 
universitaria (Kulfas y Ramos, 1999). 

La segunda gran consecuencia del menemato fue la consolidación de una 
pauta de consumo fuertemente internacionalizada y extendida en diferentes 
capas de la clase media. Aquello que la Argentina vio incipientemente 
reflejado en los tiempos de la denominada “plata dulce”, en el auge de la 
dictadura y la gestión económica de Martínez de Hoz, se expandió una vez 
estabilizada la economía. Con el fin de la era de inflación alta, se reactivó la 
economía, se recuperó el consumo, volvió el crédito —tanto personal como 
productivo y para la vivienda-, hubo mayor circulación del ahorro y se 
canalizó hacia la inversión. La Convertibilidad y la apreciación cambiaria 
abarataron los bienes importados y el turismo. Este combo, junto con las 
consecuencias sociales ya planteadas, llevaron a una segmentación 
particular de la sociedad, donde convivían una clase media enriquecida y de 
alto poder adquisitivo (potenciada más aún por la reaparición del crédito, 
integrada por los segmentos ganadores del modelo), y otro sector de clase 
media empobrecida (engrosada por el creciente desempleo y los sectores 
perdedores del menemismo). Para los primeros, fue una época dorada de 
estabilidad, que implicó mejoras en el poder adquisitivo o ganancias y 
acceso a bienes y servicios de calidad internacional; para los segundos, fue 
un verdadero infierno de declinación y empobrecimiento. Como señala 
Rodríguez (2021): “Si el peronismo clásico alimentó la homogeneidad de la 
clase obrera, el peronismo de Menem consolidó su fragmentación”. 

La tercera consecuencia fue la larga crisis de la Convertibilidad, que se 
inició en el segundo semestre de 1998, último año del segundo mandato de 
Menem. Es necesario interpretar el sentido histórico de la Convertibilidad, 


más aún tras los feroces efectos de los episodios hiperinflacionarios de 1989 
y 1990. La Convertibilidad fue un exitoso programa de estabilización 
económica. Mucho se ha discutido, y con razón, sobre las falencias de origen 
de ese plan, que inició con un tipo de cambio real apreciado y sin válvulas 
de escape. Pero discutir estas cuestiones sin comprender las graves 
circunstancias del período histórico que precedió a su implementación 
puede ser un ejercicio académico interesante, pero de poco valor para 
comprender la política de aquellos tiempos. Era entonces imperioso 
contener los desbordes inflacionarios, y la Convertibilidad lo logró tras años 
de alta inflación y dos episodios hiperinflacionarios. 

Pero, como suele ocurrir en la historia reciente, cuando una política 
pública obtiene resultados positivos y socialmente valorados (como sin duda 
lo fue la estabilización de los precios), la dirigencia que los impulsa y parte 
de la oposición terminan abrazando esos logros, a pesar incluso de que 
queden en evidencia las limitaciones y la necesidad de modificar o calibrar 
esas políticas. La Convertibilidad fue un exitoso programa de estabilización, 
pero también un deficiente régimen macroeconómico, rígido, con poco 
margen para afrontar crisis externas (y hubo nada menos que dos en esos 
tiempos: la crisis del Tequila, en 1995, y la asiática, en 1998) y con un sesgo 
antiindustrial. 

Fueron pocos quienes se animaron a cuestionar públicamente este modelo 
y señalar sus falencias. En los albores de la campaña presidencial de 1999, y 
con la crisis recesiva y deflacionaria ya iniciada, los tres candidatos y sus 
referentes económicos anunciaron que sostendrían la Convertibilidad. En 
algún momento de la campaña, Duhalde señaló que era un modelo agotado, 
pero rápidamente dio marcha atrás sobre sus propias declaraciones. El 
propio Domingo Cavallo, en su regreso al Ministerio de Economía en marzo 
de 2001, señaló que la Convertibilidad debía modificarse reemplazando la 
paridad del dólar con un nuevo régimen basado en una canasta de monedas. 
Los motivos que esgrimía estaban presentes mucho antes de aquel período. 
Sin embargo, nunca explicó por qué no impulsó un cambio de régimen en 
1993 o en 1995.[18] 

Finalmente, la Convertibilidad terminó de morir a fines de 2001, pero 
nadie se atrevió a ser su verdugo. No lo hizo Fernando de la Rúa, cuando 
Cavallo implantó el “corralito” y suspendió “temporalmente” la libre 
convertibilidad del peso con el dólar.[19] Tampoco ninguno de los primeros 
tres presidentes que lo sucedieron en lo inmediato. No lo hizo Ramón 
Puerta, presidente del Senado, que renunció a las pocas horas para forzar a 
la Asamblea Legislativa a la designación de Adolfo Rodríguez Saá como 
nuevo presidente. Ni Rodríguez Saá, quien en sus breves siete días de 
gobierno no realizó ningún anuncio al respecto. Menos aún Dante Camaño, 
que fue presidente por un par de días. Tras esta seguidilla, asumió el poder 


Eduardo Duhalde y se remitió al Congreso una legislación que formalizaba, 
en los hechos, el fin de la Convertibilidad, es decir, el final de algo que ya 
no existía y no tenía chances de regresar, al menos no en el corto plazo: la 
situación financiera estaba completamente desbordada y no había 
posibilidad de sostener la paridad cambiaria y la libre convertibilidad. 


¿Qué podemos rescatar del menemato? 


Los hechos descriptos dejan a las claras una constatación difícilmente 
discutible: el menemato fue un largo período de gobierno peronista en 
términos del férreo ejercicio del poder, pero alejado del peronismo en 
cuanto a sus principios y objetivos. No por ello deja de ser relevante 
analizar en qué aspectos el menemato deja enseñanzas para pensar la 
política y el peronismo en los tiempos que se avecinan. 

El aspecto más importante es el de la estabilización de la economía. Existe 
un precepto que señala que los planes de estabilización son profundamente 
recesivos y sus costos se distribuyen de manera desigual. Sin embargo, la 
Convertibilidad tuvo un resultado diferente en el corto y mediano plazo. 
Algo similar había reflejado el Plan Austral en los dos años que sucedieron a 
su exitosa implementación. 

La estabilización es expansiva. Mejora las expectativas, restablece circuitos 
de producción y de consumo, viabiliza la reaparición y la expansión del 
crédito y extiende sus plazos de repago, moviliza ahorros, genera nuevas 
oportunidades de inversión, permite la planificación de nuevos proyectos y, 
sin duda, mejora el humor social y la planificación de la vida familiar. 

Las consecuencias de la larga crisis de la Convertibilidad empañaron estos 
logros, mientras se naturalizaba la vida bajo un régimen de muy baja 
inflación. Cuando la inflación reapareció, primero tibiamente en 2005, y 
luego con más fuerza y persistencia a partir de 2007, no fueron muchos los 
que alzaron su voz con preocupación. Una vez que el problema volvió a 
instalarse, quedó también claro lo difícil que es resolverlo. Tanto Macri 
como Alberto Fernández pudieron vivir estas consecuencias en carne propia: 
el primero, por la banalidad con que afrontó el problema, al punto de 
caracterizarlo como algo sencillo de resolver; el segundo, por la fragilidad 
de origen y el agravamiento de las condiciones que trajeron consigo la 
pandemia y luego la guerra en Ucrania. 

De la Convertibilidad es posible aprender tanto lo importante que es lograr 
una baja perdurable de la inflación, como la necesidad de darle consistencia 
macroeconómica y calibración al programa antiinflacionario. En este 


sentido, es posible extraer lecciones de sus aspectos positivos, así como de 
las claras falencias que tuvo para que esa estabilización pudiera ser 
compatible con un programa de crecimiento y desarrollo productivo 
sostenible. Sin duda, la actual situación económica del país llevará a quienes 
tengan a su cargo la gestión de la economía a plantear imperiosamente un 
programa de estabilización. La experiencia de la Convertibilidad debería ser 
un buen aprendizaje para comprender tanto los beneficios de derrotar la 
inflación como los costos de un programa sin un adecuado abordaje de la 
economía real, los impactos industriales, sociales y distributivos. En otras 
palabras, estabilizar sin programa productivo es fabricar un avión que 
volará a muy baja altura. 

En cuanto a las reformas económicas implementadas, es poco lo que puede 
rescatarse. La sobreactuación, la falta de pragmatismo y el apuro hicieron 
que la Argentina fuera el “mejor alumno del Consenso de Washington” en 
cuanto a la velocidad con que se implementaron reformas, y uno de los 
peores en cuanto a resultados. Imaginemos, por un momento, lo que hubiese 
significado para el país haber conservado la propiedad pública de YPF, o 
bien un esquema mixto con una relevante incidencia estatal, después de 
2005, cuando se inició el ciclo de precios altos de los hidrocarburos. Tal vez 
se hubiese evitado el declino productivo del sector y, con ello, una de las 
causas (no la única, por cierto) del desbalance externo que se desplegó y 
amplificó a partir de 2011. Muchas privatizaciones podían tener un sentido 
pragmático muy lógico, como el caso de la telefonía, por años estancada en 
sus niveles de inversión. Pero ello no justificaba muchos de los marcos 
regulatorios establecidos, que consagraron regímenes monopólicos y rentas 
extraordinarias de manera en buena medida espuria (Abeles, Forcinito y 
Schorr, 2001). 

Hay, no obstante, un punto para destacar. Las reformas en los sectores 
petrolero y minero favorecieron la inversión privada, lo cual permitió, en el 
caso del petróleo, el autoabastecimiento, y en el de la minería, el inicio de 
una gran inversión en minería metalífera. Son dos sectores en los que la 
Argentina había tenido trayectorias erráticas. En petróleo, por ejemplo, se 
dio una alternancia entre visiones nacionalistas y breves interregnos de 
apertura al capital privado. Esta indefinición llevó recurrentemente a que el 
sector energético se convirtiera en una restricción severa al desarrollo del 
país, con muchos momentos en que el crecimiento económico estuvo 
limitado por la necesidad de incrementar las importaciones energéticas, ante 
la falta de respuesta de la producción energética nacional. Restricción 
externa y restricción energética son dos fenómenos que han estado 
indisolublemente asociados. 

También es cierto que el modelo energético del menemato fue muy eficaz 
en estimular la explotación de las reservas petroleras descubiertas por la 


YPF estatal en las décadas previas, pero poco eficiente en aumentar la 
cantidad de reservas. El capital petrolero se fue consumiendo en esos años 
sin incentivos adecuados para la exploración, es decir, de una manera no 
sostenible. De ahí que, cuando la economía apenas empezó a reactivarse tras 
la larga crisis de la Convertibilidad, la crisis energética se hizo presente. 
También es reprochable la falta de una política industrial que fortaleciera el 
papel de los proveedores industriales y de servicios en el sector energético, 
que en ocasiones fueron barridos por las políticas de compras globales de las 
firmas transnacionales, a raíz de las cuales incrementaron la importación de 
insumos y equipos. La fe en el mercado se traducía, en aquellos tiempos, en 
una vieja frase que sostenía que la mejor política industrial era no tener 
política industrial. Tan grave como eso fue la pérdida de numerosos 
proveedores de las empresas de servicios públicos, que fueron reemplazados 
por políticas de compras globales implementadas por los nuevos 
concesionarios de las empresas privatizadas que incrementaron 
innecesariamente las importaciones ante la pasividad y beneplácito de los 
gestores de política. 

En el caso de la minería, la Argentina llegaba a fines del siglo XX como 
una de las últimas fronteras mineras del mundo, uno de los pocos países con 
potencial probado en oro, cobre, plata, litio y otros metales, pero casi sin 
explotación. La inversión minera llegó de la mano de nuevas tecnologías de 
extracción, con mayor intensidad de capital, que implicaban muchísimo 
menor riesgo para el trabajador minero pero un uso masivo de productos 
químicos, lo que puso en alerta a los sectores ambientalistas. Estos riesgos 
son administrables, y la implementación de buenas prácticas productivas 
pueden evitar los numerosos sucesos ambientales que padecieron y padecen 
países vecinos donde la minería se desarrolló con mucha antelación y sobre 
la base de métodos mucho más precarios e inseguros. 

Los regímenes para la explotación en escala de hidrocarburos y minería 
metalífera son dos elementos muy relevantes para las necesidades de la 
economía argentina en los próximos años. Una mejor regulación que 
estimule las inversiones, junto con políticas industriales de desarrollo de 
proveedores, son también aprendizajes de esta etapa que, debidamente 
calibrados, pueden ser tomados en consideración. 

El nacionalismo petrolero y minero, desprovistos de volumen financiero y 
musculatura de gestión, son un verdadero problema: pocas cosas resultan 
menos productivas y más contraproducentes para el país que verse en la 
obligación de importar energía para abastecer el crecimiento industrial y el 
desarrollo social. Algo similar se puede señalar respecto de la contribución a 
la estabilidad macroeconómica que genera una minería pujante. Discutamos 
cómo construir las regulaciones para esos modelos, pero permitámonos 
acordar que no hay nada más absurdo que mantener una riqueza natural 


guardada en el subsuelo cuando las tecnologías evolucionan y tal vez 
algunos de esos recursos dejen de tener utilidad dentro de no mucho 
tiempo. 

Consideramos también necesario rescatar algunos aspectos de las reformas 
institucionales del menemato, con la impronta de Domingo Cavallo, algo 
que, señala acertadamente Natanson (2021), fue bien aprovechado por el 
kirchnerismo. Nos referimos a la transformación de la AFIP y la Anses en 
agencias estatales modernas, con mayor capacidad de gestión y velocidad de 
intervención. 

Esta transformación quedó en evidencia recientemente, cuando en marzo 
de 2020, en el inicio de la pandemia de covid-19, el gobierno argentino 
implementó el programa de Asistencia al Trabajo y la Producción (ATP), 
muy valorado y reconocido incluso a nivel internacional. Mediante este 
programa, el gobierno de Alberto Fernández abonó hasta la mitad de los 
salarios de los empleados de empresas afectadas por la pandemia, sea por 
imposibilidad de trabajar o bien por fuertes caídas en su facturación. El ATP 
se diseñó a comienzos de abril de 2020, y en las primeras semanas de mayo 
ya se estaban abonando los salarios en las cuentas de los trabajadores. El 
papel de la AFIP y la Anses fue decisivo en su implementación, y, sobre 
todo, en la velocidad con que se ejecutó. 

Dicho esto, hay mucho por hacer. En cuanto a la AFIP, esos años de inicio 
del menemato constituyeron una autoridad impositiva decidida a dar un 
verdadero salto de formalización con algunos logros relevantes. Fueron años 
en que se avanzó firmemente en la fiscalización y el ordenamiento del mapa 
económico-tributario argentino que permitieron llevar la recaudación del 13 
al 20% del PBI entre fines de los ochenta y mediados de los noventa 
(Natanson, 2021). Es cierto que operaron varios factores para lograrlo. El fin 
del régimen de alta inflación y de los episodios hiperinflacionarios 
mejoraron la base recaudatoria al eliminar el denominado efecto Olivera- 
Tanzi, según el cual el rezago temporal entre el momento en que se genera 
el hecho imponible y se paga efectivamente el impuesto termina 
erosionando la recaudación. También la estabilización trajo crecimiento y 
eso, sin duda, fue un factor crucial de mejora en la recaudación. Pero fueron 
tiempos en los que las autoridades impositivas se tomaron en serio el tema, 
al punto de que el jefe de la DGI hablara de “hacer mierda a los evasores”, y 
se instaló un discurso público sobre las funestas consecuencias de la evasión 
impositiva y previsional, con operativos públicos y muy difundidos en 
sectores de evidente exteriorización de riqueza. 

Hay mucho por hacer para seguir combatiendo la evasión. La tecnología 
siguió progresando y la gestión de los controles antievasión hasta parecen 
más sencillos hoy. Es importante que la AFIP pueda generar un nuevo shock 
institucional que le permita fortalecer tareas de inteligencia fiscal y eliminar 


bolsones históricos de informalidad y evasión, al tiempo que acompañe el 
proceso de formalización de sectores que requieren mayores plazos y 
regímenes de incentivo. 

No se trata de una cuestión menor. Diferentes estimaciones indican que en 
la Argentina persiste una economía en negro que oscila entre el 25 y 35% 
del PBI. Estamos hablando de sectores que deliberadamente no tributan o lo 
hacen en una proporción inferior a la que les correspondería. Algunos tal 
vez no podrían funcionar si operaran en blanco, pero en la mayoría de los 
casos solo engrosan los márgenes de ganancia y explican el alto componente 
de recursos evadidos que aparecen ante cada blanqueo impositivo. Si la 
AFIP pudiera captar veinte puntos de esos recursos que se evaden, el país 
hubiese cerrado 2022 con un superávit primario del 1,7% del PBI, en vez de 
haber finalizado con un déficit superior al 2% del PBI. Hay muchísimo por 
mejorar en cuanto a la eficacia y la eficiencia del gasto, pero eso no debe 
nublar la batalla por combatir la evasión. Una adecuada combinación entre 
eficacia antievasión y mejor administración del gasto podría cambiar la 
ecuación, saliendo del actual déficit y llevando el superávit a poco más del 
3% del PBI. No es mágico, requiere gestión y decisión política, pero es 
posible. 

En cuanto a la Anses, algo similar ocurre con los diferentes programas 
sociales. Las bases de datos son imprecisas y se conoce poco sobre la 
situación de los beneficiarios, sus familias, su historia y las posibilidades de 
inserción laboral. El Estado pone mucho más de lo que solicita de 
información y de lo que podría lograr en uso de recursos y mejora en la 
calidad de vida. Claro está, esta falta de inteligencia en la implementación 
es funcional a las organizaciones políticas, que hacen de los planes sociales 
una forma de acumulación política, y no de mejora efectiva de los sectores 
populares. Un Estado inteligente procesa y cruza información para darles 
efectividad a las políticas públicas y eficacia y eficiencia en el uso del 
presupuesto público. Como mencionamos antes, la implementación del ATP 
en 2020 fue un ejemplo de ello. 

El sector de mayor informalidad laboral en la Argentina es el de las 
trabajadoras de casas particulares. Durante el gobierno de Néstor Kirchner, 
se creó un régimen especial para formalizar dicho sector. Los primeros pasos 
fueron muy positivos: se hizo una campaña pública de concientización muy 
notoria, se fortaleció la fiscalización y se generaron incentivos (básicamente, 
mediante la posibilidad de deducir del impuesto a las ganancias de personas 
físicas el pago del salario de la trabajadora). Eso permitió incrementar el 
nivel de formalización del sector, que hoy alcanza el 25%, es decir, una de 
cada cuatro trabajadoras está en blanco. Parece muy poco, pero 
considerando el punto de partida es posible hablar tanto de avances como 
de lo mucho que falta por recorrer. 


En cualquier caso, la necesidad de reformas institucionales que mejoren las 
capacidades del Estado para evitar la evasión, mejorar sus fuentes de 
información y ser más eficaz en sus políticas y eficiente en el uso de los 
recursos compone una agenda muy relevante sobre la cual hay elementos 
para tomar en cuenta surgidos de la experiencia del menemato. 


[13] A la distancia, incluso suena un tanto extraño ese término tan cotidiano como 
familiar para quienes vivieron en aquellos tiempos. Cualquier elemento polar posee, 
de por sí, dos puntas: positivo/negativo, polo norte/polo sur. El término correcto 
hubiese sido “mundo polar”. Lo otro que llama la atención es que, con los años, en la 
cotidianidad se fue rebautizando la patología maníaco-depresiva por la bipolaridad. 
Hablar de mundo bipolar suena, hoy, a mundo maníaco-depresivo. Probablemente, 
una buena metáfora de aquel mundo, aunque no fuera tal la intención. 

[14] Para un análisis de este episodio, véase Celesia y Waisberg (2013). 

[15] Al respecto, véase la entrevista a Cavallo en el archivo de historia económica 
oral de la Escuela de Economía y Negocios de Unsam, disponible en 
<www.unsam.edu.ar/escuelas/economia/archivohistorico-eco-oral/cavallo.html>. 
Sobre el capítulo referido a los últimos meses del gobierno de Alfonsín, véase a partir 
del minuto 1:51:32 y, en particular, entre los minutos 1:55:06 y 1:58:01. Este tipo de 
acusaciones cruzadas en tiempos electorales suelen repetirse en la historia. Vale 
recordar los episodios que antecedieron a las elecciones primarias de 2019, en las 
que el gobierno de Macri agitó el fantasma de políticas expropiatorias y antimercado 
y las (consecuentes) reacciones tras la contundente victoria de Alberto Fernández, 
que llevaron a acentuar aún más la salida de capitales y al incremento de la 
cotización del dólar (33% en un solo día). 

[16] Roig falleció a los siete días de asumir la conducción del Ministerio de Economía. 
Lo reemplazó Néstor Rapanelli, también directivo de Bunge €: Born. 

[17] A diferencia de lo ocurrido en la Argentina, la apertura comercial y financiera no 
fue homogénea en la región. En algunos países, hubo un rechazo explícito a las 
privatizaciones, entre los que destacan Uruguay y Costa Rica. Muchos países 
conservaron sus bancos de desarrollo y algunos bancos comerciales en manos del 
Estado. Hubo tres naciones que fueron claramente privatizadoras: la Argentina, 
Bolivia y Perú. De manera por cierto paradójica, Chile, uno de los pioneros y más 
radicales países reformistas promercado, conservó en manos estatales la producción 
de cobre y petróleo (aunque concedió al capital privado vastas áreas de producción y 
exploración). Si bien se produjeron reformas y apertura al capital privado en el 
ámbito de los recursos naturales, tanto Brasil como Venezuela y México preservarían 
bajo control estatal las empresas de petróleo. En sentido contrario, la Argentina 
privatizó YPF en 1993. A fines de los años noventa, la presencia de las firmas 
estatales dentro de las ventas de las mil primeras empresas de América Latina se 
había reducido a la mitad respecto de los inicios de esa misma década. 

[18] Véase la entrevista a Domingo Cavallo en el archivo de historia económica oral 
de la Escuela de Economía y Negocios de Unsam, disponible en 
<www.unsam.edu.ar/escuelas/economia/archivohistorico-eco-oral/cavallo.html>. 
[19] La Convertibilidad estableció el respaldo de la base monetaria con las reservas 
internacionales del BCRA a una paridad fija de un peso por dólar estadounidense. 
Pero al mismo tiempo permitió una expansión de los depósitos y créditos del sistema 


bancario en moneda estadounidense, los cuales, naturalmente, quedaban fuera de 
este respaldo. Tras más de tres años recesivos, se aceleró la salida de divisas del 
sistema bancario, lo cual implicó la pérdida de reservas por parte del Banco Central. 
Ante la imposibilidad de seguir perdiendo reservas, a fines de noviembre de 2001 se 
establecieron límites al retiro de dinero de las cuentas bancarias, lo que se conoció 
como “corralito bancario”. 


5. El kirchnerismo: ¿el regreso del 
peronismo o su refundación? 


El kirchnerismo y su tiempo 


El ascenso de Néstor Kirchner 


Al igual que lo ocurrido con los orígenes del menemato, es imposible 
desligar la impronta kirchnerista y su intensidad política del contexto crítico 
en que se desplegó. Si el origen del menemato y su “pecaminoso” viraje se 
gestó en la encerrona de la crisis hiperinflacionaria, el nacimiento del 
kirchnerismo es una respuesta a la larga crisis de la Convertibilidad, sus 
consecuencias sociales de desempleo alto, desigualdad y pobreza crecientes, 
y la falta de reacción de la política ante la crisis para que esta no estallara. 

Decíamos en el capítulo anterior que la Convertibilidad tuvo sus ganadores 
y perdedores. Pero la crisis terminó uniendo a ambos sectores, lo que pudo 
verse con claridad en los turbulentos días de diciembre de 2001, en los que 
convergían el desánimo, el descontrol y la rebeldía tanto de quienes 
padecían una pobreza amplificada por la recesión y las graves consecuencias 
del “corralito” sobre la liquidez de los sectores informales de la economía, 
como de los sectores medios ganadores, cuyos ahorros, fruto de esa década 
solo “parcialmente ganada”, quedaban ahora en suspenso a la espera de una 
resolución favorable del “corralito”, sobre la que nadie era muy optimista. 

Ahora todos eran, en su medida, y de manera relativa, perdedores. Pero no 
todos, claro está: bancos, empresas privatizadas de servicios públicos, 
petroleras, entre otras, parecían ajenas a la crisis y, desde diferentes 
sectores, se reclamaba por no afectar sus privilegios. 

Néstor Kirchner era el gobernador de Santa Cruz, una provincia bastante 
alejada hasta entonces de la agenda nacional. Poco se supo de él en la 
política nacional en los noventa, más allá de alguna visita de Menem a la 
provincia, donde fue bien recibido, y sus políticas, elogiadas. Su esposa, 
Cristina Fernández de Kirchner, quien había ocupado una banca tanto de 
diputada como de senadora, era bastante más conocida a nivel nacional, 


valorada por su capacidad retórica, algunas intervenciones interesantes en 
debates públicos, pero también conocida por su defensa del régimen de 
Convertibilidad y las reformas de aquellos años. [20] 

Sin alcanzar en absoluto la intensidad del viraje que experimentó Carlos 
Menem, no dejó de ser en parte sorpresivo el temple con que Néstor 
Kirchner encaró la resolución de la crisis. Claro está, en el medio tuvo lugar 
la presidencia de Duhalde, breve pero intensa, entre enero de 2002 y mayo 
de 2003. En esa transición, Duhalde sentó las bases para la resolver las 
dificultades más graves que había dejado el fin de la Convertibilidad: la 
pesificación asimétrica de activos y pasivos del sistema financiero, la 
estabilización macroeconómica y del tipo de cambio, la desdolarización de 
las tarifas de los servicios públicos y la reimposición de derechos de 
exportación a las actividades primarias. Y pagó los mayores costos de esas 
medidas y la conflictividad que su implementación generó. 

Sería absolutamente falso e injusto sostener que los problemas que generó 
la salida de la Convertibilidad estaban resueltos cuando Néstor Kirchner 
asumió la presidencia el 25 de mayo de 2003, tan falso e injusto como 
desconocer el papel que tuvo la gestión de Duhalde y el importantísimo rol 
del ministro de Economía Roberto Lavagna. 

Kirchner asumió con una debilidad de origen que supo contrarrestar con 
eficacia. La elección de abril de 2003 fue la más extraña y competitiva 
desde la restauración democrática de 1983. La crisis económica derivó 
también en una crisis política, lo que generó una fuerte fragmentación en las 
diferentes fuerzas partidarias. De este modo, hubo cinco ofertas 
competitivas en esas elecciones, todas con intenciones de voto por debajo 
del 30%, de modo que quienes alcanzaran los dos primeros lugares 
definirían la elección en un balotaje. Finalmente, la fórmula más votada fue 
la de Carlos Menem, con el 24,5% de los votos, seguida por la de Néstor 
Kirchner, con el 22,3%, López Murphy, con el 16,4%, Adolfo Rodríguez Saá, 
con el 14,1% y Elisa Carrió, con el 14%. 

La ingeniería electoral armada por Duhalde había sido exitosa. El rechazo 
a Menem era muy alto, de modo que, una vez finalizada esa contienda, las 
encuestas indicaban un escenario de amplia victoria a favor de Kirchner en 
una proporción cercana al 70-30%. Pocos días después, Menem anunció que 
se retiraba del balotaje, lo que terminó consagrando a Kirchner en la 
presidencia, pero sin facilitar su plena legitimación en una elección de 
segunda vuelta. 

A esa debilidad de origen, Kirchner respondió con una gran intensidad 
política y de gestión. Su mensaje electoral había sido sencillo: “Un país 
normal”. Parecía poco, pero no lo era en un país que venía de tamaña 
eclosión. 


La recuperación del país normal 


Le tocó a Kirchner gestionar el inicio de una Argentina creciendo sin 
Convertibilidad. Y lo hizo muy bien. Administró la conflictividad social 
vinculando la recuperación económica con la desactivación de las políticas 
sociales de la crisis. Consolidó muchas de las medidas de Duhalde, que se 
asemejaban más a parches, en un nuevo esquema de funcionamiento 
macroeconómico. Y generó una interesante dupla junto con Lavagna, 
combinando una épica política de reconstrucción con la flema inteligente y 
eficaz —pero ciertamente conservadora- de Lavagna. 

Esa dupla resolvió exitosamente el problema de la deuda externa, en la 
que Kirchner jugó con dureza aprovechando el escenario internacional para 
forzar una quita muy importante de una deuda que había crecido 
desmedidamente durante los noventa. A esto sumó reivindicaciones 
históricas, como la reapertura de los juicios a los responsables de la 
represión ilegal durante la última dictadura y el encarcelamiento de los 
principales responsables, enjuiciados durante el gobierno de Alfonsín, pero 
luego indultados y puestos en libertad por Menem. 

Kirchner se atrevió a poner en crisis muchos de los preceptos de la década 
menemista. Su gobierno fue el del regreso del peronismo, pero también con 
una versión mucho más equilibrada y novedosamente sensata en el manejo 
de la macroeconomía. En cuanto a políticas productivas, fue mucho más 
conservador y poco innovador. 

En materia salarial, el gobierno de Kirchner sería de franca recuperación, 
partiendo de niveles muy bajos, de los más bajos en mucho tiempo. Pero la 
tendencia era muy clara y el país crecía de manera más equilibrada, con una 
recuperación importante del sector industrial y con crecimiento tanto en el 
mercado interno como en las exportaciones. 


El éxito de Néstor Kirchner y el ascenso de CFK 


El éxito de Néstor Kirchner fue tan inesperado como arrasador. Su imagen 
de gobierno alcanzaba niveles muy altos y se había ganado el respeto y la 
aceptación de amplios sectores sociales, incluidos los sectores medios no 
peronistas, que valoraban la estabilidad lograda, la tan ansiada 
normalización de la economía y de la vida social tras tanta turbulencia. 
Kirchner se apoyó en cuatro elementos que le permitieron hacerse fuerte 
en términos políticos y de gestión. El primero era un espíritu renovador de 
la política. La crisis de la Convertibilidad había generado un efecto de 


desconfianza letal sobre la dirigencia política, a quien la ciudadanía le 
atribuía en su totalidad la responsabilidad de la crisis. “Que se vayan todos” 
había sido una de las consignas más difundidas en las múltiples protestas 
que tuvieron lugar sobre fines de 2001 y todo 2002. Si bien Kirchner no era 
ningún improvisado en términos políticos (había sido intendente en la 
ciudad de Río Gallegos entre 1987 y 1991, y luego gobernador de la 
provincia de Santa Cruz entre 1991 y 2003), era una figura novedosa a nivel 
nacional y abrió un espacio a nuevas generaciones políticas, muchas de las 
cuales provenían de la militancia opositora al menemato en organizaciones 
sociales, sindicales y diferentes agrupaciones políticas. 

En ese sentido, Kirchner introdujo el término “transversalidad”, 
apuntalando la idea de un reordenamiento de la política nacional. El 
sociólogo Torcuato Di Tella funcionó como ideólogo de ese 
reacomodamiento. Según su visión, las fuerzas políticas atravesadas por 
diferentes sectores y capas geológicas tenderían a reordenarse en dos 
grandes fuerzas: una de centroizquierda, y otra de centroderecha, y en 
ambas convergerían sectores tanto del peronismo como del radicalismo. [21] 
La mera idea de una nueva propuesta política para el país, en un contexto 
donde la gestión de gobierno acompañaba con logros, resultó atractiva para 
el momento histórico. 

El segundo aspecto tuvo que ver con la idea de consolidar el imaginario de 
“un país normal”. Aquellos años de Kirchner fueron de gran intensidad de 
gestión, pocos discursos estridentes, mucha acción de gobierno y un férreo 
liderazgo presidencial. Esto último se tradujo también en un ordenamiento 
de gobierno que invitaba a cada funcionario a trabajar en sus áreas de 
incumbencia de manera ordenada y vertical, lo que implicaba replantear un 
aspecto central del funcionamiento de la gestión económica de las últimas 
décadas: horadar la figura del “superministro de Economía”. En su historial, 
la Argentina contaba ya con varios ministros de dicha cartera que solían 
anunciar medidas que traerían pesares a la población. Martínez de Hoz, el 
ministro de la última dictadura militar que ocupó ese rol durante cinco 
años, fue uno de los primeros en consolidar la idea del equipo económico 
que gestiona casi de manera independiente de las definiciones del 
presidente. 

Este modelo se intensificó más aún con la preeminencia de Cavallo durante 
la presidencia de Menem, que lo llevó incluso a disputar la “paternidad” del 
éxito económico. A todas luces, Kirchner quiso evitar repetir esa historia. 

Y este punto lleva al tercer aspecto, que tuvo relevancia en el gobierno de 
Kirchner, pero mucho más en los gobiernos de CFK: la denominada 
“preeminencia de la política sobre la economía”. Este es un signo de época, 
tras años de rígidas reglas de convertibilidad (aún con sus inconsistencias). 
La idea de que, en adelante, la economía estaría subordinada a la política 


tenía implicancias importantes. Por una parte, quedaba rezagada la figura 
fuerte en la gestión económica, la del “superministro” de Economía, y en su 
reemplazo aparecían cuadros técnicos más asociados a la política (donde, en 
definitiva, las decisiones las tomaba el presidente). Por otra, este fue un 
signo de cambio de época, a contrapelo de una tecnocracia que se ponía por 
encima de las definiciones políticas y que, en ocasiones, hasta cuestionaba la 
autoridad presidencial. Desde luego, también provocó importantes 
dificultades cuando la mirada política parecía ubicarse en una suerte de 
mundo “sin restricciones”, en el que, en definitiva, los avances sociales 
dependían de decisiones políticas. Este problema se agudizó, como veremos, 
durante los gobiernos de CFK, sobre todo durante el tercer kirchnerismo. 

Por último, el cuarto aspecto fue una moderada heterodoxia pragmática. 
Kirchner volvió a poner sobre la mesa cierto imaginario de tradiciones 
peronistas: la industria, la burguesía nacional, la negociación salarial, las 
grandes obras de infraestructura. Lo hizo sin demasiadas precisiones, ni 
actualizaciones doctrinarias. Y lo combinó con un enfoque bastante 
prudente en materia macroeconómica. Son harto conocidas sus obsesiones 
en el manejo del gasto y la eficacia recaudatoria. Desde el punto de vista 
macroeconómico, interpretó adecuadamente la necesidad de preservar un 
tipo de cambio real estable, como de hecho se logró sostener, hasta finales 
de su mandato. Esta combinación resultó efectiva —y, por cierto, novedosa— 
para un gobierno peronista. La salida de Lavagna del gabinete, a fines de 
2005, no alteró en gran medida este panorama, aunque sí sembraría la 
semilla de la reaparición del problema inflacionario. 

En este período de gobierno, la economía argentina fue una locomotora de 
crecimiento: el PBI subió un 8,8% en 2003, un 9% en 2004, un 9,2% en 
2005, un 8,5% en 2006 y un 8,7% en 2007. Claro está, se venía de una 
hecatombe tras cuatro años de caída en esa larga crisis de la 
Convertibilidad, y recién en 2005 el PBI recuperó el nivel de 1998, cuando 
se iniciaba esa crisis. Pero, hecha esta aclaración, pocas veces en la historia 
argentina el PBI creció a ese ritmo tantos años seguidos y sin desequilibrios 
macroeconómicos, fiscales o monetarios. 

Promediando el gobierno, tuvo lugar un cambio relevante en el escenario 
internacional: el inicio de una fase de altos precios internacionales de las 
materias primas. La Argentina pudo aprovechar este ciclo debido a dos 
grandes fenómenos no siempre debidamente reflejados: las inversiones 
realizadas en el sector agrícola en la segunda mitad de los noventa, que 
permitieron expandir masivamente el cultivo de soja, muy demandado por 
la locomotora china, y el salvataje sectorial del gobierno de Duhalde. 

Con respecto a la primera cuestión, ya mencionamos la relevancia de la 
siembra directa y las nuevas tecnologías basadas en paquetes integrados por 
cultivos transgénicos y el uso masivo de agroquímicos, todo lo cual permitió 


incrementar la productividad y expandir la frontera agropecuaria. Pero los 
precios internacionales no acompañaron la maduración de estas inversiones 
en aquellos años noventa. Los bajos precios internacionales, en un contexto 
de apreciación cambiaria, pusieron en tensión los balances de los 
productores agropecuarios. Una parte muy importante se había endeudado 
(particularmente con el Banco Nación, aunque también con otras entidades), 
de modo que, tras la salida de la Convertibilidad, el 58% de los campos 
estaba hipotecado (Bisang, 2008), y era habitual ver a fines de los noventa 
remates de campos por falta de pago y movimientos de resistencia a este 
tipo de acciones. 

La salida de la Convertibilidad salvó a muchos productores de un camino a 
la quiebra. Por un lado, la fuerte devaluación de la moneda (que pasó de l a 
3,80 pesos por dólar, para luego estabilizarse en torno a los 3 pesos) 
incrementó mucho los márgenes de ganancia. Por otro, la pesificación de las 
deudas bancarias a la paridad de convertibilidad (1 peso por 1 dólar) licuó 
parte de las deudas del sector agropecuario, mientras que el Banco Nación 
otorgaba generosas refinanciaciones para terminar de sanear los balances. 

Nótese que todo esto ocurrió bastante antes del inicio de la fase alcista en 
los precios internacionales de la soja y otros productos agrícolas. De hecho, 
cuando empezó el gobierno de Duhalde, los términos de intercambio se 
encontraban en uno de los momentos más bajos en mucho tiempo. Cabe 
aclarar este punto, por cuanto es habitual leer el argumento de que el fuerte 
crecimiento del sector agropecuario se debió al alza de los precios 
internacionales y la creciente demanda mundial, omitiendo tanto el proceso 
inversor privado previo como la relevancia que tuvo la política económica. 
Cuando comenzó el ciclo ascendente en los precios internacionales, el sector 
ya tenía mayoritariamente saneados sus balances, hacía buenos negocios y 
estaba tecnológicamente maduro para aprovechar el nuevo ciclo. 

Este ciclo internacional favorable, que algunos llamaron “viento de cola”, 
permitió desplazar —aunque no eliminar—- la restricción externa, y eso 
explica, en cierta medida, este hecho bastante novedoso de varios años de 
crecimiento sostenido a tasas altas. Pero las tensiones macroeconómicas 
comenzaron a aparecer, aunque de manera muy tibia en comparación con lo 
que sobrevendría después. No por el lado fiscal o monetario, donde el 
gobierno de Kirchner mostró niveles de prudencia y eficacia como pocos 
gobiernos en la historia argentina. No tengo dudas en señalar que, desde el 
punto macroeconómico, Kirchner fue el más prudente y equilibrado de los 
presidentes peronistas (y de los presidentes en general). 

El primer factor de tensión sería el impacto del alza de los precios 
internacionales en los precios internos de los alimentos y su corolario en la 
inflación y el salario real de los trabajadores. Duhalde había reintroducido 
los derechos de exportación a los productos primarios. Kirchner sostuvo y 


refinó esas medidas. Cuando los precios internacionales empezaron a subir, 
Kirchner incrementó las alícuotas de los derechos de exportación. El último 
aumento, instrumentado a fines de 2006, llevó la alícuota del derecho de 
exportación de la soja al 35%, y generó la reacción adversa del sector 
agropecuario, cuyas entidades lanzaron un lock out que no tuvo mayores 
repercusiones. 

Pero el problema de la inflación reapareció entonces. La Convertibilidad, 
incluso con un período de deflación, parecía haber terminado con la inercia 
inflacionaria. En 2002, el tipo de cambio se multiplicó por 3,8, pero la 
inflación fue de solo un 40%. En un país acostumbrado a trasladar 
devaluaciones a costos internos, el efecto de la salida fue extremadamente 
acotado. En 2003 y 2004, la inflación se consolidó en un bajo nivel, pero 
2005 marcó la primera señal de alerta, con una inflación del 12%. Kirchner 
se enfrentó con un dilema. La heterodoxia flemática de Lavagna le 
aconsejaba aplicar un freno por el lado de la política fiscal y ser más 
prudente en el estímulo a la recuperación salarial. Claro está, en esos 
tiempos se convalidaron algunas negociaciones salariales con incrementos 
muy importantes, muy por encima de la inflación, pero ello se debía a que 
los salarios venían de niveles muy bajos. Fue, por ejemplo, el caso de la 
negociación de los trabajadores del subterráneo de Buenos Aires. 

Kirchner, por su parte, estaba decidido a continuar con el ritmo de 
crecimiento y prefirió recurrir a la medicina del congelamiento de precios y 
la férrea negociación con las empresas alimenticias, convocando al gabinete 
económico a Guillermo Moreno ya entrado 2006. Como suele ocurrir, este 
tipo de acciones pueden aportar éxitos parciales en el corto plazo (la 
inflación de ese año cerró una décima por debajo del 10%), pero 
limitaciones a mediano plazo, si no se acompañan con medidas 
macroeconómicas de fondo. En efecto, en 2007 la inflación superó 
ampliamente el 20%, aunque ello no quedó debidamente reflejado en las 
estadísticas del Indec. 

La reaparición de la inflación, sobre el final de su gobierno, junto con los 
cambios en el Indec, que derrumbaron su credibilidad, fue la única mancha 
que afectó a Néstor Kirchner, sobre todo porque dejó sembrado un problema 
que ya no fue posible resolver y que se expandió considerablemente en los 
períodos subsiguientes. 


El cristinismo, etapa superior del kirchnerismo 


Un comienzo difícil 


El estilo de gobierno de Néstor Kirchner y la contundencia de los resultados 
económicos lo consolidaron como el gran candidato a la reelección en los 
comicios presidenciales de 2007. Pero desde hacía un tiempo Kirchner 
evaluaba otras opciones. 

Kirchner era el jefe de una mesa política que también integraban su esposa 
Cristina Fernández de Kirchner y Alberto Fernández. CFK era su pareja y 
socia política, una personalidad ya muy instalada en el ámbito nacional que 
se había convalidado electoralmente con un importante triunfo en las 
elecciones de medio término de 2005, cuando fue elegida senadora por la 
provincia de Buenos Aires. 

La posible consolidación de una exitosa pareja política abría también la 
oportunidad de generar una oferta electoral que tuviera la posibilidad de 
superar por vía legítima la regla constitucional. En efecto, la reforma 
constitucional de 1994 había fijado en cuatro años la duración del mandato 
presidencial, con la posibilidad de acceder a una reelección por otro 
período, tras lo cual esa persona debería esperar al menos un mandato para 
volver a postularse. Consolidar a CFK como una oferta electoral atractiva 
daba al kirchnerismo la posibilidad de sucederse de manera indefinida, 
siempre y cuando, claro está, contaran con el aval en las urnas. 

Kirchner entendió que el mejor momento para instalar a CFK era, 
precisamente, en las elecciones de 2007, cuando la popularidad del 
gobierno era alta, en vez de esperar el desgaste natural de dos mandatos 
presidenciales. No sin algo de suspenso (durante un tiempo, Kirchner 
mantuvo la indefinición sobre si la candidatura recaería en un “pingúino” o 
en una “pingúina”, en referencia al origen santacruceño), finalmente se 
anunció la candidatura de CFK. 

Los comicios de ese año procuraron también consolidar la idea de la 
transversalidad, incorporando a un gobernador radical a la fórmula 
presidencial: Julio Cobos, por entonces gobernador de Mendoza. La fórmula 
CFK-Cobos ganó holgadamente con el 45% de los votos, casi el doble que la 
encabezada por Elisa Carrió, que quedó en segundo lugar. Lavagna se ubicó 
tercero con un 17%, otro símbolo de la recuperación posconvertibilidad, que 
daba cuenta de la legitimidad que había tenido este proceso. 

Lo que sucedió a continuación fue un período de cambios en el 
funcionamiento político, en el que Kirchner no parecía moverse con 
comodidad. No resultaba sencillo relegarse a un segundo plano, menos aún 
luego de la vorágine del período anterior, pero tampoco era prudente opacar 
o interferir sobre la autoridad presidencial de CFK, que él mismo había 
contribuido a construir. Del esquema de la transversalidad, pasó a la idea de 
reestructurar y conducir al PJ en su conjunto. Al mismo tiempo, comenzaba 


a cobrar peso la conformación de una fuerza propia, promovida por jóvenes 
militantes, entre los que se impulsaba la figura de su hijo Máximo Kirchner. 
Paradójicamente, el triunfo electoral y el éxito de gobierno forjado en un 
estilo político de mayor amplitud y generosidad política mostraba cierto 
viraje, todavía leve, tras la validación electoral. 

A solo tres meses de la asunción de CFK, la situación política se complicó. 
Por un lado, los precios de las materias primas alcanzaron un nuevo récord 
en el mercado mundial. En particular, la soja, la nueva estrella del campo 
argentino, superaba por primera vez en la historia los 600 dólares por 
tonelada. También aumentaron fuertemente los insumos, como el caso de 
los fertilizantes cuyas materias primas provienen de los hidrocarburos, pero 
la cosecha esperada era muy buena y los márgenes, tan amplios, que el 
negocio agrario mostraba excelentes perspectivas, incluso con una alícuota 
de derechos de exportación que llegaba al 35%. 

El ministro de Economía de entonces, Martín Lousteau, entendió que era 
necesario adecuar los derechos de exportación de las materias primas 
agrarias para evitar mayores presiones sobre los precios internos de los 
alimentos. Pero, además, creía que había que realizar algunos 
reordenamientos macroeconómicos para frenar la inflación. En particular, el 
resultado fiscal ya no era tan holgado como en períodos anteriores y el 
congelamiento de las tarifas de los servicios públicos energéticos llevaba al 
gobierno a cubrir la diferencia entre el costo de generación y transporte y lo 
que terminaban abonando los usuarios. A la luz de lo que ocurriría poco 
después, el peso de esos subsidios era relativamente bajo, pero comenzaba a 
crecer y en Néstor Kirchner había predominado la idea de que era necesario 
seguir contribuyendo a la recuperación del ingreso de los hogares y, en 
particular, tener gestos hacia la clase media para evitar una 
“venezualización” (como caracterizaba a la polarización social que se 
registraba en torno a la gestión de gobierno de Hugo Chávez en Venezuela). 

Como solución a estos dilemas, se propuso —-en marzo de 2008- un nuevo 
aumento en las alícuotas de los derechos de exportación para afrontar, en 
simultáneo, el desafío de contener los precios internos de los alimentos y 
mejorar el balance fiscal. Pero a esto se agregó un elemento novedoso: la 
implementación de un esquema móvil de derechos de exportación. La idea 
era buena, pero no así el timing con que se aplicó. El anuncio se hizo justo 
antes del inicio de la cosecha, sin comunicación previa ni diálogo con el 
sector, y con el antecedente del lock out de fines de 2006, que ya 
mencionamos, cuando Kirchner había elevado al 35% las retenciones a la 
soja. 

¿Por qué decimos que la idea era buena? Porque permitía encontrar una 
fórmula de mayor previsibilidad. Las series históricas muestran que los 
precios internacionales fluctúan, y muchas veces lo hacen de manera 


imprevista. Los derechos de exportación podían constituir una buena 
herramienta de desacople entre precios internos y precios internacionales 
ante situaciones de shock, de las cuales hemos visto varias en las últimas 
décadas. Esto significa no solo incrementos de alícuotas en contextos 
ascendentes, sino también su reducción en tiempos de precios bajos. Pero las 
buenas ideas mal implementadas terminan produciendo efectos perniciosos. 
Hubieran sido muy útiles para acompañar el ciclo a la baja que hubo ya 
entrada la década de 2010. Y también para afrontar, con mejores 
herramientas, el gran rebote que se produjo hacia fines de 2020 y, en 
particular, en febrero de 2022, ante el estallido de la guerra en Ucrania. 

En aquel momento, la crisis por las retenciones móviles puso varios temas 
al descubierto. Lo primero fue una reacción inmediata de aquellos que 
estaban en contra de cualquier tipo de regulación sobre la actividad 
agropecuaria y la imposición, en general, de derechos de exportación. Lo 
segundo, la manera en que se desperdició la oportunidad de implementar 
una pauta lógica y razonable, e intentar un acuerdo en torno a la necesidad 
de este tipo de reglas. Al mismo tiempo, la reacción fue vista como una 
oportunidad política para muchos sectores que venían relegados desde hacía 
años tras el exitoso gobierno de Kirchner. 

La crisis se agudizó y su desenlace fue desfavorable al gobierno: en busca 
de legitimar esta medida, se envió un proyecto de ley al Congreso, la 
votación en el Senado quedó empatada y el vicepresidente Cobos, el hijo de 
la transversalidad, votó en contra y cristalizó la derrota. Con ello finalizó 
una época. El “país normal” de Kirchner dio lugar a otro, conflictivo y 
fracturado. Se acabó la transversalidad y comenzó una nueva etapa, que se 
consolidaría tras la inesperada muerte de Néstor Kirchner, en octubre de 
2010. 

Fue también un nuevo tropiezo del peronismo con un sector productivo 
muy importante para el país. No era algo nuevo en la historia de este 
partido. Ya hablamos del IAPI, la apropiación de la renta agraria y la 
declinación productiva de aquellos años de peronismo clásico. Pero también 
mencionamos el cambio de política hacia el sector, el nuevo rol del TAPI en 
la materia, el estímulo a la modernización productiva en el campo y la 
expansión del crédito, además del impulso a las cooperativas agrícolas. E 
incluso señalamos el papel central que tuvo el salvataje de Duhalde en la 
expansión productiva del campo durante este siglo. Existen cuestiones que 
histórica y estructuralmente plantean tensiones con el sector o con parte de 
él, pero haber sellado una enemistad estructural con el campo como un 
todo, siendo el peronismo una fuerza que procura congeniar desarrollo con 
justicia social, es sin duda una falencia que debe ser resuelta. A partir de 
entonces, fue extremadamente difícil para el peronismo estructurar una 
política coherente hacia el sector, y muchos dirigentes y productores 


agrarios se sumaron activamente a militar en las fuerzas políticas que hoy 
componen Juntos por el Cambio. 

Mientras tanto, a esa normalidad alterada por el conflicto político 
originado en el alza y cambio de regla para los derechos de exportación, se 
sumó otro fenómeno de escala internacional: la crisis de las hipotecas 
subprime en 2008, que duró menos de lo esperado y fue en definitiva bien 
gestionada, cuidando la posición externa del país y aplicando una política 
fiscal contracíclica. 

Por su parte, el gobierno de CFK encaró dos reformas trascendentales. La 
primera fue la estatización de los fondos de jubilaciones y pensiones. La 
segunda, la implementación de la Asignación Universal por Hijo (AUH). 

A pesar de la dura situación, el panorama económico mostraba buenas 
señales. El turbulento año 2008 finalizó con un crecimiento del 4,1%, pero 
había sido del 6,1% en los primeros tres trimestres, a lo cual le siguió una 
caída en el cuarto trimestre, cuando el mundo empezó a transitar los efectos 
de la crisis de las hipotecas subprime. Los tres primeros trimestres de 2009 
marcaron una caída en el PBL sobre todo en el segundo, cuando más se 
sintió el coletazo, pero el país terminaba aquel año iniciando la 
reactivación. 


La primavera kirchnerista 


La situación económica mejoraba, pero la política había entrado en una fase 
de complicaciones. En las elecciones legislativas de medio término, en 2009, 
la oposición le arrebató al gobierno la mayoría parlamentaria. A fines de ese 
año, la decisión de afrontar los pagos de deuda externa con reservas del 
BCRA (replicando, en parte, lo que había hecho Kirchner a fines de 2005 
con el pago al FMD) recibió el rechazo del presidente del Banco Central, 
Martín Redrado, lo que dio inicio a una crisis política, que finalmente fue 
resuelta a favor del gobierno. 

Lo cierto es que 2010, año no exento de turbulencias, arrancó a todo vapor 
y cerraría con un crecimiento del 10,1%, afianzando la idea de que el 
“parate” había pasado y había sido solo un accidente originado en una crisis 
ajena a la política interna. Pero el panorama político cambiaría 
drásticamente en octubre de ese año, con la muerte de Kirchner. Hasta ese 
momento, el clima político de un posible fin de ciclo todavía estaba 
presente. 

La muerte del expresidente generó un clima de comunión política, 
glorificación y agradecimiento a su figura. Para CFK, significó un 


fortalecimiento político y el nacimiento de una nueva era. Mucho se 
especuló en aquellos tiempos. ¿Quién mandaba en esa exitosa mesa política 
que gobernaba desde 2003? ¿Cómo se ejercía el poder? ¿Cómo reaccionaría 
CFK, ahora en soledad, al tomar decisiones? ¿Se remitiría a considerar 
especulativamente lo que “hubiera hecho” Kirchner en una situación similar 
o ejercería plenamente el poder sin su presencia fantasmagórica? 

Las respuestas llegaron rápido y de manera contundente. CFK ejerció el 
poder con su propio estilo y abandonó el ritual más dialoguista y de mayor 
amplitud que tenía Kirchner. Fueron los tiempos de la primavera 
kirchnerista, con miles de jóvenes volcados a las calles, militando, ya 
entrado 2011, la reelección de CFK. El sueño de la fuerza propia cobraba 
más bríos que nunca. Ya no se hablaría más de peronismo sino de 
kirchnerismo, o de peronismo kirchnerista. La fase cristinista ya no sería, 
como la de Kirchner, la de la restauración peronista, sino la de su 
refundación. 

En 2011, la economía volvió a crecer aceleradamente, en torno al 6%. La 
reelección de CFK fue contundente, con el 54% de los votos. Este resultado 
abría un nuevo escenario, pero también nuevas dificultades. La recuperación 
del período 2010-2011 había descuidado por completo los equilibrios 
macroeconómicos. En este aspecto, CFK fue una presidenta muy diferente a 
Néstor Kirchner. 

La inflación, que en 2009 se había reducido al 15%, volvió a crecer, 
llegando al 27% en 2010 y al 24% en 2011.[22] El resultado fiscal siguió un 
sendero descendente, de modo que ya en 2012 se cerraría, por primera vez 
en muchos años, con déficit primario mientras el sector externo comenzaba 
a dar señales muy preocupantes. La política energética había fallado en la 
promoción de la inversión para asegurar la provisión de combustibles, sobre 
todo de gas natural para alimentar la generación eléctrica. En 2010, el 
sector dejó de tener superávit comercial, y a partir de 2011 sería necesario 
importar combustibles en un escenario de precios internacionales altos. 

El economista Miguel Bein había caracterizado ese bienio expansivo como 
un “macrocidio”.[23] Ello por cuanto el tipo de cambio se mantuvo en 
niveles estables (solo creció un 8% en esos dos años), pero la inflación 
acumulada superó el 50%, lo que generó una notable apreciación y alimentó 
las expectativas de devaluación. 

El último tramo de 2011 fue sumamente complejo, con una tendencia a la 
dolarización de portafolios. CFK haría una lectura política de esos 
acontecimientos, entendiendo que el problema central era especulativo y 
conspirativo por parte de sectores que pretendían cambios en la política 
económica, sin tomar en consideración los problemas de atraso cambiario y 
desequilibrios externos. De ahí resultaría una nueva fase, caracterizada por 
el regreso del control de cambios. [24] 


Allí nació el tercer kirchnerismo, una fase centrada en sostener la situación 
macroeconómica sin mayores cambios y la posición del sector asalariado. 
Aquella instancia pensada para “profundizar el modelo” terminó siendo la 
de “aguantar el modelo”. 

El sector industrial perdió el dinamismo de los años previos e inició un 
período a la baja. La política industrial mostró sus límites, así como la 
oportunidad perdida de innovar recreando y ampliando la matriz productiva 
en los tiempos de mayor holgura financiera y externa. 

El tercer kirchnerismo fue una fase tortuosa y el inicio de una década de 
estancamiento con una particularidad: la alternancia de años de crecimiento 
seguidos por otros de caída, tendencia que se mantuvo hasta 2018. Si el 
Perón de fines de los cuarenta fue el que salió a buscar a Gómez Morales 
para acomodar los desarreglos de Miranda (efecto indeseado de la etapa de 
mayor acumulación política de Perón), CFK parecía orientada a no ordenar 
y a seguir construyendo mayor poder y su fuerza propia. El tiempo de la 
consolidación del proyecto propio, de La Cámpora, fue así el de la pérdida 
de oportunidad del reordenamiento, del armado de “La Gómez Morales”. 
[25] 


El gobierno del Frente de Todos 


El sábado 18 de mayo de 2019, la política argentina se despertó con una 
sorprendente noticia. A través de un video distribuido en redes sociales y 
medios de comunicación, CFK anunciaba que el candidato presidencial del 
peronismo sería Alberto Fernández y que ella misma lo acompañaría en la 
fórmula como candidata a vicepresidenta. El escenario político asistía a una 
jugada que cambiaba por completo las perspectivas electorales. 

Tres aspectos resaltaban en ese video de casi trece minutos. El primero era 
el tono calmo y reflexivo con que se expresaba CFK, muy contrastante con 
su estridente y tradicional oratoria. En ese mismo tono, preanunciaba que 
antepondría “otros intereses diferentes a los personales”. El segundo era el 
anuncio en sí, que destacaba el papel que había tenido Alberto Fernández 
como jefe de Gabinete de Néstor Kirchner, con quien había tenido 
diferencias, pero a quien había visto, junto a Kirchner, “decidir, organizar, 
acordar y buscar siempre la mayor amplitud posible del gobierno”. 
Aseguraba además que los tiempos que se estaban viviendo en aquel 
momento en el país eran “realmente dramáticos”: CFK consideraba que la 
crisis de gobierno de Macri estaba entre las más graves de la historia, lo cual 
llevaba a la necesidad de armar una coalición política que permitiera no 


solo triunfar en las urnas, sino poder gobernar, una coalición de gobierno 
que “deberá ser mucho más amplia que la que haya ganado las elecciones”. 

El tercero era la reafirmación de un contexto en ruinas en que se 
encontraba una vez más la Argentina, con una situación de endeudamiento 
y empobrecimiento “peor que la de 2001”. Pero, agregaba CFK: “Ya no se 
trata de volver al pasado ni de repetir lo que hicimos de 2003 a 2015”. El 
mundo había cambiado. “Y nosotros también”, decía CFK. 

El anuncio alteró por completo el escenario político. El gobierno de Macri 
transitaba por una dura crisis económica, pero mantenía latente sus 
expectativas reeleccionistas. CFK venía de una derrota electoral en las 
elecciones de medio término, cuando se había presentado como candidata a 
senadora por la provincia de Buenos Aires en octubre de 2017. Si bien 
resultó electa, su lista quedó en segundo lugar. 

La imagen pública de CFK estaba expuesta a una notable polarización. El 
nivel de apoyo a su figura política era muy significativo, pero también su 
rechazo, y esta era una de las mayores fortalezas de Macri. La situación 
económica había comenzado a deteriorarse en abril de 2018, tras una fuerte 
salida de capitales que había llevado al dólar de 20 pesos a 28. La situación 
no se revirtió, y Macri anunció la concreción de un acuerdo con el FMI, el 
cual volvería a la Argentina después de trece años, tras el pago de Kirchner 
de fines de 2005. 

Nada de esto fue suficiente, y en septiembre se produjo una nueva 
devaluación que llevó la cotización del dólar a 42 pesos. Los impactos en la 
economía real llegaron rápidamente y se agudizaron con el endurecimiento 
de la política monetaria, que elevó notablemente las tasas de interés, y 
fiscal, que se propuso alcanzar una meta de déficit primario cero en 2019. 

Como dijimos, el anuncio del 18 de mayo de 2019 pateó el tablero. La 
decisión de CFK de pasar a un segundo plano y, más aún, el tono con que lo 
hizo, fue determinante para sellar la suerte de Macri en las elecciones, cuya 
primera instancia (las primarias) tendría lugar en agosto, para luego dar 
paso a las generales en octubre. Alberto Fernández podría sumar a ese 
electorado que, pese a tener fuertes reparos hacia CFK, estaba desencantado 
con los malos resultados económicos del macrismo. La fórmula permitiría 
retener todos los votos de CFK y, al mismo tiempo, salir a buscar los que 
faltaban para obtener un triunfo contundente. 

Y eso fue lo que efectivamente ocurrió. Primero en las primarias, en las 
que el Frente de Todos arrasó en casi todo el país, con el 48% de los votos, 
dejando a Macri con solo el 32%. La campaña había dado resultado: “Volver 
mejores” había sido la consigna. En las elecciones generales, la diferencia 
entre ambos partidos se acortó, pero no lo suficiente como para forzar un 
balotaje: el Frente de Todos se impuso con el 48%, casi con la misma 
cantidad de votos que en las primarias, y Macri mejoró notoriamente, 


alcanzando el 40%. 

No haremos un análisis pormenorizado del gobierno de Alberto Fernández, 
básicamente porque, al momento de escribir estas páginas, aún resta 
completar cerca de un año de mandato presidencial, de modo que ni 
siquiera ha finalizado el ciclo de gobierno y, menos aún, ha transcurrido un 
tiempo prudencial como para tomar la necesaria distancia que impone un 
balance histórico. Sí, en cambio, haremos referencia a cómo se desarrollaron 
las prácticas políticas y los primeros pasos en el abordaje de la política 
económica. Intentaremos interpretar las causas y consecuencias del fracaso 
político de una coalición de gobierno que no logró la necesaria cohesión en 
su funcionamiento y extraer algunas reflexiones para el presente y el futuro 
del peronismo y la política argentina. 


La pandemia 


La presidencia de Alberto Fernández quedará en buena medida signada 
como la gestión que tuvo a su cargo administrar un fenómeno tan intenso 
como inesperado. En diciembre de 2019, el mes en que se produjo el cambio 
de gobierno, China informó sobre la aparición de un nuevo virus con 
severos impactos en la salud humana y alta capacidad de propagación. El 
covid-19 aparecía en la escena internacional, aunque las primeras 
reacciones no parecían estar en el foco de la política mundial. 

En febrero de 2020, Fernández realizó una gira europea donde se reunió 
con los jefes de Estado de Italia, España, Francia y Alemania. Ninguno de 
ellos, salvo Angela Merkel, hizo mención alguna a la problemática del 
covid-19. Pocos días después, la pandemia había estallado y el virus se 
expandía por todo el mundo. Los países europeos fueron los primeros en 
padecer sus consecuencias. En marzo, colapsaban hospitales en Italia, 
Francia, Bélgica y España. Las unidades de terapia intensiva debían elegir 
cómo priorizar el uso de respiradores, mientras aprendían a aplicar 
diferentes terapias. El virus tenía una baja tasa de letalidad, pero era 
particularmente implacable con personas mayores y quienes tenían algún 
tipo de patología previa. 

A mediados de marzo de 2020, el covid-19 era el tema central de la 
agenda en todo el mundo. Era claro el impacto económico de corto plazo: 
China, una de las grandes fábricas mundiales, tenía varias ciudades 
paralizadas y no podría garantizar el abastecimiento de insumos críticos. 
Pero había un elemento todavía más inquietante: la extraordinaria 
capacidad de propagación del virus, junto con la todavía precaria capacidad 


para tratar la enfermedad, obligaban a implementar, como única 
alternativa, medidas para frenar la velocidad de propagación, y ello 
conducía, inexorablemente, a limitar la vida social y extremar las medidas 
de prevención y aprender a convivir con el virus, reduciendo en cuanto 
fuera posible los contagios. 

Fernández convocó a un comité de expertos para analizar la crisis, junto a 
su propio equipo del Ministerio de Salud. A partir de ello, se planteó el 
objetivo de reforzar el sistema de salud para que la inexorable llegada del 
virus no llevara al colapso sanitario que se había producido en algunos 
países de Europa. Se concretó la construcción de hospitales modulares, se 
reforzaron las salas de terapia intensiva y se centralizó la compra de 
insumos médicos y respiradores para asegurar una distribución territorial 
que permitiera atender debidamente el problema en todo el país. 

Era entonces necesario ganar tiempo para generar ese refuerzo en el 
sistema de salud y para lograr concientizar a la población sobre los peligros 
de la expansión del virus, y el aprendizaje sobre las medidas individuales y 
sociales que se debían tomar para reducir los riesgos que inevitablemente se 
iban a producir. 

A fines de marzo de ese año, se implementaron las primeras medidas y, en 
las siguientes semanas, pudo verse la mejor versión de la presidencia de 
Fernández, quien anunció una serie de iniciativas destinadas a limitar la 
circulación de personas: el denominado aislamiento social preventivo y 
obligatorio (ASPO). Lo hizo de una manera didáctica, que le permitió 
establecer una buena conexión con la población. En sucesivas ruedas de 
prensa, sumó a gobernadores de todas las fuerzas políticas y, en particular, 
sus anuncios públicos junto al jefe de gobierno de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, Horacio Rodríguez Larreta, lo mostraron como una persona 
con capacidad de diálogo para gobernar más allá de la propia fuerza 
política, es decir, aquello que CFK señalaba como imprescindible en aquel 
video fundacional del Frente de Todos. 

Desde el punto de vista económico, estaba claro que la situación mundial y 
las propias medidas adoptadas tendrían un impacto muy significativo. El 
turismo, la gastronomía y las actividades culturales estaban virtualmente 
paralizados en todo el planeta. Pero también fue necesario extender las 
medidas restrictivas a diferentes ámbitos de la actividad económica, a 
excepción de las ramas esenciales: alimentos, medicamentos, comercio 
minorista, producciones industriales de sistema continuo, y algunos más. 

En esos días de fines de marzo y comienzos de abril, se anunciaron 
diferentes medidas de apoyo económico que darían muy buenos resultados. 
Por un lado, el ya mencionado ATP, que se combinó con un decreto que 
prohibió los despidos, de modo de asegurar el sostenimiento de los puestos 
de trabajo mientras duraran las medidas restrictivas y el impacto de la 


pandemia. 

Pero esta iniciativa abarcaba al sector asalariado formal de la economía. 
Existía una importante preocupación por el segmento informal e incluso por 
el sector formal no asalariado (profesionales, oficios), que no iban a poder 
desempeñar sus labores durante ese período. Ante ello, se puso en marcha el 
Ingreso Familiar de Emergencia (IFE) mediante el cual se dispuso un pago 
estatal para esos sectores, al tiempo que se reforzó la ayuda alimentaria en 
barrios de menores recursos y se incrementaron los ingresos de quienes 
recibían la AUH. Asimismo, se implementó un crédito a tasa cero destinado 
a monotributistas y autónomos, y se agregaron créditos a tasas de fomento 
para empresas afectadas por la pandemia. 

Todo este paquete de medidas se fue calibrando conforme avanzaba la 
pandemia y se reforzaban o flexibilizaban los esquemas de aislamiento 
preventivo. En total, implicaron un gasto equivalente al 7% del PBL. 

Las medidas no estuvieron exentas de polémica, al igual que en diferentes 
países del mundo, pero dieron resultados positivos. El refuerzo de la 
infraestructura hospitalaria permitió asistir adecuadamente a las personas 
afectadas por el covid-19. No faltaron respiradores ni oxígeno, lo cual 
contrastó con lo ocurrido en algunos países vecinos, donde se vieron escenas 
de espanto en las que familiares de pacientes internados se disputaban 
cilindros de oxígeno en las puertas de los hospitales. Se pusieron en marcha 
con rapidez nuevas líneas de producción de barbijos, indumentaria médica y 
otros insumos. 

En mayo volvieron a funcionar muchas de las fábricas que habían 
permanecido cerradas en el inicio del ASPO, con protocolos de prevención 
que resultaron adecuados. Las medidas implementadas habían sido 
efectivas: se había reforzado el sistema sanitario y se había logrado 
concientizar a personas y empresas sobre las medidas de prevención. 

No obstante, no todo fue color de rosa. Desde sectores vinculados al 
liberalismo económico, se cuestionó la imposición de medidas restrictivas, 
fenómeno que también fue posible observar en muchos países del mundo. 
Sectores de la oposición se sumaron a esos cuestionamientos. Asimismo, 
desde sectores cercanos a CFK se cuestionó a Fernández su cercanía con 
Rodríguez Larreta, y se llegó a afirmar que la buena sintonía estaba 
haciendo subir la imagen del jefe de gobierno porteño. Estos 
cuestionamientos impulsaron un alejamiento que hizo eclosión cuando 
Fernández firmó un decreto que le restaba recursos a la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires. Más allá de la justicia de dicho decreto, la hipótesis resultó 
incorrecta: el distanciamiento perjudicó al presidente, pero no a Rodríguez 
Larreta, quien mantuvo una imagen positiva alta. 

Hacia fines de 2020, comenzaron las gestiones para conseguir vacunas. 
Inicialmente se apostó al acuerdo que habían firmado empresas mexicanas y 


argentinas con el laboratorio AstraZeneca, que tenía previsto empezar a 
producir las primeras dosis en aquel momento. Por desgracia, uno de los 
proveedores mexicanos no pudo cumplir en tiempo y forma. En paralelo, 
avanzaron las gestiones con el laboratorio ruso Gamaleya, que había 
desarrollado la vacuna Sputnik. Las primeras dosis llegaron a fines de 2020, 
pero en cantidades pequeñas. La campaña de vacunación se vio obstruida 
por cuestionamientos sobre la efectividad de la vacuna, que algunos sectores 
políticos llegaron a calificar como “veneno”, lo que a la postre se demostró 
falso. 

La campaña de vacunación tomó vuelo y escala en 2021, y fue muy 
efectiva y transparente. Si bien existen varios métodos para medir la 
efectividad de las medidas adoptadas, la más razonable es utilizar el 
indicador de exceso de mortalidad que mide la Organización Mundial de la 
Salud, ya que los registros de mortalidad por covid-19 son diferentes entre 
países y no todos la informaron de manera precisa.[26] Esto significa 
calcular la cantidad de personas fallecidas que se ubican por encima de la 
media esperada de acuerdo con las series precedentes. Según estos informes, 
el covid-19 generó casi quince millones de muertes en todo el mundo entre 
2020 y 2021, de las cuales cerca del 0,6% se produjeron en la Argentina. La 
cantidad de muertes cada cien mil habitantes fue de 99 en nuestro país, lo 
cual nos ubica en el puesto 61 del mundo, por debajo de los principales 
países de América Latina (Perú fue el más alto del mundo; Bolivia, el 
número 3; México, 16; Colombia, 35; Brasil, 36; Paraguay, 41, y Chile, 57). 
La Argentina estuvo incluso por debajo de Rusia (5), Estados Unidos (40), 
Alemania (51) y España (53).[27] En síntesis, el país tuvo un desempeño 
más que aceptable en la comparación internacional, incluso respecto de 
países del primer mundo que disponían de mayores recursos y menores 
dificultades que el nuestro. 

Esta gestión de la pandemia se vio empañada por dos episodios que serían 
ampliamente difundidos por medios de comunicación y la oposición, y que 
afectarían severamente la imagen del presidente. El primero fue la 
constitución de un vacunatorio al que se derivó a algunos funcionarios, sus 
familiares y otras personas vinculadas al gobierno antes de poner en marcha 
el sistema masivo de vacunación. El otro, la difusión de una foto en la que 
se veía a Fernández junto a su pareja y otras personas en una comida en la 
residencia presidencial de Olivos, sin barbijo, en un momento en que 
todavía regían las restricciones del ASPO. 

Ambos episodios fueron, sin duda, errores. La denominada “foto de Olivos” 
golpeó la credibilidad del presidente, y es comprensible que esto haya 
ocurrido. Pero esa foto en modo alguno puede considerarse una síntesis o un 
símbolo del accionar de gobierno durante la pandemia. Por el contrario, los 
aspectos antes mencionados muestran una gestión que se puso al frente de 


la situación y tomó medidas sanitarias y económicas efectivas con 
creatividad y rapidez. Claro está, al tiempo de iniciada la crisis sanitaria 
mundial muchos se sentían en condiciones de opinar y criticar, y 
proliferaron los “doctores en pandemias”, pero lo cierto es que en marzo de 
2020 era poco y nada lo que se sabía y no existía experiencia previa de la 
cual nutrirse. 


La política económica y productiva 


El gobierno de Macri dejó una situación económica muy complicada. Al 
asumir, en diciembre de 2015, había planteado que la mera llegada de un 
gobierno amigable con los mercados y el desarme de las regulaciones 
financieras, no solo las del tercer kirchnerismo sino también las anteriores, 
generarían el escenario propicio para expandir la inversión privada y el 
crecimiento. La inflación, que en 2015 había cerrado en un 28%, era “el 
problema más sencillo de resolver”, según expresara el propio Macri en 
campaña. 

La normalización del acceso al crédito internacional sería la llave para 
recuperar el crecimiento sostenido. Las regulaciones cambiarias fueron 
desmontadas, se terminó el “cepo cambiario” en diciembre de 2015, y en 
abril de 2016 se anunció un acuerdo con los fondos buitre[28] así como el 
ingreso de nuevos préstamos que permitirían normalizar la economía 
argentina. Desde el punto de vista fiscal, el foco se puso en la actualización 
tarifaria para reducir los subsidios energéticos, que en 2015 habían 
alcanzado el 3,5% del PBI. Tras un 2016 de caída del PBI y alza de la 
inflación, 2017 permitió recuperar el crecimiento y bajar la inflación. Pero 
el efecto duró poco. En abril de 2018, a tan solo dos años de la 
“normalización financiera” que implicó un aumento de casi 100.000 
millones de dólares de la deuda pública en moneda extranjera, los fondos 
comenzaban a salir de la Argentina. ¿Por qué lo hicieron? Los propios 
funcionarios de gobierno observaban incrédulos y desconcertados que aun 
después de las colocaciones de deuda del mes de enero cuando, en palabras 
del secretario de Finanzas, el programa financiero estaba resuelto, los 
fondos internacionales, los grandes aliados del gobierno desde sus inicios, 
resolvían alejarse del país. La situación política era por entonces muy 
favorable al gobierno de Macri, quien venía de obtener un importante apoyo 
electoral en las elecciones de medio término de 2017. Probablemente 
alguno de esos fondos se percató de la magnitud del desequilibrio que se 
estaba gestando, con una cuenta corriente de la balanza de pagos que 


acumulaba un déficit cercano al 4,5% y un atraso cambiario que alimentaba 
dicha situación. 

En este escenario, el gobierno de Macri decidió recurrir al FMI, que aportó 
45.000 millones de dólares que se destinaron a cancelar parte de esa deuda 
que se había contraído con fondos privados, es decir, a soportar la salida de 
esos capitales, y a seguir abasteciendo la demanda de dólares de fondos de 
inversión, empresas y particulares. Una vez más, el FMI acudía al rescate, no 
del país sino de grandes inversores financieros, y en magnitudes 
desproporcionadas. 

Este fue, en muy resumidas cuentas, el panorama con el que le tocó lidiar 
a Fernández en el inicio de su gobierno: una economía sobreendeudada, un 
préstamo con el FMI que debía sí o sí ser reestructurado ya que implicaba 
pagos de imposible cumplimento para 2022 y 2023, un clima recesivo, caída 
del consumo, desplome de la inversión pública y privada, caída en la 
producción y el empleo industrial. La meta de déficit fiscal cero no había 
sido cumplida a pesar de los grandes recortes en el gasto público efectuados 
por el macrismo, precisamente porque la recesión redujo los ingresos 
fiscales obstaculizando el cumplimiento de la meta, de modo que 2019 cerró 
con un déficit primario cercano al 1% del PBI. 

Los objetivos de corto plazo eran revertir ese clima recesivo, recuperar la 
inversión, reactivar el golpeado sector industrial, poner en marcha nuevas 
políticas de estímulo y recuperar el crédito, que se había reducido en un 
50% en términos reales en los últimos dieciocho meses de la gestión de 
Macri. Asimismo, se debía iniciar un proceso de reestructuración de la 
deuda con acreedores privados y también renegociar el acuerdo con el FMI. 

En los primeros meses, se persiguieron esos objetivos. Se iniciaron las 
renegociaciones, se redujeron las tasas de interés, se implementaron líneas 
de crédito productivo y nuevos programas de estímulo industrial, poniendo 
fin a un ciclo de desarme de la política industrial. En diciembre, se había 
sancionado la Ley de Solidaridad y Reactivación Productiva, que establecía 
una suba en los derechos de exportación de los productos de la soja hasta un 
33% y la readecuación del resto de las retenciones. Se creó el impuesto 
PAIS, cuyo objetivo era encarecer la compra de divisas vinculadas a 
consumos turísticos en el exterior. 

La reacción de corto plazo fue positiva y comenzó a registrarse una mejora 
en el nivel de actividad. Pero con la pandemia todo volvió a foja cero. A 
partir de fines de marzo, la política económica y productiva se volcó a 
afrontar este nuevo desafío. El déficit primario, cuya primera estimación 
para 2020 era del 1,5% del PBI, se expandió a más del 6% con el fin de 
afrontar los gastos asociados a la pandemia y soportar la caída de la 
recaudación asociada al desplome de la actividad económica. Ante la 
ausencia de financiamiento externo y el bajo nivel de reservas, el bache fue 


cubierto con emisión monetaria, única fuente disponible. 

En agosto, finalizó exitosamente la reestructuración de la deuda con 
acreedores privados, que concluyó en una quita del 45%. El panorama de la 
pandemia no estaba resuelto, pero la actividad económica se recuperaba con 
adecuados cuidados y protocolos de funcionamiento fabril. El sector 
industrial alcanzó rápidamente sus niveles de producción y empleo 
prepandemia. Las actividades de software y servicios informáticos tuvieron 
un renovado impulso gracias al teletrabajo, el comercio electrónico y la 
digitalización. 

La inflación había arrancado el año en niveles relativamente bajos, pero la 
incertidumbre de la pandemia, que se traducía en la acumulación de stocks 
ante la posibilidad de largas cuarentenas, hizo que el gobierno decidiera un 
congelamiento de precios que, en ese año 2020, fue efectivo y permitió 
reducir la tasa de inflación del 53% al 36%, garantizando el abastecimiento 
de alimentos y productos de la canasta básica durante la pandemia. 

“Volver mejores” tenía muchas implicancias en materia de política 
económica y productiva. Por una parte, plantear una política energética que 
estimulara el crecimiento de la producción y la consecuente sustitución de 
importaciones energéticas, el desafío de desarrollar Vaca Muerta y la 
estructuración de un sistema tarifario razonable, en el que los subsidios 
estuvieran debidamente destinados a quienes realmente lo necesitaran. 

Por otra parte, era necesario tener una política industrial y productiva 
consistente con los desafíos macroeconómicos y, al mismo tiempo, 
establecer nuevos estímulos acordes a la agenda industrial del siglo XXI. 

Llega el momento de contar, en primera persona, algunas de las acciones 
adoptadas, en particular las más de ciento cincuenta medidas de política 
industrial, comenzando por la restitución del crédito productivo, en 
particular a las pymes, a quienes se destinó el 53% del crédito a las 
empresas y que se duplicó en términos reales. A ello se sumó la 
implementación de programas de parques industriales, desarrollo de 
proveedores industriales, fomento exportador y sustitución de 
importaciones. 

En la industria automotriz, el crecimiento se produjo por dos vías: una 
mayor integración de partes y componentes fabricados en el país, y una 
mayor participación de la producción nacional en las ventas totales. En 
diciembre de 2019, de cada cien automóviles que se patentaban en la 
Argentina solo veintisiete eran de fabricación nacional, los setenta y tres 
restantes eran importados. Esa participación se modificó de manera drástica 
y sostenida, pasando de veintisiete a sesenta autos nacionales por cada cien 
vehículos patentados. Es la cifra récord en décadas (el récord anterior había 
sido de cincuenta y dos en 2015). Al inicio del gobierno, varias plantas 
automotrices mostraban un declive en la participación de los componentes 


nacionales, con muchas producciones con menos del 20% de contenido 
nacional. Esta situación se modificó y creció la integración de partes y 
componentes, con el objetivo hacia adelante de integrar con partes 
nacionales más del 40%. Las exportaciones explican el 60% de la 
producción. En suma: una industria que exporta más y ahorra divisas 
produciendo más partes y piezas en el país. Asimismo, el plan de 
electromovilidad generó un renovado entusiasmo en las oportunidades 
futuras de desarrollo del sector en la región. La política industrial 
implementada, que fue liderada por el Ministerio de Desarrollo Productivo 
en acuerdo con terminales automotrices, autopartistas y sindicatos, fue 
exitosa, desmintiendo la idea de que no es posible generar resultados 
positivos a partir del diálogo, la negociación y el consenso. Otro ejemplo a 
destacar es la maquinaria agrícola, en la que la política industrial también 
dio resultados, aumentando en un 50% la participación nacional: del 40% 
pasó al 60%. Ciudades del interior profundo, como Las Parejas, en la 
provincia de Santa Fe, que se encontraban con serias dificultades por la 
reducida demanda, llegaron a operar en pleno empleo y la agenda de 
problemas se trasladó del desempleo y la pobreza a las necesidades de 
construir más viviendas, en definitiva, a problemas propios del crecimiento. 

A ello cabe agregar el extraordinario dinamismo del empleo en el sector 
informático, el cual creó entre mil y mil quinientos empleos formales por 
mes. La puesta en marcha de la Ley de Economía del Conocimiento fue un 
aliciente importante. 

Veamos lo ocurrido en materia energética y el objetivo de producir 
cambios respecto de las limitaciones pasadas. Tres eran los grandes desafíos. 
El primero, implementar rápidamente un plan de estímulo a la producción 
de gas, de modo de aprovechar el potencial y dejar de gastar tantos dólares 
importando barcos y otras fuentes de aprovisionamiento. Ello se materializó 
en el Plan Gas 2020 (Plan Gas.Ar), con la premisa de ahorrar divisas de 
importación y aumentar la producción gasífera en Vaca Muerta y otras 
reservas hidrocarburíferas del país. Su implementación no fue sencilla. Si 
bien el plan estaba listo en julio de 2020, rápidamente aparecieron voces 
críticas desde funcionarios políticamente ligados a CFK, que señalaban que 
la propuesta era antieconómica, con precios en torno a 3,50 dólares por 
millón de BTU, que consideraban caros. Sin embargo, se trataba de un 
precio que se ubicaba por debajo de los niveles históricos del gas importado 
y por el que se llegó a pagar en torno a los 30 dólares tras el estallido de la 
guerra en Ucrania y cerca de 48 dólares durante algunos períodos en 
muchos países. Afortunadamente, las críticas no tuvieron efecto y se 
evitaron graves impactos en la balanza de divisas, ahorrando cerca de 6000 
millones de dólares y revirtiendo el declino del 10% anual, lo que aumentó 
la oferta de gas en un 30%. 


El segundo desafío era salir del desquiciado sistema de subsidios a la 
energía que rige en nuestro país desde hace dos décadas, el cual tiene un 
enorme costo fiscal, es socialmente injusto, centralista, antifederal y 
prorrico, sistema que debería avergonzar a cualquier militante o funcionario 
peronista que subsidia la energía de hogares acomodados de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires o la zona norte del gran Buenos Aires, hogares 
que no necesitan, no solicitan ni valoran esos subsidios. Ese esquema había 
surgido tras la salida de la Convertibilidad y la fuerte crisis social de 2002. 
Tenía sentido en ese momento de emergencia, pero era imprescindible 
racionalizar este sistema, realizando adecuaciones tarifarias que tuvieran en 
cuenta la crisis de ingresos de los hogares, pero dotándola de progresividad 
distributiva. Lejos de ellos, el equipo de la Secretaría de Energía actuó en 
sentido contrario, primero con un congelamiento que se fue extendiendo en 
el tiempo y luego posponiendo la necesaria segmentación de tarifas, 
consolidando uno de los problemas más serios en los que incurrió CFK en 
sus mandatos. El atraso tarifario de 2015, donde los subsidios a la energía 
explicaban más del 3% del PBI, fueron el puntal que utilizó el macrismo 
para implementar los tarifazos de 2016 a 2018. Sin embargo, aún con esas 
fuertes subas de tarifas, siguieron existiendo subsidios en las facturas de 
hogares de altos ingresos, de menor cuantía, claro está, pero el sistema de 
administración mantuvo esas falencias. 

El tercer desafío era generar un marco normativo y desplegar estrategias 
para el desarrollo de Vaca Muerta. No es un tema menor: el sector 
energético es una de las llaves para resolver el problema de restricción 
externa. Estamos hablando de un potencial exportador de más de 30.000 
millones de dólares. Una vez más, los avances fueron lentos, demorando la 
posibilidad de un nuevo marco normativo, por lo cual el proyecto de ley 
quedó en el olvido y fue reemplazado por un decreto que puso algo de 
racionalidad. 

También presentamos numerosas iniciativas parlamentarias. La primera de 
ellas fue la Ley de Cannabis Medicinal y Cáñamo Industrial, que estableció 
la creación de la Ariccame, la agencia destinada a regular su producción 
antes de fines de este año. Este sector podrá generar no menos de diez mil 
nuevos puestos de trabajo en los próximos tres años. Otras fueron la nueva 
ley de Nano-biotecnología y la de Compre Argentino, desarrollo de 
proveedores y compras públicas para la innovación, para dotar de 
herramientas modernas a un esquema que utilizan muchísimos países 
desarrollados para estimular a sus sectores productivos y tecnológicos. Esta 
agenda se completa con una nueva Ley de Inversiones Automotrices, 
destinada a consolidar y ampliar el flujo de inversiones en el sector, y la Ley 
de Electromovilidad, que podría permitir que la Argentina se anticipe a una 
tendencia mundial y pueda fabricar en el país vehículos eléctricos, 


integrando las cadenas del litio, la química, partes y manufacturas. 

Otro punto relevante fue la estatización de Impsa, una de las empresas de 
tecnología más importantes de América Latina, con una tecnología única en 
la región y con presencia en más de cincuenta países que aprovechan su 
tecnología de generación hidroeléctrica, puentes grúa, energía nuclear, 
ingeniería y otros. La empresa pudo seguir operando sin generar ningún 
litigio en el Ciadi, sin poner un solo peso del Estado ni a los acreedores ni a 
los antiguos accionistas. Todos los recursos aportados desde el gobierno 
fueron directamente a la caja de la empresa para su capitalización. Además, 
se integró en el capital y en la gestión de la empresa al gobierno de la 
provincia de Mendoza, de signo político contrario al gobierno nacional. 

En Tierra del Fuego, tuvo lugar el inicio de actividades en la economía del 
conocimiento, y si bien no fue posible reformar el régimen de promoción 
industrial de la isla, se estructuró el Fondo para la Ampliación de la Matriz 
Productiva Fueguina, que será integrado con parte de los beneficios de la 
promoción industrial. Por primera vez en más de cincuenta años, se puso en 
marcha una política concreta para ampliar la matriz productiva fueguina 
con nuevas inversiones y empezar a reducir la dependencia del régimen de 
promoción industrial. 

En Catamarca y La Rioja, por su parte, comenzó a desarrollarse en escala 
la industria de indumentaria, con talleres formales e integrando la cadena 
textil-indumentaria-calzado. Varias empresas de primera línea instalaron 
fábricas en galpones que estaban abandonados en 2019. 

A pesar de los pronósticos sombríos (algunos organismos internacionales 
señalaban que recién en 2026 se recuperaría el terreno perdido por la 
pandemia y la dura caída del PBI en 2020), el crecimiento en 2021 fue del 
10,3% (claro está, impulsado también por el propio rebote tras la fuerte 
caída de 2020). Varias actividades como la industria, la energía, la 
construcción y los servicios basados en el conocimiento tuvieron un 
desempeño expansivo que superó —en algunos casos con creces— los niveles 
previos a la crisis. Este crecimiento estuvo acompañado de una recuperación 
del empleo, con la creación de unos novecientos mil puestos de trabajo, que 
permitieron llevar la tasa de desempleo al 7%, la más baja en comparación 
con los seis años previos. 

El crecimiento también tuvo un impulso en las exportaciones (crecieron un 
42% en 2021, y un 29% en el primer cuatrimestre de 2022) y en la 
inversión (33% en 2021, para cerrar el año un 10% arriba del promedio del 
gobierno de Macri, período en el cual se había pronosticado una “lluvia de 
inversiones”). A contrapelo de cierto discurso que tuvo mucha difusión en 
esos tiempos, que auguraba que las empresas se estaban yendo del país y 
nadie quería ya invertir en la Argentina, la inversión productiva se 
recuperó, sobre todo en el sector industrial, la construcción, la energía, la 


minería y las energías alternativas. La incorporación de maquinaria y equipo 
producido en el país creció un 11%, contra el promedio del gobierno 
anterior, y la de material de transporte nacional, un 16% con la misma 
comparación. En definitiva, la formación de capital se expandió con más 
vigor y mayor participación de equipamiento producido en el país. 

El consumo privado también se recuperó: creció un 10,2% respecto de 
2020, y a comienzos de 2022 ya superaba también los valores de 2019. La 
mayor flexibilidad en la movilidad de las personas tras la finalización de la 
segunda ola de covid-19 permitió una mayor expansión, reforzada por el 
crecimiento del turismo interno. La reactivación industrial mostró el 
contraste con el período de gobierno macrista, en el que se habían destruido 
ciento sesenta y nueve mil puestos de trabajo formales y, peor aún: de los 
cuarenta y ocho meses en los que Macri gobernó, en cuarenta y seis hubo 
destrucción de empleo industrial. Por el contrario, aún con todas las 
dificultades que trajo la pandemia, la industria creó setenta mil nuevos 
empleos formales entre 2020 y 2021, superando los niveles de inicios de 
2019. 


Una extraña pareja 


La conformación del Frente de Todos puso en marcha un nuevo esquema de 
gestión, que partía de la base de que el balance del ciclo de gobiernos 
kirchneristas había tenido un saldo positivo, pero también numerosas 
falencias. De eso se trataba la consigna de “volver mejores”, incorporando 
esta premisa. CFK decía que era necesario mirar para adelante, que el 
mundo había cambiado, y que ya no era posible repetir lo realizado entre 
2003 y 2015, agregando que Alberto Fernández era la persona indicada para 
un período de gobierno que requeriría diálogo y mayores consensos. 
Fernández, por su parte, prometía no volver a pelearse con CFK y construir 
un gobierno amplio y de acuerdos, especialmente con sectores productivos y 
del trabajo. 

¿Qué ocurrió entre ese comienzo prometedor y, en cierta forma, 
refundacional, y la eclosión de una crisis política y de gobierno que volvió a 
generar zozobra y frustración en 2022? 

Son varias las respuestas que se pueden ensayar, pero hay al menos dos 
dimensiones donde cobra sentido focalizar el análisis y que, siguiendo la 
premisa central de este libro, aportan elementos para pensar la política 
argentina y su devenir futuro. La primera es la cuestión del poder en el 
peronismo. Al peronismo le ha costado históricamente consolidar 


estructuras colectivas de ejercicio del poder. Nació como una fuerza con un 
liderazgo fuerte y vertical, y si bien fue mutando a formas más 
participativas, el poder siguió siendo ejercido por una o muy pocas 
personas. 

El Frente de Todos tenía la particularidad de ser una coalición integrada 
por diferentes partes y piezas de una misma fuerza política, las cuales se 
habían ido desmembrando conforme avanzaba el ciclo de gobiernos 
kirchneristas. Al mismo tiempo, la Argentina tiene, por su naturaleza 
jurídica, un sistema presidencialista, según el cual la figura del presidente es 
central: este puede gobernar por decreto en casi todos los órdenes de la vida 
cotidiana, con solo unas pocas excepciones (no puede cambiar las reglas de 
juego en materia tributaria ni penal). 

Ya hemos visto que el ejercicio del poder en el peronismo tiene poco que 
ver con mesas colegiadas, congresos partidarios, comisiones técnicas de 
trabajo y profundidad doctrinaria. El Frente de Todos parecía una ambiciosa 
innovación. ¿Estaba Fernández destinado a disputar el liderazgo de CFK? ¿O 
sería, tal como desde otras fuerzas políticas señalaron, un mero “títere” de 
CFK, como en su momento se dijera de Kirchner respecto de Duhalde? 

Los acontecimientos mostraron que no ocurrió ni una cosa ni la otra. 
Cuando Fernández logró ese notable crecimiento en la imagen positiva de su 
gobierno, en los primeros meses de la pandemia, sintió la imperiosa 
necesidad de realizar gestos hacia CFK y su sector político (por ejemplo, en 
el caso del anuncio de la estatización de Vicentin). 

Fernández nunca intentó disputar abiertamente el liderazgo de CFK, se 
negó sistemáticamente a generar una estructura política y territorial 
alternativa y cedió los espacios de gobierno de mayor vínculo territorial 
(Anses y PAMD a dirigentes ligados a CFK y Máximo Kirchner. Como ya 
señalamos, la idea de Fernández se parecía más a la conformación de una 
suerte de “peronismo a la uruguaya”, emulando la construcción política del 
Frente Amplio. 

En el Frente Amplio conviven diferentes expresiones del arco ideológico, 
desde sectores del centro político hasta fuerzas de izquierda y los 
exguerrilleros tupamaros, de donde proviene José “Pepe” Mujica. Esta 
coalición fue muy exitosa, tanto en términos electorales como en su 
capacidad de cohesión cuando le tocó ser opositora. La conducción es 
elegida democráticamente y quienes pierden acompañan, formulan 
propuestas y hasta ocupan espacios de gobierno o legislativos. Vale agregar 
la idiosincrasia política uruguaya: la convivencia democrática es una 
constante, incluso en la relación con el resto de las fuerzas políticas. Pero en 
el Frente Amplio lo tienen bastante claro: los problemas y diferencias se 
discuten y gestionan en el interior de la fuerza política, no de manera 
pública y a los gritos. 


Poco tuvo que ver esta realidad con la del Frente de Todos. A poco de 
iniciado el gobierno, comenzaron los cuestionamientos internos. Primero 
desde referentes más ubicados en la periferia de la toma de decisiones del 
cristinismo. Con un tono bastante duro, se fueron criticando diferentes 
acciones de gobierno. Si bien en un principio no había un apoyo tácito y 
explícito de CFK, al tiempo comenzó a quedar en evidencia que existía una 
clara convalidación de esas críticas. Ya en octubre de 2020, CFK hablaba de 
“funcionarios que no funcionan”, pero todavía defendiendo la gestión 
presidencial. En 2021 y los primeros meses de 2022, los ataques serían por 
el contrario frontales y generalizados. 

Lo llamativo es que las críticas no venían sucedidas de propuestas 
alternativas, ni en el ámbito programático ni del aporte de nuevos cuadros a 
la gestión. Antes que cuestionamientos internos, se dieron bloqueos y luchas 
para conservar el capital simbólico de los períodos de gobiernos de Kirchner 
y CFK, en contextos completamente diferentes a los de entonces, y a 
preservar el poder en la conducción del peronismo. Efectivamente, CFK no 
gobernó, pero tampoco dejó desplegar plenamente la acción de gobierno, o 
en todo caso opuso serios obstáculos que Fernández no quiso o no pudo 
contrarrestar. 

Esto nos lleva a la segunda dimensión a resaltar, y tiene que ver con la 
incómoda situación de ser gobierno en un contexto económico claramente 
adverso, ya no solo por la crisis macrofinanciera que dejó la gestión de 
Macri, con la necesidad de reestructurar la deuda externa y volver a 
convivir con el FMI, sino, peor aún, agravada por la emergencia de la 
pandemia de covid-19. CFK lo sabía, lo había dicho con claridad en el video 
fundacional del Frente de Todos. De alguna manera, se planteaba que se 
volvería a reconstruir la Argentina, tal como lo había hecho en su momento 
Néstor Kirchner. Pero esta narrativa analógica omitía, incluso con sus 
diferencias contextuales locales y mundiales, la presidencia de Duhalde. La 
presidencia de Fernández (en una comparación que presenta numerosas 
falencias) sería más asimilable a la de Duhalde que a la de Kirchner y, como 
ya mencionamos, es imposible entender los éxitos de Kirchner sin las 
acciones de Duhalde. Claro está, Duhalde no pudo capitalizar para sí su 
accionar de gobierno. Pudo derrotar a Menem, pero tuvo que ceder el 
gobierno y, a la postre, el poder. 

En este marco, si bien CFK había señalado que ya no tenía sentido seguir 
hablando de los logros del período 2003-2015, rápidamente volvió a una 
narrativa autorreferencial en la que 2015 parecía ser el momento de 
máxima felicidad popular y la mejor distribución del ingreso, omitiendo 
que, en ese mundo feliz, muchos de los supuestos beneficiarios de aquel 
modelo votaron a Macri. La falta de mirada autocrítica volvía al centro de la 
escena. 


Fernández siguió aferrado al contrato electoral del Frente de Todos, 
mientras CFK se inclinó por dinamitarlo, y con ello, a las propias bases del 
gobierno del que ella misma formaba parte, y en el que los funcionarios que 
le respondían políticamente administraban nada menos que el 60% del 
presupuesto estatal. [29] 

La crisis política se manifestó con fuerza en dos ocasiones. La primera, en 
septiembre de 2021, tras las elecciones legislativas primarias, cuando el 
Frente de Todos sufrió una derrota importante. CFK quiso forzar un cambio 
de gabinete generando renuncias en cadena de los miembros que le 
respondían. Cuando parecía que esto derivaba en una ruptura de la 
coalición, finalmente hubo una negociación que permitió continuar, con 
claras incomodidades para todos los socios. La segunda crisis fue más 
compleja y determinante, y tuvo que ver con el acuerdo con el FMI para 
reestructurar el cronograma de pagos. CFK y sus dirigentes trabajaron 
abiertamente en contra del acuerdo alcanzado, a pesar de que sus logros 
eran difíciles de discutir: sin recortes de jubilaciones, pensiones ni gasto 
social, con un evidente alivio financiero para los próximos años, ni el 
tradicional paquete de reformas estructurales promercado que suele integrar 
el recetario fondomonetarista. Una revisión de los acuerdos firmados por el 
FMI con diferentes países en las últimas décadas no encontrará uno tan 
favorable como el que firmó la Argentina, incluso considerando el del 
propio Néstor Kirchner durante su presidencia, previo al pago de comienzos 
de 2006. 

Llamativamente, para el cristinismo los resultados obtenidos en materia 
productiva no parecían ser relevantes o suficientes, aún con la notable baja 
del desempleo y la recuperación de la industria. La actitud política de este 
sector de la coalición estuvo siempre más asociada a la conservación del 
capital simbólico acumulado en el período 2003-2015, que a comprometer 
esfuerzos para la gestión de una situación de crisis, como se había expresado 
en aquel video fundacional. 

La crisis de la coalición peronista fue la de un experimento innovador que 
no funcionó. Fue, en definitiva, fruto de una disputa por la conducción del 
peronismo, en la que CFK procuró por todos los medios despegarse de la 
difícil situación económica por las que atravesó y atraviesa la Argentina, y 
del costo político de tomar medidas para enfrentar esa situación. No fue la 
primera vez que al peronismo le tocó administrar una crisis, pero sí que un 
sector eligió descomprometerse de su curso y sus consecuencias. En un 
sentido opuesto al Perón de 1952, que enfrentó la crisis con iniciativas que 
tuvieron un impacto inicial negativo sobre los trabajadores, pero de manera 
frontal y explicando las causas, las consecuencias y el futuro curso de 
acción, CFK eligió comentar la situación con una sorpresiva lejanía y 
ajenidad, sin más propuesta que la de hacer referencia a lo hecho durante su 


propio gobierno, bajo circunstancias locales e internacionales 
completamente diferentes y omitiendo las numerosas falencias que su propia 
acción de gobierno había generado. 


[20] Esto expresaba CFK en un discurso de 1994, en el marco de la Convención 
Constituyente en la ciudad de Santa Fe: “Sería injusto hablar únicamente desde la 
consigna o desde la mera crítica a este modelo. Creo que deberíamos también 
reconocer sus logros. Porque no podemos obviar que en 1989, cuando recibimos el 
gobierno, éramos un país fragmentado al borde de la disolución social. Un país sin 
moneda, con un Estado sobredimensionado que como un Dios griego se comía a sus 
propios hijos. Hubo que abordar entonces una tarea muy difícil: reformular el Estado, 
reformar el Estado, reconstruir la economía; retornar a la credibilidad de los agentes 
económicos en que era posible una Argentina diferente. Se hizo con mucho sacrificio. 
Se logró incorporar definitivamente pautas de comportamiento en los argentinos: 
estabilidad, disciplina fiscal, son logros muy importantes, pero no podemos agotar 
todo el desarrollo en ellos. De la misma manera que cuando asumió la primera 
gestión en democracia y tardó en incorporarse a la sociedad el valor democrático 
como un valor permanente, también demandó un tiempo incorporar la estabilidad, la 
previsibilidad, la organicidad económica como un valor permanente. Pero lo hemos 
logrado. Democracia, estabilidad” (disponible en <www.youtube.com/watch? 
v=c1wq3HhQ4xsg8:t=3s>). 

[21] Resulta interesante leer hoy lo que decía Di Tella tiempo después, en 2009: “Yo 
creo que el bipartidismo peronista-radical no camina. Por supuesto que hay gente 
que dice que en 2011 el kirchnerismo se va a debilitar hasta casi desaparecer y el 
peronismo se fortalecerá alrededor de los anti-K, o sea, Reutemann. Y que por otro 
lado estará el panradicalismo liderado por Cobos o Carrió. Pero para mí, ese 
bipartidismo no funciona. Porque, ¿dónde está la derecha? Se necesita una derecha y 
va a venir una derecha. Yo me considero el San Juan Bautista de la derecha... En 
todos los lugares del mundo hay una derecha” (El Cronista, 17/7/2009, disponible en 
< www.cronista.com >). 

[22] Los índices de inflación señalados no son los publicados por el Indec, dados los 
motivos ya mencionados, sino una estimación basada en los índices provinciales 
calculados por direcciones de estadísticas provinciales. 

[23] Véase, por ejemplo, El Cronista, 2/3/2014. 

[24] Entre 2002 y 2011, funcionó un esquema de regulación cambiaria que pudo 
mostrar resultados muy positivos. Esta regulación estaba bastante alejada de la 
liberalización financiera de los años noventa, y también de la que reimplantó 
Mauricio Macri a fines de 2015, pero mostraba una prudencial distancia respecto de 
los mecanismos de control de cambio que se dieron en la historia argentina y que 
regresaron sobre fines de 2011. En resumidas cuentas, el acceso al mercado 
cambiario estaba garantizado para cualquiera de los fines asociados a una operatoria 
comercial o financiera con el exterior, debidamente documentada, las exportaciones 
e importaciones tenían plazos de liquidación (con algunas excepciones en actividades 
como petróleo y minería) y la adquisición de divisas con fines de atesoramiento tenía 
límites mensuales de hasta dos millones de dólares por persona física o jurídica. Al 
establecerse estos límites, bastante laxos, pero límites al fin, existían mercados 
paralelos como el contado con liquidación o blue, pero con brechas muy cortas (entre 
el 1% y el 2%) respecto del dólar oficial. La regulación se complementaba con 


normas para el ingreso de capitales de corto plazo, sobre los que se exigía un encaje 
del 30% que desalentaba la especulación financiera contra el peso. 

[25] Es justo señalar que hubo dos versiones distintas de Gómez Morales. La de fines 
de los años cuarenta, cuando Perón lo convocó para ordenar la situación 
macroeconómica y afrontar la crisis externa, y la de quien regresó a la gestión 
económica tras la eclosión del pacto social de Gelbard y la muerte de Perón, en 1974. 
En este último y breve interregno, los condicionantes políticos lo llevaron más a 
“hacer la plancha” que a ordenar el desequilibrio económico. 

[26] Véase “El exceso de mortalidad asociada a la pandemia de la covid-19 fue de 
14,9 millones de muertes en 2020 y 2021”, OPS - OMS, 5/5/2022, disponible en 
<www.paho.org/es/noticias/5-5-2022-exceso-mortalidad-asociada-pandemia- 
covid-19-fue-149-millones-muertes-2020-2021>. 

[27] Los datos consignados están disponibles en <www.who.int/data/sets/global- 
excess-deaths-associated-with-covid-19-modelled-estimates >. 

[28] Si bien el problema de la deuda fue en gran medida resuelto por Néstor Kirchner 
y CFK mediante dos canjes de deuda, el primero en 2005 y el segundo en 2010, 
quedó por resolver la situación de un conjunto de bonos de deuda que no ingresaron 
alos canjes y cuyos tenedores, en cambio, fueron a litigar a los tribunales de Nueva 
York. Esos bonos representaban el 7% de la deuda reestructurada y fueron adquiridos 
por “fondos buitre”, como se denomina a los fondos que se dedican a adquirir deuda 
en situación de default para buscar fuertes ganancias mediante negociaciones hostiles 
o su judicialización. En 2014, el juzgado de Nueva York falló en contra de la 
Argentina, lo que generó una compleja situación que se terminó de resolver mediante 
un acuerdo de pago ejecutado por el gobierno de Macri. 

[29] En esta estimación se incluye la Anses, el PAMI, el Ministerio del Interior y a la 
Secretaría de Energía, entre otros. 


Parte III 


6. Los desafíos del siglo XXI y la 
pospandemia 


Los cambios en el escenario internacional 


Los últimos treinta años han mostrado grandes transformaciones en el 
escenario internacional, que pueden dividirse en cambios tecnológicos, 
productivos y geopolíticos. Vamos a analizar brevemente esta tríada, 
adelantando que uno de los problemas que afronta nuestro país es que la 
política argentina no ha terminado de internalizar estos cambios. A 
continuación, plantearemos algunos ejes centrales para pensar la Argentina 
a la luz de esos nuevos escenarios. 

En términos tecnológicos, las últimas décadas han sido de avances 
decisivos en materia de tecnologías de la información y la comunicación 
(TIC) y, más recientemente, en sistemas de automatización, big data e 
inteligencia artificial (es decir, aquello que engloba la denominada 
revolución industrial 4.0). Estos cambios permitieron que la fabricación de 
bienes se fragmentara en diferentes países y se conformaran así redes 
globales de producción. De ahí que estas transformaciones tecnológicas 
hayan sido, en buena medida, condición de posibilidad de transformaciones 
productivas. Gracias a estos avances, muchas empresas se 
internacionalizaron y conforman redes productivas aprovechando ventajas 
geográficas, logísticas y de reducción de costos. En este escenario, tuvo 
especial preponderancia el masivo traslado de unidades productivas hacia 
China y otros países de Asia, lo que constituyó uno de los grandes hitos de 
la globalización. 

Las transformaciones geopolíticas tuvieron su primer movimiento en ese 
traslado masivo ya mencionado, gracias al cual China obtuvo una 
preponderancia histórica no exenta de tensiones, que se hicieron más 
visibles en los últimos años. Pero si la revolución en las TIC posibilitó ese 
fenómeno, la revolución 4.0 facilita el movimiento en sentido inverso. Si 
ahora es posible operar fábricas crecientemente automatizadas, ¿para qué 
ubicarlas en Asia, lejos de los grandes centros mundiales de consumo? Se 
inicia la era del re-shoring, o relocalización, con algunos condimentos 
adicionales. 


Las tensiones entre los Estados Unidos y China se profundizaron durante el 
mandato de Donald Trump. Recordemos que antes de asumir su presidencia, 
Trump pedía a las empresas estadounidenses que cancelaran inversiones en 
otros países y retomaran su dinámica inversora en la economía 
estadounidense. El voto a Trump de 2016 estuvo muy presente en los viejos 
centros industriales del país, aquellos que comenzaron a perder densidad 
económica por el traslado masivo de unidades productivas a Asia. 

En 1980, la producción industrial era todavía un fenómeno asociado con 
los países desarrollados. Allí se radicaba el 86% del producto industrial 
mundial. Los países en desarrollo detentaban el 14% restante, del cual casi 
el 7% correspondía a América Latina, 1,4%, a China, y 3,5%, a otros países 
del este asiático.[30] 

En 2015, el año previo al triunfo de Trump, los países desarrollados 
representaban poco menos de la mitad de la producción industrial mundial 
(49%). China, de aquel insignificante 1,4% de solo treinta y cinco años 
antes, había pasado a representar el 26% del producto industrial mundial; 
otros países del este asiático concentraban el 12%, y América Latina, algo 
menos del 6%. El movimiento es claro: como dijimos, las redes mundiales 
de producción industrial se habían trasladado masivamente a Asia. Se trata, 
sin duda, de uno de los fenómenos más relevantes de la actual fase de 
globalización. 

La tensión geopolítica se expresa en términos de guerra comercial, pero, 
sobre todo, tecnológica. El avance de las tecnologías asiáticas ha sido 
fenomenal. Primero fue Japón en la segunda posguerra. Luego Corea del 
Sur, a partir de los años setenta (para tener una dimensión de lo que 
estamos hablando, en 1970 Corea contaba con un PBI per cápita cinco veces 
más bajo que el argentino). Y, finalmente, China, a partir de los años 
ochenta, en un avance que superó todo lo conocido hasta entonces, un 
extraño experimento de acelerado desarrollo capitalista bajo el férreo 
comando del Partido Comunista. 

A fines del siglo pasado, se subestimaba el avance chino y se señalaba que 
se dedicaban a producir bienes sin contenido tecnológico o diseño propio, 
una suerte de “fábrica de baratijas”. En los años dos mil, se empezó a 
observar a China con mayor respeto, pero llamaba la atención un desarrollo 
tan acelerado sin la expansión de grandes empresas chinas, mientras los 
académicos estadounidenses señalaban que el desbalance global (fuertes 
superávits chinos como contracara del déficit de los Estados Unidos) no era 
sostenible, que China terminaría apreciando su moneda y equilibrando el 
desbalance (la pregunta siempre gira en torno a cuándo ocurrirá y qué 
quedará en pie llegado el momento). Hoy China lidera numerosas ramas 
industriales, impuso marcas, empresas y cuestionó el liderazgo de muchos. 

Pero en la actualidad, los sistemas productivos globales están transitando 


por procesos de importantes transformaciones. La pandemia, por una parte, 
alteró las cadenas de suministro y encareció el transporte internacional, en 
particular el vinculado con Asia. Estas tensiones introdujeron estrategias 
destinadas a generar mayor certidumbre y seguridad a los suministros, en 
particular los considerados estratégicos. 

No solo eso, las mencionadas tensiones geopolíticas se agudizaron y 
reforzaron las tendencias a rebalancear estas cadenas de suministros. Si la 
nota dominante de la globalización de los años noventa y los dos mil fue la 
eficiencia productiva y la reducción de costos, en esta impera el control y la 
seguridad de los suministros. El regreso a los Estados Unidos y países 
cercanos de unidades productivas que se habían trasladado a Asia en 
décadas pasadas, el re-shoring, aparece con mayor fuerza y suma nuevas 
expresiones, como near-shoring y friend-shoring. A esto, se le agregan 
tendencias que se aceleran, como la digitalización, la transición hacia la 
electromovilidad y las nuevas energías. 

Estas tendencias se dan a nivel internacional y abren nuevas oportunidades 
y desafíos para países como el nuestro, oportunidades que se podrán 
expresar en nuevas etapas de industrialización, desarrollo tecnológico y 
generación de empleo, para lo cual será necesario implementar nuevas 
políticas productivas. Durante muchos años, las industrias latinoamericanas 
se vieron desplazadas por el avance chino. El cambio de escenario podría 
aprovecharse para forjar una nueva industrialización, pero requiere de 
políticas muy afiladas y articuladas con una estrategia de integración 
regional con Brasil, Chile y otros países. 

Si se puede producir con una mayor automatización, aquel vector de 
competitividad que exhibían las economías asiáticas —bajos salarios, 
disciplinamiento social, estructuración regional de las redes de proveedores— 
pierde potencia y abre una oportunidad para relocalizar redes industriales. 
De algún hilo se agarraba Trump para sustentar su nado a contracorriente. 
Un reciente reporte de Bloomberg[31] da cuenta de algunos datos que vale 
destacar: 


a. La construcción de nuevas fábricas en los Estados Unidos alcanzó un 
nuevo récord en 2022, en el contexto de una creciente tendencia que 
lleva varios años, según la cual se duplicó la inversión respecto de 
una década atrás. Hay enormes fábricas de chips en Phoenix: Intel 
está construyendo dos en las afueras de la ciudad. Taiwan 
Semiconductor Manufacturing, por su parte, está edificando una, y se 
están armando nuevas plantas de aluminio y acero en todo el sur: en 
Bay Minette, Alabama (Novelis); en Osceola, Arkansas (US Steel); y 
en Brandeburgo, Kentucky (Nucor). Cerca de Buffalo, toda esta nueva 


producción de semiconductores y acero está generando pedidos de 
compresores de aire que se producirán en una planta de Ingersoll 
Rand que estuvo cerrada durante años. 


b. La profundización de las restricciones por el covid-19 en China 
multiplican los planes para reubicar la producción a un ritmo mayor 
al de los primeros seis meses de la pandemia (agrega Bloomberg que 
estas referencias aumentaron más del 1000% respecto del período 
previo a la pandemia). 


La pandemia desestructuró las redes mundiales de producción y 
abastecimiento. Si en febrero de 2020 la duda era de dónde se obtendrían 
los insumos que China comenzaba a desabastecer por el cierre masivo de sus 
fábricas y el aislamiento de su población, en abril de ese año las principales 
economías del mundo tenían su producción y abastecimiento paralizadas en 
algún punto. Lo siguiente que se dio fue el conflicto por abastecerse de 
equipamiento e insumos médicos para afrontar la pandemia, y unas pocas 
semanas más tarde, por la producción y la distribución masiva de vacunas. 

Las tensiones en torno a la localización industrial existían antes de la 
pandemia. Pero lo que hizo este inusitado hecho fue detonarlas y 
acelerarlas. Ya no se trata de producir mejor y más barato, sino de 
asegurarse el abastecimiento y el control de la cadena. No es el fin de la 
globalización, sino una nueva etapa, donde la geopolítica juega su papel y 
vuelven a reconfigurarse intereses regionales y la búsqueda de “amistades”. 

No hablamos aquí de una interpretación personal de la realidad. Veamos 
lo que dijo la secretaria del Tesoro estadounidense, Janet Yellen, en ocasión 
del seminario de Atlantic Council realizado el 13 de abril de 2022: 


Necesitamos modernizar el abordaje multilateral con el que hemos 
construido nuestra integración comercial. Nuestro objetivo debe 
ser alcanzar un comercio libre, pero seguro. No podemos permitir 
que los países utilicen su posición de mercado en materias primas, 
tecnologías o productos clave para tener el poder de perturbar 
nuestra economía o ejercer una influencia geopolítica no deseada. 
Construyamos y profundicemos la integración económica y las 
eficiencias que trae, en términos que funcionen mejor para los 
trabajadores estadounidenses. Y hagámoslo con los países con los 
que sabemos que podemos contar. Favorecer el friend-shoring de las 
cadenas de suministro a una gran cantidad de países confiables, 
para que podamos continuar ampliando el acceso al mercado de 
manera segura, reducirá los riesgos para nuestra economía, así 
como para nuestros socios comerciales confiables. [32] 


Otro cambio que trajo la pandemia fue la aceleración de la agenda verde. Si 
a Trump le importaba poco el tema, Biden se tomó en serio la carrera 
tecnológica del futuro y anunció, a mediados de 2021, un plan para acelerar 
la transición ecológica y procurar llegar a 2030 con la mitad de la 
producción automotriz basada en vehículos eléctricos fabricados en los 
Estados Unidos. China, vale señalarlo, avanza a gran velocidad. Japón y 
Alemania apuestan por el hidrógeno, más aún después del inicio de la 
guerra en Ucrania. 

En 2021, las ventas mundiales de vehículos eléctricos (incluidos los 
híbridos) se duplicaron, al punto de alcanzar los 6,6 millones de unidades. 
El 50% de dichos vehículos se vendieron en China, país que posee en la 
actualidad también cerca del 50% del parque automotor eléctrico mundial. 
Está claro quién está hoy ganando la carrera y cómo se estructura esta 
disputa. En los Estados Unidos, solo el 5% de los automóviles vendidos en 
2021 fueron eléctricos o híbridos, mientras que en China ya alcanza el 16%, 
y se eleva al 26% si nos referimos a autobuses. 

¿Por qué decimos que la política argentina no termina de internalizar estos 
cambios productivos, tecnológicos y geopolíticos? Empecemos por analizar 
el liberalismo económico, expresado sobre todo en el PRO, diferentes 
sectores de Juntos por el Cambio y otras fuerzas emergentes de la política 
argentina. Estos sectores plantean una agenda que no difiere de sus 
principios históricos: reducir el peso del Estado en la actividad económica y 
en los servicios a la población, prescindir de la producción (expresada en la 
virtual ausencia de política industrial y productiva) y poner el foco 
exclusivamente en mejorar las condiciones de entorno macroeconómico e 
institucional. En lo internacional, el liberalismo económico sigue viendo el 
mundo como un escenario de oportunidades comerciales en el que la 
reducción de barreras arancelarias y no arancelarias abre la posibilidad de 
obtener nuevos mercados para la producción nacional. 

Este tipo de enfoques presenta numerosos problemas, que se han 
profundizado con el panorama internacional que acabamos de describir. Por 
una parte, incluso antes de la escalada en las tensiones entre los Estados 
Unidos y China, y los cambios que trajo la pandemia, los mecanismos de 
protección existían, aunque con diferencias relevantes: la mayoría de los 
países ya no utilizó la protección centrada en los aranceles de importación, 
sino en la implementación de medidas técnicas no arancelarias. En efecto, 
según datos de la Organización Mundial del Comercio (OMC), en el mundo 
las medidas no arancelarias pasaron de 1472, en 1995, a 39.927, en 2015, 
es decir que se multiplicaron por veintisiete en veinte años. El país que más 
medidas ha impuesto es los Estados Unidos (4723), seguido por China, con 
2440. 

Más aún, en un escenario en el que se reconfiguran las cadenas de valor, 


pensar que la estrategia de reducir asimétricamente cualquier tipo de 
barrera para cualquier sector va a mejorar las posibilidades de crear y 
acumular valor en el país es, cuanto menos, una ingenuidad. En otras 
palabras, plantear que “abriendo mercados” a otros países a cambio de que 
estos nos abran sus mercados mediante acuerdos de libre comercio produce 
pérdida de capacidades locales. Incluso peor cuando no se acompaña con 
políticas industriales que permitan fortalecer eslabones locales. Así, este tipo 
de enfoques resulta primarizante y genera enormes pérdidas de 
oportunidades. Va a contramano de un mundo que hoy despliega numerosas 
políticas industriales, tecnológicas y de construcción de nuevas capacidades, 
tanto en países desarrollados como en países en desarrollo. 

Desde luego, no se trata de pensar en políticas proteccionistas como las 
que se implementaron durante diferentes tramos del siglo XX. La discusión 
liberalismo/proteccionismo atrasa no menos de cinco décadas. El objetivo es 
crear capacidades productivas y tecnológicas. La apertura de mercados o la 
protección parcial o temporal de otros son instrumentos, y no debe 
confundirse objetivos con instrumentos. Ningún país avanzado ni de los que 
están insertos en senderos de desarrollo descuida sus sectores productivos, 
menos aún en situaciones en las que existe competencia predatoria, basada 
en muchos casos en dumping o pésimas condiciones laborales. No estamos 
hablando de algo poco habitual, sino de lo que hoy están haciendo 
numerosas naciones. 

Las relaciones internacionales no deben justificarse en criterios de afinidad 
cultural o esnobismo. Hemos tenido una relación histórica con países 
europeos, basada en los flujos migratorios que tuvo el país, en los vínculos 
económicos con Francia, España y con Inglaterra.[33] Pero firmar un 
acuerdo de libre comercio con la Unión Europea no implica, per se, ningún 
beneficio ni un carnet de país serio y confiable. Eso fue lo que intentó 
instalar Macri en el final de su gobierno, sin poder explicar con un solo dato 
O argumento en qué nos iba a beneficiar ese acuerdo, centrando su difusión 
en una lastimosa imagen del entonces canciller argentino, Jorge Faurie, 
quien informaba al presidente, con impostado llanto, de la extraordinaria 
noticia del acuerdo alcanzado. Desde luego que es posible y necesario 
discutir acuerdos con países europeos, pero ese tipo de alineamiento 
desprovisto de mínimos estándares de seriedad en la negociación, sin 
estudios de impacto ni consulta con los sectores productivos, no genera 
aportes relevantes, pero sí -probablemente— muchos perjuicios. 

Plantear entonces que nuestros problemas se solucionan estabilizando la 
economía, ordenando la macroeconomía y eliminando cualquier tipo de 
barrera en las relaciones internacionales resulta extemporáneo y falaz. Por 
supuesto, hay que estabilizar la economía y lograr, de una vez, una 
macroeconomía ordenada. Pero ya hemos tenido experiencias en función de 


las cuales constatamos que no es cualquier ordenamiento macroeconómico 
el que garantiza el crecimiento. La larga crisis de la Convertibilidad es un 
claro ejemplo: estabilidad con un aparato productivo destruido y 
conflictividad social no es algo sostenible ni deseable. El abordaje correcto 
consiste en estructurar una estabilización macroeconómica junto con una 
política industrial y productiva que mejore los fundamentos macro y 
estimule el progreso social. 

Cuando vemos los episodios recientes del escenario internacional (como el 
bloqueo de los Estados Unidos a la producción china de chips y 
semiconductores, exigiendo a ingenieros estadounidenses que renuncien a 
sus empleos en fábricas chinas de semiconductores, bajo la amenaza de 
perder su ciudadanía estadounidense),[34] la idea de ese mundo de 
liberalismo económico suena hilarante. 

¿Qué ocurre del otro lado del espectro político y, en particular, en el 
peronismo? Hay un diagnóstico más acertado respecto de la necesidad de 
generar capacidades productivas y tecnológicas para el desarrollo. Pero, en 
muchos casos, se la sigue pensando como un reflejo de la vieja sustitución 
de importaciones, que poco responde a este mundo de complejas 
interrelaciones y actualizaciones tecnológicas. Esto no significa que no se 
puedan sustituir importaciones; de hecho, hay muchísimos espacios para 
hacerlo. Más aún, la actual tendencia al re-shoring tiene puntos de conexión 
con aquella idea. Pero el eje reside en generar capacidades, en aumentar la 
conexión entre eslabones de cadenas productivas y en la complementación 
productiva con otros países. ¿Se puede fabricar indumentaria de calidad y 
precios competitivos en la Argentina? Sí, pero seguramente no toda la que 
los consumidores demanden. Hay que focalizarse allí donde hay mayores 
capacidades, y aprovechar la disponibilidad de materia prima, formar fuerza 
laboral calificada, generar cadenas de comercialización que bajen costos de 
logística y transporte, descentralizar donde sea pueda y establecer cadenas 
formales. En definitiva, requiere planes coherentes, que se sostengan en el 
tiempo. Algo alejado tanto de la idea liberal de no tener planes industriales 
y dejar a todo el sector expuesto a la competencia internacional, que en 
muchos casos es desleal, basada en salarios indignos y condiciones laborales 
que, a nuestros ojos, son de esclavitud; pero también alejado de plantear 
que esos sectores deben recibir protección en todos sus eslabones y por 
tiempo indeterminado. 

Así como entendemos que debe rechazarse una agenda internacional 
basada en la frivolidad y el esnobismo, es importante marcar distancia de 
agendas que plantean que el camino pasa por alinearse con bloques 
periféricos que constituyan contrapoderes internacionales. El pragmatismo 
es la manera inteligente de hacer política exterior sin alinearse con nadie, es 
la forma de negociar con cada país y bloque de poder, buscando los 


resquicios que nos permitan mejorar nuestro comercio e inversiones, para 
favorecer la producción nacional. 

Ningún alineamiento nos va a salvar. En cambio, diversificar las relaciones 
internacionales, “poner los huevos en varias canastas”, permitirá estar 
menos expuestos a los conflictos geopolíticos y mejorar nuestra posición 
comercial, y, sobre todas las cosas, agregar valor al comercio. 

Otra de las falencias que se observan hoy en este segmento de la práctica 
política es seguir pensando el mundo del trabajo con los criterios del empleo 
asalariado del siglo XX, lo cual termina dando la espalda a nuevas 
modalidades de creación de valor. Desde esta óptica, las nuevas formas de 
trabajo quedan fuera de las estrategias de desarrollo, en vez de incorporarlas 
a estas. Con ello, sectores de la política que incluyen a una parte del 
peronismo se alejan cada vez más de quienes crean, producen y distribuyen 
valor, aferrándose en cambio a un inviable modelo de estatismo subsidiario. 
Bajo los preceptos de estos sectores a los que hacemos referencia, las 
grandes empresas de software y servicios informáticos no son los grandes 
creadores de empleo que han sido en los últimos años —además de empresas 
que innovan y desarrollan nuevos servicios y amplían mercados para pymes 
y emprendedores-, sino una suerte de instituciones precarizadoras y 
perseguidoras de rentas. 


Enfocar la agenda: los desafíos del desarrollo en el siglo XXI 


El escenario nacional e internacional planteado nos lleva necesariamente a 
proponerle a la sociedad argentina una síntesis que mire al futuro con un 
proyecto de desarrollo y justicia social. Una síntesis política que construya 
una identidad a partir de los valores centrales e históricos del peronismo (¿y 
por qué no también de algunos sectores del radicalismo y otras fuerzas 
políticas?) y que permita afrontar con seriedad y pragmatismo los desafíos 
económicos, productivos y tecnológicos del siglo XXI. 

Se trata de diseñar un capitalismo con la producción nacional y el trabajo 
argentino como ejes, y que ponga en valor la ciencia y la tecnología. Un 
primer aspecto pasa por señalar con claridad de qué tipo de capitalismo 
estamos hablando, más aún en un país donde, por razones históricas, 
persiste un rasgo identitario anticapitalista en vastos sectores de la política y 
en parte de la población. En su obra La gran transformación, Karl Polanyi 
(1944) diferenciaba entre el mercado como institución económica de 
organización de la producción, la distribución y el consumo de bienes y 
servicios, y la sociedad de mercado. El mercado es una institución previa al 


capitalismo, que existe desde tiempos remotos de la humanidad y permite 
estructurar un sistema más eficiente de suministros a partir de la división 
del trabajo. La economía de mercado refleja una evolución acorde al cambio 
tecnológico y el avance de las revoluciones industriales. Pero la sociedad de 
mercado es el avance del mercado autorregulador, un esquema de desarrollo 
según el cual el mercado transforma el trabajo humano y la naturaleza en 
una mercancía más, mercantilizando la vida social en su conjunto. La 
humanidad ha generado anticuerpos contra enfoques como estos, tan 
presentes en prédicas liberales y libertarias, porque ponen en peligro su 
propia existencia. Probablemente Polanyi no imaginó que, a comienzos del 
siglo XXI, resurgirían expresiones extremas de este tipo —como la dirigencia 
libertaria argentina, a la que le parece admisible mercantilizar órganos 
humanos y hasta, ¿por qué no?, los propios hijos-. 

En un capitalismo productivo como el que aquí proponemos, alejado de la 
sociedad de mercado, pero no enfrentado a la economía de mercado, sino 
con una presencia estatal estratégica y sinérgica con la inversión privada, el 
proyecto político debe concertar prioritariamente con los sectores 
productivos y los sindicatos como columnas vertebrales, pero también 
incorporar a nuevos emergentes sociales y ambientales. Cobra particular 
importancia una política inclusiva con los nuevos y viejos actores, no para 
“quitar derechos” a quienes permanecen en el mundo del empleo asalariado 
formal, sino para “dar derechos” a quienes están fuera, tanto a aquellos que 
padecen la informalidad como a nuevas modalidades de empleo, el 
teletrabajo, las economías de plataforma y otras asociadas con las nuevas 
tecnologías. 

Este punto no es menor, si tenemos en cuenta que en la Argentina, sobre 
una población económicamente activa de unas 20 millones de personas, solo 
la mitad trabaja como asalariado registrado (unas 6 millones en empresas 
privadas, unas 3 millones en el sector público y unas 400.000 mujeres en 
casas particulares). La otra mitad está conformada por 3,4 millones de 
asalariados informales (1 millón en la industria y la construcción, 800.000 
en el campo, 600.000 en comercio y 1 millón de mujeres en casas 
particulares), 2,6 millones de personas formalizadas que no viven de un 
salario (2,2 millones de monotributistas y 400.000 autónomos) y 2,4 
millones de personas que se desempeñan en oficios y tareas informales y los 
trabajos frecuentemente asociados a la denominada economía popular. El 
cuadro se completa con algo menos de 2 millones de personas desocupadas. 

Nótese que el mundo del trabajo no asalariado es también heterogéneo. 
Allí es posible encontrar tanto a personas que trabajan en condiciones de 
subsistencia con otras que lo hacen de manera independiente y con buenos 
ingresos. Esta heterogeneidad es la que requiere afinar el abordaje político y 
de políticas públicas. 


Postulamos, así, seis grandes desafíos económicos, productivos y 
tecnológicos del siglo XXI, que describiremos brevemente a continuación 
advirtiendo también cuáles han sido los avances recientes que podemos 
destacar de mi cercana experiencia de gestión de políticas productivas. 


1. La adopción de la agenda ambiental, con dos grandes objetivos: a) 
utilizar estos desafíos como vectores de desarrollo productivo para 
una nueva industrialización y creación de empleos; b) mejorar la 
calidad de vida de quienes habitan la Argentina, en el presente y en 
el futuro. Hace algún tiempo, hablábamos[35] de construir nuestro 
Green New Deal y muchos de esos desafíos han sido plasmados en el 
Plan de Desarrollo Productivo Verde y los avances en hidrógeno 
verde, la industria del litio, el proyecto de ley de electromovilidad y 
la economía circular, entre otras iniciativas.[36] 


2. El avance en la agenda de la economía del conocimiento, la 
digitalización y la industria O. La pandemia aceleró la agenda digital, 
la automatización, la robótica. Esto representa oportunidades 
enormes para el país. Se suele afirmar que estas tendencias ponen en 
riesgo millones de puestos de trabajo. Sin duda, lo harán en aquellas 
naciones que no decidan avanzar en el desarrollo de estos sectores, 
no así en las que adopten esta agenda. En el Plan de Desarrollo 
Productivo Argentina O, la implementación de la Ley de Economía 
del Conocimiento y Argentina Programa, destinada a formar a 
doscientos mil chicos y chicas de todo el país en habilidades de 
programación, hemos plasmado estas ideas.[37] 


3. En parte derivada del punto anterior, y reforzada por las tendencias 
pospandemia, la industrialización del siglo XXI adopta nuevas 
perspectivas mundiales. Los procesos de re-shoring que ya 
comentamos, el hecho de que el mundo avance hoy hacia redes 
productivas más cortas y seguras, supone nuevas oportunidades de 
industrialización para la Argentina. Sin embargo, no serán 
espontáneas, sino que necesitarán una política industrial muy atenta 
a los cambios y la combinación entre nuevos y viejos instrumentos. A 
ello se suman los esfuerzos de industrialización que requerirán los 
desarrollos de las industrias verdes y los cambios que introducen las 
nuevas tecnologías 0. 


4. La agenda de género ha emergido como nuevo factor de impulso de 
la justicia social. Una parte sustancial de esta agenda se juega en el 
mundo de la producción y el trabajo, donde se expresan de manera 
contundente las desigualdades de ingreso, de acceso a los puestos de 


trabajo mejor remunerados y de conducción e incluso en la dirección 
de las empresas, donde la presencia de mujeres es todavía 
minoritaria. Vivimos en sociedades en las que las tareas de cuidado 
(del hogar, de niños y ancianos) recaen fundamentalmente en las 
mujeres, lo que genera parte de las desigualdades mencionadas. 
Asimismo, cuando se analiza la grave problemática de la violencia 
contra las mujeres y los femicidios, es posible observar que la 
dependencia económica es un factor central que impide que las 
mujeres que sufren violencia de género puedan alejarse del hogar y, 
en Ocasiones, evitar el desenlace trágico para ellas y sus hijos. Una 
agenda productiva del siglo XXI debe contemplar, entre sus 
lineamientos, el desarrollo de infraestructuras de cuidado que 
ecualicen las responsabilidades con los varones, así como establecer 
parámetros que aseguren la igualdad en el ámbito laboral y 
promuevan una presencia igualitaria de mujeres en la producción y el 
trabajo.[38] 


5. También se reconfigura el territorio en este nuevo ciclo. Por un lado, 
por la digitalización, que permite que numerosas actividades se 
realicen con trabajo remoto y coordinación digital. Por otro, por los 
requerimientos vinculados a una explotación racional de los recursos 
naturales, con cadenas más intensivas en servicios de ingeniería, 
tratamiento ambiental y proveedores. Estas tendencias son cruciales 
para descentralizar la actividad económica en la Argentina, reducir la 
centralidad del Conurbano bonaerense y generar mayores 
oportunidades para desarrollar una vida digna y de mayores chances 
de progreso económico y social. 


6. Desde luego, la reconfiguración del mundo del trabajo es un aspecto 
central y transversal a los ejes mencionados, y requiere nuevas 
iniciativas en materia de legislación y regulación. Y es un tema 
crucial para el peronismo, que nació dando a luz una modernización 
en la legislación laboral y le dio nuevos pisos de derechos y dignidad 
al sector del trabajo. Hoy, debe volver a realizar esa tarea, pero bajo 
los parámetros y transformaciones del siglo XXI. 


[30] Los datos sobre la distribución geográfica de la producción industrial mundial 
que se exponen fueron elaborados a partir de diferentes informes y bases de la 
Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial (Onudi), agencia 
destinada al desarrollo industrial. 

[31] “American Factories Are Making Stuff Again as CEOs Take Production Out of 
China. The pandemic forced companies to rethink their supply chains. This is just 
economics”, says one executive who made the move”, Ryan Beene, 5/7/2022. 


[32] “Remarks by Secretary of the Treasury Janet L. Yellen on Way Forward for the 
Global Economy”, U.S. Department of the Treasury, 13/5/2022, disponible en 

< home. treasury.gov/news/press-releases/jy0714> (traducción propia). 

[33] Hobsbawm (1968: 141) sostenía que la Argentina fue, en algunos tramos del 
siglo XIX, una colonia informal británica. 

[34] El 7 de octubre de 2022, el gobierno de Biden impuso restricciones que prohíben 
suministrar ciertos semiconductores fabricados en cualquier país del mundo como 
parte de equipos estadounidenses. Pero fue todavía más allá: impidió la movilidad de 
investigadores e ingenieros estadounidenses capaces de diseñar esos sistemas hacia 
China. Al menos cuarenta y tres ciudadanos estadounidenses se desempeñaban en 
dieciséis empresas chinas de semiconductores en puestos clave de CEO, presidente y 
vicepresidente; estos venían de trabajar en Silicon Valley para fabricantes de chips o 
de equipos de semiconductores. Algunos habían sido atraídos a China a través de 
iniciativas como el programa “Mil talentos”, del país asiático, presentado en 2008 
por el gobierno chino para impulsar los estándares de investigación. Véase Marimar 
Jiménez, “El veto a contratar personal de EE.UU. a las empresas chinas de chips 
recrudece la guerra por el talento”, Cinco Días, 18/10/2022, disponible en 
<cincodias.elpais.com>. 

[35] En este apartado, así como en algunos segmentos, opto por la primera persona 
del plural porque, más allá de la responsabilidad en los liderazgos, considero que una 
gestión requiere la conformación de equipos de trabajo en sus diferentes roles, tanto 
de planeamiento, reflexión intelectual, administración, ejecución y monitoreo, y tuve 
la oportunidad de compartir esa gestión con excelentes profesionales y cuadros 
técnicos. 

[36] Véanse “Presentación del Plan de Desarrollo Productivo Verde”, disponible en 
<www.argentina.gob.ar/sites/default/files/2021/07/ 
plan desarrollo productivo_verde.pdf>; “Un plan para incorporar una visión 
sostenible en toda la producción argentina”, disponible en <www.argentina.gob.ar/ 
produccion/desarrollo-productivo-verde+f:—:text =El%20Plan%20Desarrollo 
%20Productivo%20Verde,sostenible42C%20inclusivo%20y%20ambientalmente 
%20responsable>. 

[37] Véanse “Plan de Desarrollo Productivo Argentina 4.0. Generamos programas 
para impulsar la adaptación de la Industria Nacional al Paradigma 4.0 y promover el 
desarrollo de soluciones tecnológicas 4.0 en el país”, disponible en 
<www.argentina.gob.ar/produccion/planargentina40 >, “Plan de Desarrollo 
Productivo Argentina 4.0. Políticas para impulsar la adaptación de la Industria 
Nacional al Paradigma 4.0 y promover el desarrollo de Soluciones Tecnológicas 4.0 
en el país”, disponible en <www.argentina.gob.ar/sites/default/files/ 
plan de desarrollo productivo_argentina_4.0.vf_2.pdf>. 

[38] Véase “Hacia una visión compartida sobre la perspectiva de género en las 
políticas de desarrollo productivo”, disponible en <www.argentina.gob.ar/sites/ 
default/files/hacia_una_vision compartida genero_9.11.20.pdf>. 


7. Una síntesis peronista 


A partir de la revisión histórica de los solublemas y los desafíos 
tecnoproductivos del siglo XXI planteados en los capítulos anteriores, 
proponemos ahora encontrar una síntesis para el abordaje de los desafíos 
centrales del desarrollo y la política económica. La hemos denominado 
“síntesis peronista”, porque procura tomar lo mejor de las experiencias 
analizadas del peronismo en el gobierno, pero también puede pensarse 
como una síntesis para la política argentina en términos más amplios. 


La construcción de una macroeconomía estable que promueva el 
desarrollo 


El primer y fundamental aspecto es el de construir las bases 
macroeconómicas para el desarrollo argentino. La experiencia política 
confirma que no hay crecimiento sostenible sin justicia social, porque la 
conflictividad social termina operando como anticuerpo que cercena el 
avance de proyectos excluyentes. Del mismo modo, sabemos que no hay 
justicia social sin crecimiento sostenible, porque la distribución llega a un 
límite si no crecemos ni incrementamos nuestra producción ni mejoramos la 
productividad incorporando tecnologías, ampliando la matriz sectorial e 
innovando constantemente en las diferentes actividades económicas. 

La historia del peronismo ha mostrado dificultades para congeniar 
desarrollo productivo y justicia social con una macroeconomía estable y 
sostenible. Hemos visto que la inflación y las crisis del sector externo han 
sido —incluso hasta hoy- falencias a resolver, pero también encontramos en 
instancias del peronismo clásico y en el primer kirchnerismo indicios claros 
de que es posible congeniar ambos objetivos. Gestionar las finanzas públicas 
en procura de tener superávit fiscal es, ante todo, la posibilidad de cumplir 
con el anhelo de ampliar la independencia económica y los grados de 
libertad de la política pública: cuando se amplifican los déficits, es necesario 
financiarlos recurriendo a quienes tienen excedentes, que suelen ser sectores 
poco afines a las políticas del peronismo. 


Es necesario construir un consenso claro: ninguna mejora social será 
sostenible sin consistencia macroeconómica, y no habrá mayores grados de 
libertad en la política pública si no se constituye una moneda sana y estable. 
La manera de afrontar el problema del bimonetarismo argentino debe partir 
de la base de estructurar una macroeconomía más estable, con baja inflación 
y estímulos para la inversión privada. El desafío no es sencillo, y no es el 
propósito de este libro proponer un plan de estabilización, básicamente 
porque un plan de esa naturaleza depende de las condiciones de inicio que 
deben analizarse en su oportunidad y contexto. Sí, en cambio, podemos 
señalar cuáles deberían ser algunos de sus principios rectores. 

El primero de ellos es evitar la apreciación del tipo de cambio real, porque 
ello vuelve insostenible la estabilización, del mismo modo en que la historia 
ha demostrado la imposibilidad de mantener en el tiempo un tipo de cambio 
real alto. Estabilizar el tipo de cambio real en un nivel cercano al promedio 
histórico parece una tarea nada sencilla, pero más razonable, si se busca un 
nuevo tipo de cambio de equilibrio social en los términos que plantean 
Gerchunoff y Rapetti (2015).[39] 

El segundo de estos principios consiste en promover un salto exportador 
que desplace a la restricción externa, algo fundamental para salir del 
bimonetarismo y lograr una baja consistente de la inflación. Una parte de 
ello tiene más que ver con iniciativas sectoriales y productivas que 
macroeconómicas (los sectores que nos permitirían duplicar las 
exportaciones tienen nombre y apellido: energía, minería, alimentos, 
economía del conocimiento y algunas industrias como la automotriz, la 
petroquímica, la forestal y la metalmecánica). Pero la regulación 
macroeconómica será decisiva para dar consistencia a las iniciativas 
sectoriales y promover un salto exportador en muchas ramas productivas. 

El tercero es el equilibrio fiscal y la política fiscal contracíclica. Ya hemos 
explicado por qué, desde el punto de vista de la política pública y sus grados 
de libertad, es necesario sostener el equilibrio fiscal, prescindiendo de los 
condicionantes que impone la necesidad constante de financiamiento del 
déficit. Pero, fundamentalmente, la idea estructural de equilibrio presupone 
la implementación de políticas fiscales contracíclicas, esto es, poder 
incrementar el superávit en tiempos de crecimiento económico para generar 
ahorros en tiempos de bonanza, e incrementar el déficit en tiempos de caída 
de la actividad económica. Así, el sector público evita tanto un 
recalentamiento de la actividad económica en períodos expansivos como la 
amplificación de la recesión en momentos negativos. Las políticas 
procíclicas, típicas de enfoques ortodoxos, adolecen de estos aspectos. 

Es destacable que la Argentina haya carecido de políticas contracíclicas. 
Un estudio de Ocampo (2011) sobre América Latina clasifica los países 
según el tipo de política fiscal predominante en los años dos mil. Brasil, 


Bolivia, México y otros seis se ubican entre quienes tuvieron políticas 
procíclicas, mientras que Chile, Perú y otros dos implementaron políticas 
fiscales contracíclicas. La Argentina, junto con otros cuatro países, aparece 
entre quienes tuvieron políticas acíclicas, es decir, que expandieron 
sistemáticamente el gasto estatal. 

El cuarto de los principios es la coherencia y la responsabilidad en la 
política monetaria. Por desgracia, las visiones dogmáticas, de gran difusión 
en tiempos de grieta y polarización, llevan a plantear posturas extremas. 
Una de ellas es que el BCRA debería estar completamente inhibido de 
realizar políticas de expansión monetaria o de financiamiento monetario del 
déficit fiscal, porque esto solo implicaría mayor inflación, y no crecimiento 
de la economía o morigeración de ciclos recesivos. La otra, en sentido 
contrario, es que la expansión monetaria en ningún caso es un factor directo 
o indirecto de mayor inflación, de modo que se podría expandir el gasto 
público de manera prácticamente ilimitada. Ambas visiones son erróneas. La 
primera, porque está claro que en numerosas circunstancias la expansión 
monetaria no es inflacionaria. En el largo plazo, la correlación entre dinero 
y precios es altísima, pero su causalidad no resulta evidente. La segunda, 
porque una expansión del gasto financiada con emisión monetaria puede en 
muchas ocasiones alimentar la demanda de divisas y, con ello, la 
devaluación de la moneda, que es uno de los principales factores que han 
generado saltos inflacionarios. 

Esto significa que es necesario evitar ambas visiones extremas. Por una 
parte, sería un error comportarse como un alcohólico en recuperación que 
tiene prohibido cualquier acceso a la bebida, aunque más no sea una copa 
de vino. ¿De qué manera hubiese afrontado la pandemia nuestro país, sin 
acceso al crédito, sin ahorro fiscal y con pocas reservas en el Banco Central, 
sino recurriendo al financiamiento monetario en una situación por demás 
extrema e inesperada? Pero, al igual que con la política fiscal, el uso de este 
tipo de herramientas debe ser de carácter puntual, moderado y rápidamente 
modificado una vez que la situación de origen se revirtió. 

El quinto principio rector es la regulación financiera acorde con la 
prudencia macroeconómica y las necesidades del desarrollo. Esto se expresa 
en el requisito de garantizar rendimientos positivos moderados para las 
colocaciones en moneda nacional, de modo de estimular el ahorro en 
nuestra moneda, tanto como en generar mecanismos de estímulo al acceso 
crediticio para inversiones productivas que tengan impacto positivo en el 
balance de divisas y en el empleo. Decimos que los rendimientos financieros 
deben ser positivos, pero moderados, para que existan incentivos también a 
asumir inversiones de mayor riesgo. Y, al mismo tiempo, un sistema de 
banca de desarrollo permite direccionar partes del ahorro con subsidios de 
tasa y plazos más largos como para acompañar inversiones productivas 


estratégicas —-entendidas como aquellas que el sistema financiero no financia 
habitualmente y que la política productiva interpreta como proyectos 
centrales para diversificar la matriz sectorial, agregar valor, exportaciones o 
innovar—. Esto implica contar con un sistema financiero que contribuya al 
buen desempeño del sistema productivo, y no al revés. 


Una nueva industrialización 


Durante años, proliferaron discursos que pretendieron quitar relevancia al 
sector industrial, asociando los procesos de industrialización a ideas del 
pasado. El crecimiento del sector de servicios, fuente principal de la 
expansión del empleo, tanto aquí como en el mundo, llevó a postular el fin 
de la era industrial. Surgieron entonces nuevos lineamientos muy difundidos 
en América Latina, que pregonaban que la mejor política industrial es no 
tener ninguna política industrial. 

La situación en el planeta y en particular en nuestro país es bastante más 
compleja, y muchas son las razones por las cuales la Argentina necesita de 
la industria en el siglo XXI En primer lugar, si bien en materia de 
generación de empleo el sector manufacturero —tanto aquí como en buena 
parte del mundo- ha ido perdiendo terreno a mano de los servicios, la 
realidad es que el desarrollo tecnológico y la innovación a nivel global 
siguen dándose predominantemente en la industria, la cual además tiene 
grandes interdependencias con los servicios y el sector primario. Por ende, 
el crecimiento de los servicios está asociado al de la producción industrial. 
Hagamos el simple ejercicio de comparar cuántos servicios de transporte, 
comunicaciones, comercio, informática y otros se precisan para facilitar el 
consumo de un bien final importado, y cuántos para realizar lo mismo, pero 
con un producto industrial, con decenas de insumos intermedios, eslabones 
industriales y tecnologías. 

Según la OCDE, el 73% de la investigación y desarrollo (1+ D) empresarial 
mundial corresponde a las empresas industriales, una actividad en la que 
países como Corea del Sur, Alemania, Japón y China alcanzan niveles de 
entre el 85% y el 90%. En la Argentina, el 56% de la I+D empresarial lo 
genera la industria, lo cual muestra que el sector es, por lejos, el que más 
contribuye a la innovación, algo fundamental para el desarrollo. 

En segundo lugar, la industria nacional realiza un aporte fundamental al 
empleo de calidad y a la movilidad social ascendente, con más de un millón 
de puestos de trabajo, que representan casi el 20% del total del empleo 
asalariado formal del sector privado. Los salarios industriales son un 16% 


más elevados respecto del promedio del sector privado registrado, y la 
informalidad laboral es significativamente menor (un 31% en la industria 
contra un 41% en el promedio del sector privado). 

La industria es también fundamental para el desarrollo territorial. 
Ciudades con importantes polos industriales, como Zárate-Campana, San 
Nicolás, Puerto Madryn, Rafaela-Sunchales o Arroyito, por citar solo 
algunas, presentan mayores niveles de formalidad y salarios que localidades 
con baja densidad industrial. 

A la vez, resulta crucial ver la industria como un factor fundamental para 
mejorar el balance de divisas. Si bien la Argentina tiene un considerable 
déficit comercial estructural en manufacturas, eso no se produce porque nos 
sobre industria, sino por todo lo contrario. Sin industria, nuestro déficit 
comercial sería mayor y, por lo tanto, nos volvería más proclives a las crisis. 
La experiencia nos muestra que cuando se daña y se descuida la industria, se 
agrava el déficit comercial, lo que desemboca en devaluaciones que 
empobrecen a la gran mayoría de los argentinos y destruyen a parte de la 
clase media. 

En la actualidad, todos los países desarrollados implementan políticas de 
desarrollo productivo con un fuerte eje en la industria. En la última década, 
se han puesto en marcha diversas políticas como Manufacturing USA 
(Estados Unidos), Made in China 2025 (China), Smart Manufacturing 
(Canadá), Digital New Deal y Green New Deal (Corea del Sur), Impresa 4.0 
(Italia), New Industrial Strategy y Catapult-High Value Manufacturing (Gran 
Bretaña), Smart Industry (Países Bajos), Produktion 2030 (Suecia), Industrie 
Value Chain (Japón), Next Wave of Manufacturing (Australia), Make in 
India (India), Industria Conectada (España), Made Different (Bélgica) y 
Produtech (Portugal). Lejos del pasado, industria es presente y futuro. Desde 
luego, se trata de una industria diferente a la del siglo XX, con nuevos 
desafíos, y eso refuerza aún más la necesidad de una política industrial. 

Esto requiere un Estado que planifique con organismos públicos 
técnicamente bien dotados y en coordinación con los sectores productivos y 
del trabajo. Los sindicatos son aliados de esta industrialización, que necesita 
combinar viejos y nuevos instrumentos. 

También es necesario superar las dicotomías. La industria crece asociada a 
actividades de servicios, en particular a las tecnologías y la economía del 
conocimiento. También es clara la vinculación con las actividades primarias, 
donde la industria puede crecer tanto como proveedora (tractores, 
sembradoras, cosechadoras y otras maquinarias para la actividad agrícola; 
perforadoras y equipamiento para petróleo, gas y minería) como en valor 
agregado (industria alimenticia, combustibles, petroquímica, etc.). 

La política industrial del siglo XXI requiere una adecuada calibración, para 
atender los nuevos desafíos y para adecuar los instrumentos que permitan 


modernizar industrias tradicionales. Con respecto al primer punto, ya hemos 
hecho referencia a los nuevos ejes transversales: las industrias verdes, la 
industria 4.0 y las implicancias regionales del re-shoring y el near-shoring. 
Esto implica fundar nuevas industrias, reconvertir otras y fortalecer sectores 
proveedores de insumos y tecnologías, fuertemente asociados a actividades 
de ingeniería y otros servicios, y en las industrias tradicionales, una 
segmentación en función de la cual se trabaje con los sectores más 
competitivos para que contribuyan al necesario salto exportador y con los 
más sensibles para una modernización que mejore su competitividad y 
formalice sus empleos. Esta nueva industrialización será central para 
resolver los dos grandes desafíos del país: estabilizar la macroeconomía y 
generar empleos de calidad, en aras de reducir genuina y sistemáticamente 
la pobreza. 


El Estado social de Cristina y el rebalanceo de las políticas sociales 
y productivas 


El primer gobierno de CFK implementó una serie de políticas sociales que 
han tenido impactos positivos y generado nuevos consensos. La AUH, en 
2009, fue una innovación relevante que con gran tino puso el foco en las 
transformaciones del mercado laboral del siglo XXI. En un escenario de 
preeminencia del empleo asalariado formal, la seguridad social y el salario 
familiar permitían establecer pisos de acceso a servicios básicos. Pero en la 
heterogeneidad ya mencionada, con sectores precarizados, trabajadores 
informales y desocupados, la AUH estableció nuevos pisos de inclusión 
social y de acceso a la alimentación básica, la salud y la educación. 

La AUH es la extensión del salario familiar que perciben los trabajadores 
formales, llevada al conjunto del trabajo informal, precarizado y a 
desocupados. Ha sido un gran acierto, sin que haya implicado costos 
insostenibles para las finanzas públicas: lejos de eso, esta asignación 
representa aproximadamente el 0,5% del PBI. Es también una política social 
de fácil acceso, transparente y que se implementa en trámite directo con la 
Anses, de modo que su cobro no depende del favor de ningún intermediario 
u organización. 

Asimismo, cabe destacar las políticas de inclusión previsional. A comienzos 
de este siglo, solo el 61% de los adultos mayores de 60 años tenía alguna 
cobertura jubilatoria. Esta exclusión previsional tan alta reflejaba la 
fragmentación del mundo laboral y la crisis de ingresos: muchas personas no 
llegaban a los treinta años de aportes para acceder a una jubilación, no por 


falta de voluntad sino por la precarización, la informalidad y el desempleo 
que se habían expandido durante el último cuarto del siglo XX. 

La cobertura se extendió a casi la totalidad gracias a las moratorias 
previsionales, garantizando el acceso a prestaciones básicas para adultos 
mayores. Mucho se ha discutido respecto de si esta inclusión previsional era 
“justa” o no, habida cuenta de la existencia de personas que efectivamente 
cumplieron con los requisitos para jubilarse, pero debe tenerse en cuenta 
que no se trata de una decisión voluntaria, sino de un rasgo que fue 
adoptando el mercado de trabajo. 

Si bien ambas políticas han sido efectivas, también es cierto que han 
proliferado numerosas políticas adicionales, entre las que cabe mencionar 
programas de autoempleo, ayuda alimentaria, conformación de cooperativas 
de trabajo para personas desocupadas. Más recientemente, el programa 
Potenciar Trabajo llegó a tener 1,3 millones de beneficiarios bajo un 
esquema de subsidio directo vinculado al salario mínimo vital y móvil. 

La paradoja de esta situación es que el crecimiento de los programas 
sociales, cuyo gasto llega al 1,7% del PBI (sin contar AUH ni asignaciones 
familiares), no estuvo acompañado de una reducción estructural de la 
pobreza. Esto nos lleva a plantear la necesidad de realizar un rebalanceo 
entre política social y política productiva y de empleo, más aún cuando se 
observa cada vez más una brecha entre los indicadores de pobreza de 
adultos mayores (relativamente baja) y de los más jóvenes (entre las más 
altas): en el primer semestre de 2022, el Indec informó que el 36,5% de la 
población argentina se ubicaba por debajo de la línea de pobreza, pero la 
heterogeneidad salta cuando se descompone por franjas etarias. Mientras 
que entre los mayores de 65 años la pobreza alcanzaba al 12%, entre los 
jóvenes de entre 15 y 29 años llegaba al 43%. Para los jóvenes, la respuesta 
debe ser educación, entrenamiento para el trabajo y oportunidades de 
empleo, y no la proliferación de programas sociales que, en ocasiones, solo 
contribuyen a la acumulación política de las organizaciones que los 
promueven. 

El sistema previsional es sostenible en la medida que haya más gente 
trabajando y aportando. Por eso es importante rebalancear a favor de 
políticas de producción y generación de empleo, promoviendo una nueva 
formalización. En este contexto, rescatar los aportes de la AUH resulta 
fundamental como modelo de gestión de la seguridad social, así como 
fortalecer los sistemas de información para calibrar adecuadamente la 
política social, con el objeto de profundizar la eficacia del Estado social que 
acompañe el proceso de desarrollo productivo. 


¿Y el menemato? Un esquema para el desarrollo de las actividades 
primarias con foco en su industrialización 


¿Es posible encontrar elementos del menemato que se incorporen en esta 
síntesis peronista? Ya hemos señalado que es poco lo que se puede rescatar, 
pero es evidente que algunos avances que se registraron en la producción en 
sectores de recursos naturales merecen una reflexión: nuestro país precisa 
reglas de juego diferenciales según el sector de que se trate. No es el mismo 
tipo de abordaje el que requiere la industria que el necesario para favorecer 
una fuerte expansión de inversiones en recursos naturales que permita, 
simultáneamente, eliminar la restricción externa, crear empleos y operar 
como palanca de industrialización. La regulación debe ser más laxa en 
materia de ingresos de capitales para el desarrollo de la energía y la 
minería, pero muy rigurosa en materia ambiental y de desarrollo de 
proveedores locales. Esa síntesis es positiva. Entender el sector energético 
como un fin en sí mismo y no como el proveedor de un insumo primordial 
para el desarrollo económico y social ha llevado a errores de política que 
todavía perduran en nuestra sociedad, bajo la etiqueta de un nacionalismo 
petrolero que ha mostrado enormes falencias y que el propio Perón, incluso 
en el momento de auge de esa corriente, se animó a cuestionar. La 
experiencia noruega ha mostrado que una presencia estatal importante en el 
sector energético aporta resultados muy positivos, pero que esto no significa 
excluir el capital privado local e internacional. Antes bien, una combinación 
adecuada entre inversión privada y pública y marcos regulatorios acordes 
permiten aumentar la producción y las exportaciones y sumar proveedores 
industriales y de servicios, maximizando el impacto económico y social de la 
actividad. 

También hicimos referencia a la necesidad de reformas institucionales que 
permitan profundizar la eficacia en la recaudación fiscal, donde no se trate 
solo de ejercer más presión sobre quienes pagan, sino de ampliar la base 
para combatir la evasión fiscal. 

En definitiva, la síntesis peronista es, desde el punto de vista sectorial, un 
modelo multinivel, segmentado y de fomento y regulación económica, que 
propone un nuevo desarrollo industrial sobre la base de la modernización de 
sectores tradicionales, los nuevos desafíos de industrias verdes y 4.0, que 
incorpora a la economía del conocimiento como vector transversal de 
desarrollo y propone mayor liberalidad en materia de ingresos de 
inversiones externas para complementar el desarrollo energético y de la 
minería. Todo ello, con un Estado social eficiente, que acompañe el proceso 
de desarrollo productivo y asegure la inclusión social y laboral de los 
sectores más postergados. 


Enfocar el proyecto: un capitalismo productivo, industrial, federal, 
inclusivo y con justicia social 


Los principios rectores de un modelo productivo, industrial, federal, 
inclusivo y con justicia social suelen ser cuestionados por diferentes sectores 
de la política, tanto por quienes no terminan de internalizar las 
inconsistencias entre el crecimiento económico, el sector externo y la 
dinámica distributiva como por quienes plantean otros modelos, no basados 
en lo productivo sino en políticas sociales conducentes a dar forma a un 
fallido y procaz protocapitalismo. 

¿Cómo es este modelo productivo que anhelamos y cuyos ejes centrales 
propongo en este libro e ilustro con ejemplos basados en mi experiencia de 
gestión en el Ministerio de Desarrollo Productivo? En el modelo productivo, 
la industria desempeña un papel decisivo. Esta industria debe incorporar un 
proceso para modernizar la tecnología, adecuar las prácticas laborales, 
mejorar la productividad y sumar los desafíos 4.0 en términos de 
automatización y digitalización. Hay dos cuestiones centrales para el 
desarrollo productivo: innovación y complementariedad. La primera refiere 
a la necesidad permanente de innovar y modernizar el tejido productivo 
incorporando nuevas tecnologías productivas y de gestión. La segunda, a 
fortalecer los entramados y el desarrollo de las cadenas de proveedores, 
diversificando la producción, incorporando más pymes y economías 
regionales y fortaleciendo los ambientes de cooperación entre empresas e 
instituciones de ciencia y tecnología. 

De esto se desprenden estrategias horizontales y sectoriales. Entre las 
primeras, destacan las herramientas para masificar el financiamiento y 
reducir su costo y barreras de acceso, así como mejorar la productividad y, 
en particular, las nuevas estrategias industriales 4.0, digitalización, 
automatización y esta nueva agenda industrial del siglo XXI. Con estas 
herramientas, se fortalece el entramado productivo en su conjunto y se 
mejora su competitividad. En segundo lugar, los programas sectoriales, que 
procuran estimular más activamente el cambio estructural, generando 
nuevos sectores de actividad, con mayor componente innovativo, exportador 
y desarrollo con impacto regional. Agregamos a esto un capítulo central, 
que es la nueva industrialización verde, apostando por tecnologías 
compatibles con el cuidado del ambiente y la mejora en la vida urbana, y 
por la movilidad sustentable de fabricación nacional y las energías 
renovables con tecnología argentina. 

En el modelo productivo, el sector agropecuario es primordial. No hay 
contradicción entre sectores primario, industrial y tecnológico: convergen, 
agregan valor y se complementan. Claro está, esto requiere administrar 
tensiones propias del desenvolvimiento económico, en función del cual 


tener un sector exportador introduce estructuralmente tensiones en la 
formación de precios de los bienes que se producen en el país. Pero esto no 
significa necesariamente que no puedan implementarse mecanismos de 
desacople adecuados que garanticen el consumo popular. 

El peronismo no ha sabido plantear un mensaje y una política 
agropecuaria capaz de articularse con sus actores económicos. Es verdad 
que existen rasgos de conservadurismo en muchos segmentos del sector, 
como también los hay en otros sectores económicos. Liderar un proyecto 
político transformador consiste, precisamente, en poder articular y 
congeniar intereses, generando síntesis que permitan crecer sostenidamente 
e incorporar a la mayor cantidad de sectores posibles. En este sentido, es 
una gran debilidad que el peronismo haya “regalado” el campo a otros 
sectores políticos, considerando su papel como sector productivo y su 
impacto social o, pero aún, que persista en su afán de polarizar con él como 
un todo. En tiempos en que se discuten los nuevos desafíos de la 
bioeconomía, en los que la producción primaria, la tecnología y la industria 
conforman entramados productivos de alto impacto regional, mantener el 
peronismo alejado de estos desafíos no puede ser sino un acto de miopía 
política y de desconocimiento de las nuevas realidades tecnoproductivas y 
económicas. 

Los desafíos para crecer en este sector son esencialmente dos: aumentar la 
producción mejorando la eficiencia productiva con mayor tecnología y 
agregar más valor, fundamentalmente transformando materias primas en 
alimentos elaborados para consumo humano. Se suele afirmar que la 
Argentina produce alimentos para cuatrocientos millones de personas, pero 
es falso: una parte sustancial de su producción agraria son en realidad 
materias primas que son transformadas en proteína animal u otros alimentos 
en otros países. Este tipo de especialización limita la posibilidad de crear 
más empleo en el interior del país y exportar por valores más elevados y con 
productos diferenciados. 

Una política de incentivo a una mayor formalización y modernización 
productiva de la cadena cárnica, con adecuaciones impositivas que 
promuevan la agregación de valor en origen, podría llevar a duplicar las 
exportaciones, tanto de carne bovina como de porcina y aviar. Esto significa 
transformar materias primas agrícolas, soja, maíz y otros, en alimentos de 
mayor valor agregado, incorporando a muchas provincias en este tipo de 
estrategias. Asimismo, una decisión en esta línea podría sacar al país del 
estancamiento en que se encuentra la producción de carne bovina desde 
hace más de cinco décadas, mejorando las oportunidades de abastecer el 
mercado interno. Al contrario de algunos sectores que ven la exportación 
como un problema para el consumo popular y que por ende suelen 
recomendar el cierre de las exportaciones, una política de ampliación de la 


producción con incentivos exportadores y buena administración del 
abastecimiento interno mejora las perspectivas en ambos mercados. 
Asimismo, el crecimiento de la producción avícola, porcina y de la pesca 
mejora la oferta alimenticia con una dieta más equilibrada. 

La pesca tiene un potencial enorme en nuestro país, y su expansión sobre 
la base de acuicultura es también una gran oportunidad. Allí es posible 
ampliar la oferta para el mercado interno y desarrollar mercados de 
exportación donde existe demanda de altos ingresos en peces como la 
trucha. 

Por su parte, ampliar la frontera agropecuaria implica expandir las 
políticas de riego, fomentando la inversión de manera sostenible. El agua es 
un recurso escaso que debe ser administrado con racionalidad. En la 
actualidad, la tecnología permite esa clase de administración, requiere 
inversiones importantes, pero sus efectos positivos las justifican plenamente. 

Es llamativo el relativo estancamiento que presentan los complejos 
frutihortícolas en un contexto mundial de alta demanda. Se trata de sectores 
que requieren importantes reconversiones tecnológicas y una mejor 
organización de las cadenas productivas. Es habitual ver proyectos en el 
Congreso que declaran la “emergencia frutihortícola”, donde el gobierno 
dispone exenciones impositivas, cuando en realidad hay que pasar a la 
ofensiva e invertir esos recursos en planes productivos que solucionen de 
raíz las dificultades y hagan que regiones como el alto valle de Río Negro 
tengan un papel mucho más dinámico en la provisión de frutas a nivel 
mundial. 

El avance de la biotecnología es notable, y permite diversificar la 
producción, mejorar los rendimientos y generar especializaciones 
productivas con mayor valor agregado. Para que la biotecnología amplíe su 
despliegue, es necesario mejorar la normativa, promoviendo la investigación 
y el desarrollo. 

En una nueva etapa que incorpore decisivamente al sector agropecuario en 
una estrategia de desarrollo nacional, se deben superar las disputas previas 
por los derechos de exportación y avanzar en la conformación de un Fondo 
Soberano que sirva para garantizar tanto un precio básico para el productor 
como un mecanismo compensador al consumidor en el mercado interno, 
cuando se disparan los precios internacionales. Ese fondo debe ser 
administrado por el Estado e incorporar al sector privado para que parte de 
sus rentas se destinen a generar nuevas infraestructuras de riego y obras 
rurales que amplíen las fronteras agrarias, desarrollen la ganadería en el 
norte del país y consoliden nuevas tecnologías en economía regionales, 
donde la productividad es creciente en otras naciones y ha mostrado 
debilidades en la Argentina. En definitiva, hay que terminar con la historia 
de desencuentros entre el peronismo y el sector agropecuario y estructurar 


un proyecto peronista para dicho sector. 

En el modelo productivo, la defensa del medioambiente no es un escollo, 
sino un vector para el desarrollo productivo, industrial y tecnológico. Sería 
posible desarrollar decenas de industrias que contribuyan a luchar en serio 
contra el problema del cambio climático, y expandir la economía circular, 
repensando integralmente los sistemas productivos nacionales para reciclar 
materiales. Hasta hace poco, los paradigmas productivos procuraban 
maximizar la producción sin atender las consecuencias que sus prácticas 
tenían sobre la naturaleza y el ambiente. Su abordaje era lineal, focalizado 
en una secuencia que arrancaba con la extracción de recursos y seguía con 
su transformación, consumo y descarte. Las nuevas políticas productivas 
alteran esta secuencia, incentivando la economía circular, lo cual implica la 
reutilización de los residuos como insumos del proceso productivo, con el 
doble objetivo de disminuir la presión sobre los ecosistemas y reducir la 
enorme cantidad de desperdicios que generamos. 

En el modelo productivo que anhelamos, hay espacio para todos los tipos 
de empresas. Primero, las mipymes y las cooperativas, que, por sus 
características, poseen una fuerte conexión con el territorio y la generación 
de empleo. Pero también las grandes empresas nacionales y las firmas 
transnacionales que invierten en el país y generan redes de proveedores 
integradas por otras grandes empresas, por mipymes y por cooperativas. Las 
empresas públicas, por su parte, contribuyen al desarrollo de redes 
productivas, no son un fin en sí mismas, sino que cubren espacios en los que 
el sector privado no tiene la vocación, la capacidad o el expertise para 
hacerlo. 


Enfocar la práctica política: democracia, amplitud y construcción 
de fuerza política y social 


Para implementar un modelo productivo basado en la síntesis peronista hay 
que fortalecer el diálogo político, la concertación y los acuerdos de 
convivencia democrática. Esto no siempre significa acordar consensos para 
la acción —aunque, desde luego, es algo sumamente deseable-, sino 
estructurar pactos de no agresión, de convivencia democrática, sin afán 
destructivo hacia el adversario político. 

Los tiempos de las grandes mayorías parecen haber llegado a su fin, al 
menos en el corto y mediano plazo. La política argentina se construye hoy a 
partir de pisos de minoría, que procuran incorporar a grandes sectores de la 
sociedad que no se encuentran alineados o adscriptos a fuerzas partidarias. 


En este escenario, la pretensión de batir al adversario, de negar su existencia 
o de anhelar su extinción es una pérdida de tiempo y de recursos, además de 
una mala práctica democrática. Es necesario tejer nuevas coaliciones, que 
permitan consolidar una institucionalidad en beneficio de la innovación 
productiva, la mayor inserción internacional exportadora y la superación de 
prejuicios antiempresa.[40] 

El peronismo debe encontrar un espacio para el diálogo democrático 
dentro y fuera de sus contornos. Tal vez no sea el anhelo de un peronismo 
“a la uruguaya”, como pretendía Fernández, sino una modalidad más afín a 
la idiosincrasia argentina. 


El modelo económico y la política argentina 


¿Qué tipo de capitalismo queremos y podemos desarrollar? 


El histórico anhelo peronista es un capitalismo de base productiva, 
industrializador, con justicia social, con un Estado activo que acuerda y 
concierta con las expresiones del empresariado y los sindicatos de 
trabajadores. Y aquí empiezan los problemas. No son pocas las expresiones 
antiempresa dentro del Frente de Todos: una impugnación ya no a ciertos 
comportamientos particulares, sino una suerte de desconfianza hacia la 
actividad empresarial y el capitalismo en general. 

La tasa de ganancia no es una fórmula ideológica, sino la variable central 
de la ecuación capitalista en cualquiera de sus variedades. “Está bien que 
ganen plata si invierten y crean empleo”, es una frase habitual del discurso 
de muchos dirigentes políticos, pero suele acompañarla una queja retórica: 
“Han ganado tanto dinero”. ¿Cuál es la métrica para plantear tales 
aseveraciones? ¿Hasta cuánto sería aceptable que los empresarios ganen? 
Son formulaciones muy imprecisas. 

Las empresas se constituyen sobre la base de planes de negocio donde se 
invierte un capital y se prevén períodos de recupero de la inversión y 
obtención de ganancias. En esos ciclos, hay años de bajos, altos y medios 
niveles de ganancia, y años con pérdidas, más aún en una Argentina que 
viene de una década muy mala en términos de crecimiento. Discutir que una 
compañía ganó mucho o poco (en el debate público suele mostrarse el 
monto de ganancias en moneda nacional), sin relacionarlo con el capital 
invertido, o el nivel de ventas, o la inflación, las características del sector, o 


lo ocurrido en años anteriores, puede no aportar información relevante o 
suficiente para sacar conclusiones sólidas. 

Otra forma de impugnación no es ya el rechazo a las empresas y su afán de 
rentabilidad en general, sino solo a las más grandes. Desde este enfoque, 
pymes y cooperativas escapan a tales cuestionamientos y el discurso 
antiempresa recae en las firmas nacionales o multinacionales de mayor 
volumen. He trabajado muchos años en la promoción del desarrollo de 
pymes y cooperativas, tanto en la función pública como en la investigación 
y el asesoramiento privado. Romantizar a pymes y cooperativas como un 
todo y demonizar a las grandes empresas (también de manera integral) es 
un error conceptual y una verdadera ingenuidad. Evasión, informalidad 
laboral y otros flagelos que se atribuyen a grandes empresarios también se 
encuentran en varios segmentos del mundo pyme. Han existido cooperativas 
y mutuales armadas al único efecto de aprovechar beneficios impositivos y 
generar lucrativas actividades financieras con sectores informales 
vulnerables, a los que se les cobran tasas usurarias, sin ser realmente 
asociaciones dirigidas por sus trabajadores o socios. No son la mayoría, pero 
han existido. 

Casi todas las experiencias positivas de tránsito hacia el desarrollo 
económico y social han tenido una presencia protagónica o relevante de 
grandes empresas. Y esa expansión suele traer consigo (no siempre, pero es 
algo que abunda y es deseable) el crecimiento de amplias y diversificadas 
redes de proveedores pymes y cooperativas. Aquí está el efecto virtuoso 
buscado. Es cierto que muchas grandes empresas han participado en 
prácticas de evasión o elusión fiscal y fuga de divisas. Pero la respuesta 
adecuada no es su demonización, sino la construcción de proyectos 
coherentes y sostenibles en el tiempo y de políticas públicas acordes con 
esos proyectos, con controles fiscales más eficientes. 

Aldo Ferrer solía decir que si los empresarios japoneses hubiesen nacido en 
la Argentina habrían tenido las mismas conductas que las que tuvieron los 
empresarios argentinos. Más que una cuestión genética o idiosincrásica, se 
trata de características propias de los ciclos económicos y las políticas 
públicas. Por supuesto, debemos exigir a todo el sector empresario un mayor 
compromiso con el desarrollo nacional y, desde la política y el Estado, 
implementar las políticas adecuadas con coherencia y sostenibilidad. De 
esas políticas estamos hablando en este libro. 

Hace mucho que el peronismo no tiene un proyecto claro en torno a las 
grandes empresas. Predominan las visiones contradictorias y la ya 
mencionada impugnación de la ganancia empresaria. Se critican 
comportamientos sin reparar en los modelos macroeconómicos y los 
proyectos de país que han estado en juego y en la propia debilidad de 
liderazgo del peronismo para estructurar un proyecto de país con esos 


sectores bajo sus propias premisas. 

El análisis de la inflación aporta algunos elementos sobre este punto. El 
alza del nivel de precios de una economía es un fenómeno macroeconómico. 
Desde la teoría económica (con sus diferentes variantes y abordajes) y la 
política económica en todo el mundo, esta problemática suele abordarse 
centralmente con políticas macroeconómicas: monetarias, fiscales y 
cambiarias. Desde luego, existen también mecanismos de coordinación para 
estimular procesos de desinflación o desarmar expectativas inflacionarias, 
concertando precios y salarios o generando canastas de consumo 
controladas o el cuidado específico sobre algunos bienes de alta incidencia 
en el consumo de alimentos. Pero estas medidas no son en sí instancias de 
políticas de contención o reducción de la inflación, sino medidas auxiliares 
sobre las políticas macroeconómicas: si estas están desalineadas, cualquier 
esfuerzo de concertación será en vano. 

La Argentina es uno de los pocos lugares en el mundo donde una parte 
importante de la política y la sociedad piensa que la inflación es 
responsabilidad de los formadores de precios y los oligopolios de la 
economía. Lo particular es que esta visión está bastante afianzada en la 
sociedad. Cuando se consulta a la ciudadanía sobre las causas de la 
inflación, tanto el votante del Frente de Todos como una parte del de Juntos 
por el Cambio sostienen que la responsabilidad es de las empresas 
formadoras de precios. En este aspecto, la política parte de un diagnóstico 
equivocado, y también se hace eco de algo de lo que la sociedad percibe o 
procesa. Ante el alza de los precios, no son pocos los comunicadores que 
convocan a ser “duros” con los supermercados o empresas productoras de 
alimentos, como si esto solucionara los desajustes de los macroprecios o el 
alza de los precios internacionales de materias primas. Sin embargo, en casi 
todos los países del mundo existen empresas oligopólicas o monopólicas que 
tienen una incidencia decisiva en la formación de precios, y la Argentina 
quedó en el ámbito internacional como una rara avis que no pudo controlar 
la inflación. 

La tesis de la inflación oligopólica es errada fundamentalmente porque 
confunde y entremezcla la incidencia de los oligopolios en el nivel de 
precios con su variación. En efecto, en mercados oligopólicos pueden tener 
lugar mayores márgenes de ganancia de los que resultarían de un mercado 
con muchos competidores, y esto puede determinar precios más altos del 
producto que ofrece esa empresa oligopólica o monopólica en el mercado 
que los que tendría en un mercado con mayor competencia. Pero ello nos 
está hablando del nivel de los precios, no de su variación, que es, 
precisamente, lo que mide la inflación. Ningún oligopolio puede 
incrementar de manera indefinida sus márgenes de ganancia sin que traiga 
consigo la aparición de eventuales competidores, nacionales o mediante 


importaciones. [41] 

¿Significa entonces que la existencia de oligopolios no genera problemas 
para la formación de precios y el desarrollo productivo del país? Por 
supuesto que esto acarrea falencias que pueden abordarse desde las políticas 
públicas. Una mayor competencia permitiría mejorar la oferta y estimular 
precios más bajos, pero, nuevamente, ello habla del nivel de los precios, no 
de la inflación (su variación) cuyas causas son estrictamente 
macroeconómicas. Es claro el efecto virtuoso que una mayor competencia 
tendría en el sistema de formación de precios, pero implica precisamente 
implementar medidas de estímulo a la inversión privada (y además el mayor 
uso de la legislación de defensa de la competencia), que son las que muchas 
veces generan desconfianza entre quienes más sostienen políticamente la 
tesis de la inflación oligopólica. También existen problemas de distribución 
del ingreso dentro de las cadenas productivas, dado que muchas veces los 
oligopolios se apropian de porciones crecientes de la renta de las cadenas, 
en detrimento de las empresas más pequeñas. Hay mucho por hacer al 
respecto, tanto en materia de aplicación de legislación de defensa de la 
competencia como de políticas que estimulen el tejido pyme y cooperativo, 
fomentando nuevos actores en la producción de alimentos y artículos 
sensibles en el consumo popular. Pero, insistimos, nada de esto tiene 
incidencia decisiva en la reducción de la inflación. 

Volviendo al enfoque que desconfía del empresariado, hay también 
impugnaciones que tienen otro origen y cuyo objetivo no es criticar cierta 
variedad de capitalismo, sino al capitalismo en sí. Sea por viejas 
reminiscencias “setentistas” o por convicciones, existen sectores que 
postulan un sistema económico híbrido, con formas mixtas o estatales de 
organización de la producción y mucho (muchísimo) gasto estatal en el 
armado de cooperativas sociales. Estos proyectos tienen poco vínculo con la 
construcción de un capitalismo productivo como el señalado, pero han 
encontrado terreno fértil en el Frente de Todos. 

En síntesis, al peronismo y a buena parte de la política le cuesta calibrar 
un discurso que unifique y permita liderar un proyecto productivo que 
genere confianza e interés de los empresarios, tema primordial a la hora de 
pensar un modelo de desarrollo con justicia social. 


La “economía popular” y la inclusión social 


En los últimos años, el estancamiento del empleo asalariado formal del 
sector privado, junto con nuevas tendencias que se vienen registrando en el 


mercado laboral a nivel local e internacional, han llevado a postular nuevos 
enfoques respecto del destino del mundo del trabajo y de las políticas que se 
deberían ejecutar desde el sector público. En la Argentina, ha cobrado 
fuerza la idea de una categoría en particular: la economía popular, que 
convive con otras formas de organización de la producción y el trabajo, está 
muy presente en el ámbito académico y en el debate político, y es parte 
central del planteo de algunas organizaciones políticas. 

Veamos de qué se trata esta particular expresión, no muy presente en otras 
latitudes del planeta. En las economías latinoamericanas, la existencia de 
una economía dual, caracterizada por la persistencia de un sector informal 
de baja productividad que convive y, en ocasiones, alimenta a la economía 
formal, es un fenómeno de larga data. Es correcto afirmar que las reformas 
promercado de fines de los años ochenta y noventa en las economías más 
grandes de la región han tenido impactos negativos en la calidad del 
empleo, el crecimiento y la industrialización. No es un fenómeno unívoco en 
todos los países, pero sí apreciable en términos generales. Esta realidad no 
ha sido la que vivieron muchos países asiáticos que, por el contrario, se 
industrializaron y generaron millones de nuevos empleos. También cabe 
considerar las grandes transformaciones observadas en el mundo del trabajo 
y la producción: mayor terciarización, fragmentación productiva, 
digitalización, robotización y otros fenómenos. 

Las expresiones de la denominada “economía popular” suelen afirmar que, 
en la actual etapa del capitalismo, es imposible la plena inclusión laboral y 
que, por ende, se debe alimentar a ese sector informal, ya sea con planes 
sociales que compensen a esa gran masa de trabajadores informales o 
desocupados con transferencias de ingresos para asegurar la subsistencia, o 
planes para cooperativas y asociaciones informales que permitan generar 
trabajo, aunque sea de baja productividad y dependientes de subsidios. “En 
esta etapa del capitalismo ya no se generará más empleo, hay que buscar 
otras formas”, sostiene este enfoque, basándose exclusivamente en los datos 
de una Argentina estancada en estos últimos diez años, sin reparar en sus 
propios problemas ni en que en otros países y regiones del mundo el 
fenómeno no se dio. 

Si bien es cierto que el mundo laboral está atravesando numerosos 
cambios, los datos muestran una situación que no refleja las premisas del 
enfoque señalado. Según cifras de la Organización Internacional del Trabajo, 
la cantidad de personas empleadas asalariadas en el ámbito mundial creció 
a una tasa media anual del 1,9% entre 2008 y 2019. En los países de 
ingresos bajos, fue del 4,5% en ese mismo período; en los de ingresos 
medio-bajos, del 3,7%; en los de ingresos medio-altos, del 1,7%, y en los de 
ingresos alto, del 1%. 

En la Argentina, la tasa de crecimiento fue del 0,8%, inferior a la media de 


todas las categorías. Veamos otros países de la región: en Chile, 2,1%; en 
Colombia, 2,7%; en México, 2,2%; Perú, 2,2%. Como podemos observar, no 
es una situación generalizada el bajo crecimiento del empleo. A Brasil le 
ocurrió algo similar a nuestro país, con un crecimiento del 0,9% anual, en 
una década que también fue de estancamiento económico. 

Está claro que el mundo del trabajo y la producción están viviendo 
importantes procesos de cambio (al igual que en otros períodos históricos, 
con otras características). El problema es resignarse a pensar que la política 
productiva no vale la pena porque no genera empleo, en vez de reparar que 
es, precisamente, la falta de un proyecto productivo claro, coherente y 
sostenido en el tiempo, en un marco de inestabilidad macroeconómica, la 
que produce esta dificultad para incluir como siempre quiso hacerlo el 
peronismo: con trabajo. La política productiva debe ser el foco de una 
política inclusiva y con justicia social, pero habría que aggionarla a los 
requerimientos del siglo XXI. 

En el plano de la política, estos programas de política pública orientados a 
la “economía popular” tienen como trasfondo la intención de acumular 
poder en función de los planes que diferentes organizaciones logran 
conseguir y repartir entre sus bases. Como sintetizó Mayra Arena, una 
referente política que ha realizado agudos análisis sobre la pobreza, esas 
organizaciones terminan siendo “sindicatos de pobres”, cuyos afiliados 
crecen cuando la economía anda mal, [42] a diferencia de lo que ocurre con 
las afiliaciones a Smata o a la UOM, que dan cuenta del crecimiento del país 
y la mejora de los ingresos. 

El estancamiento del empleo privado formal no es un fenómeno universal, 
sino que está asociado al bajo crecimiento de la economía en los últimos 
diez años, a las crisis macroeconómicas y la inestabilidad. Atribuirlo a una 
cuestión de rigidez en el mercado laboral es cuanto menos temerario: la 
economía argentina tuvo, incluso en este siglo y con esta legislación laboral, 
momentos de creación de empleo formal asociado a fases de crecimiento, en 
particular entre 2002 y 2008, y también, en menor medida, entre 2010 y 
2011. 

Por otra parte, señalar que el problema es estructural y que solo la 
“economía popular” puede dar respuesta no se condice con la información: 
lejos de los supuestos “siete millones de trabajadores de la economía 
popular” existentes en el país, el segmento que podría eventualmente 
atribuirse a esa difusa categorización conceptual llegaría a menos de la 
tercera parte de ese número. En la Argentina, la informalidad se da sobre 
todo en trabajadores y trabajadoras que tienen patrones, con contratos 
laborales informales y sin acceso a los beneficios de la seguridad social. Dos 
de cada tres trabajadores informales revisten esta característica. 

Sin embargo, desde ciertas organizaciones políticas se insiste en la falacia 


de los “siete millones de trabajadores de la economía popular”, basadas en 
un nuevo registro implementado por el Ministerio de Desarrollo Social (el 
Renatep), en el que se invita a trabajadores informales a inscribirse. Pero 
ese registro adolece de numerosos problemas. En primer lugar, no cruza 
información con el Registro Nacional de las Personas -lo que no permite 
identificar correctamente a la persona— ni con otros registros del Estado — 
para tener un perfil más adecuado-. En segundo lugar, no delimita con 
precisión quién puede inscribirse, y admite tanto a indigentes como a quien 
tiene bienes muebles o inmuebles a su nombre, por lo que carece de una 
representatividad clara. Sus mentores intentan presentarlo como una 
radiografía de la informalidad, pero al ser de inscripción voluntaria y 
escasas validaciones, solo representa a quienes decidieron inscribirse, en 
muchos casos más como reflejo del trabajo de las organizaciones que de la 
informalidad en sí. 

Por otra parte, a junio de 2022, según informes del propio Renatep, 
estaban inscriptos, con las falencias ya señaladas, unos tres millones y medio 
de personas,[43] es decir, la mitad de los “siete millones” a los que se hace 
referencia. Sobre la base de esto, se plantean tesis forzadas, por ejemplo, 
que en nueve provincias hay más trabajadores de la “economía popular” que 
en el sector privado.[44] Ya hemos señalado que, entre los trabajadores 
informales, conviven diferentes sectores, muchos de ellos alejados de lo que 
se denomina economía popular, además de las notables falencias del 
mencionado registro. Sin embargo, dirigentes de diferentes organizaciones 
insisten en arrogarse la representación de un falaz colectivo de siete 
millones de personas.[45] 

Está claro entonces dónde se ubica el grueso del problema. Por una parte, 
en consolidar políticas de desarrollo productivo, industrial y tecnológico que 
permitan crear empleos genuinos, de calidad, en todo el país, de manera 
persistente y sostenible, con planificación estratégica, instrumentos y 
seguimiento. Parte de esto ha sido planteado en el plan de desarrollo 
productivo Argentina Productiva 2030, cuya planificación se inició en 
marzo de 2022 y plantea diez misiones productivas industrializantes 
destinadas a crear más de dos millones de puestos de trabajo asalariados en 
el sector privado formal, una descentralización productiva que procura que 
el 70% de los nuevos empleos formales sean localizados fuera del Área 
Metropolitana de Buenos Aires. El plan contempla además sacar de la 
pobreza a unos nueve millones de argentinos, generar cien mil nuevas 
empresas formales, reducir la desigualdad, promoviendo una caída del 
coeficiente de Gini de 0,43 a 0,38 y también objetivos ambientales y de 
género.[46] Asimismo, está enfocado en establecer mecanismos de 
simplificación para la formalización, con campañas informativas y una 
fiscalización más intensa. 


¿Significa esto que carece de sentido trabajar en la formalización de 
segmentos informales y fortalecer la organización en cooperativas? 
Ciertamente, no. Hay muchísimas experiencias positivas en ese sentido, y he 
planteado que en el modelo productivo las cooperativas tienen un papel 
muy significativo. Pero de lo que se trata es precisamente de estructurar 
esas experiencias, de vincularlas al mundo productivo y de sacarlas del 
plano de la política social. 


La grieta ambiental 


En esta etapa de la humanidad, la agenda ambiental se ha vuelto una 
cuestión central, y puede, al mismo tiempo, convertirse en un vector 
decisivo para el desarrollo productivo. Desde hace años, diferentes estudios 
científicos coinciden en que los problemas del cambio climático tienen su 
origen en las excesivas emisiones de gases de efecto invernadero. Si bien 
esta problemática es muy amplia, hay consenso en que las emisiones se 
originan en su mayoría a partir de combustibles fósiles, tanto para la 
generación de energía que la humanidad utiliza en sus hogares, en el 
comercio y en la producción, como en el transporte urbano e interurbano. 

Es evidente que este flagelo requiere un abordaje serio. El avance 
tecnológico genera soluciones que hacen que, gradualmente, sea tecnológica 
y económicamente viable eliminar esos combustibles fósiles y reemplazarlos 
por energías limpias. Nos referimos a la energía eólica, la solar-fotovoltaica, 
la mareomotriz, la hidroeléctrica y la generada sobre la base de residuos 
biomásicos, que utilizan recursos naturales renovables, sin emisiones 
contaminantes y en mayor armonía con la naturaleza. El costo de generar 
esta energía se ha ido reduciendo y los avances prometen continuar en esta 
senda. 

Asimismo, en materia de transporte y tránsito vehicular, avanzan las 
soluciones tecnológicas que propugnan la electrificación de los vehículos, 
reemplazar el combustible fósil por el uso de baterías de litio y la adopción 
de otros impulsados por hidrógeno. Claro está, para que el ciclo de estos 
vehículos sea completamente verde, la carga de la batería debería efectuarse 
con electricidad generada con fuentes renovables, y el hidrógeno producido 
debería ser verde, es decir, fabricado sobre la base de algunas de las 
mencionadas fuentes renovables. [47] 

Lo cierto es que este proceso plantea una solución virtuosa: la posibilidad 
concreta de salir de un modelo productivo contaminante y reemplazarlo por 
otro que reduzca contundentemente estas fuentes de emisiones. A esto cabe 


agregar el uso de energía nuclear, que no genera emisiones pero que ha sido 
cuestionada por las condiciones de seguridad de su producción tras los 
graves accidentes de Chernóbil (en 1986, en el norte de Ucrania, por 
entonces parte de la Unión Soviética) y Fukushima (en 2011, en Japón). No 
obstante, los avances tecnológicos permiten avizorar una nueva familia de 
reactores nucleares más seguros y pequeños, en los que la matriz energética 
sea el resultado de una combinación entre energías renovables, hidrógeno y 
energía nuclear. En este contexto, la energía nuclear resolvería el problema 
del suministro permanente que no aseguran las otras energías, intermitentes 
por razones naturales. 

Este cambio, sin duda, requiere de una transición: no puede producirse de 
un día para el otro. En ocasiones, con fundamento, se presentan posiciones 
que reflejan la ansiedad de obtener cambios inmediatos dada la indiscutible 
gravedad de la crisis climática. Pero eso es imposible sin alterar por 
completo el estilo de vida en casi todo el planeta (tanto de quienes lo 
disfrutan plenamente, quienes lo hacen en parte, y del resto, que aspira a 
alcanzarlo). Y también es necesario repartir adecuadamente las cargas: 
todos los países del mundo deben comprometerse con estos cambios, pero 
sería un acto de cinismo pretender el mismo nivel de esfuerzo cuando la 
amplia mayoría de las emisiones han sido generadas por los países 
desarrollados, que son los que cuentan con más recursos para financiar la 
transición energética, y quienes deberían ayudar a los países en desarrollo a 
financiarla. Curiosamente (o no), muchas ONG ambientalistas, financiadas 
por países desarrollados, bajan una línea que pretende obviar algo tan 
evidente como irrefutable, pretendiendo acelerar esa transición en las 
naciones que no son las responsables de este flagelo y que padecen en sus 
territorios situaciones de pobreza y desigualdad. 

Este proceso de transición ecológica y energética representa una 
oportunidad para posicionar a la Argentina como un productor regional y 
mundial de energías renovables y su equipamiento: litio, hidrógeno verde, 
vehículos eléctricos y de los metales necesarios para la transición (en 
especial, el cobre). Exportar hidrógeno verde, por ejemplo, no es más que 
exportar las capacidades del viento, un recurso renovable, haciendo un 
aporte positivo al ambiente y también al desarrollo económico. 

Por otra parte, nuestro país tiene la oportunidad de aprovechar la última 
fase de producción de gas (el combustible de transición por excelencia, para 
reemplazar al carbón, la fuente más contaminante) y de petróleo, que 
seguramente seguirán coexistiendo con otros combustibles por, al menos, 
dos o tres décadas más. 

Sin embargo, la emergencia de la cuestión ambiental ha servido para 
instalar nuevas grietas y discursos que pretenden imponer obstáculos al 
desarrollo productivo. Se plantea que la minería sería una fuente inexorable 


de contaminación, por lo cual debería estar prohibida. Otro tanto con la 
producción de petróleo y gas en plataformas off-shore, o con la cría de 
cerdos en granjas de mayor tamaño, o de salmones. También se impugna el 
modelo de producción agrícola pretendiendo regresar a una producción 
“agroecológica”, que prescinda de agroquímicos y del modelo que le 
permitió a la Argentina llegar a producir 140 millones de toneladas de 
granos al año. Hace un siglo, cuando se nos caracterizaba como el “granero 
del mundo”, producíamos menos de diez millones de toneladas con ese 
modelo “agroecológico” que hoy se pretende reivindicar. 

Entendemos que la cuestión ambiental no debería plantear una grieta, sino 
puntos de encuentro para conformar un nuevo modelo al que denominamos 
de “desarrollo productivo verde”. En ese modelo, no se trata de prohibir 
actividades productivas, sino de regularlas para que funcionen a partir de 
una gestión ambiental responsable y segura. El caso de la minería metalífera 
es emblemático, por cuanto sus productos son esenciales no solo para la 
vida humana en su conjunto (hagamos el ejercicio de analizar qué lugar 
ocupa el uso de los metales en nuestra vida cotidiana, desde los detalles 
mínimos de los anteojos, la tinta con que imprimimos o las computadoras y 
teléfonos celulares, hasta las grandes obras de infraestructura), sino también 
para la transición energética que demandará litio, cobre y muchos metales 
más. A modo de ejemplo, un automóvil eléctrico de cero emisiones 
contaminantes demanda entre cinco y seis veces más cobre que uno 
convencional. 

De incipiente desarrollo, la minería argentina ha sido cuestionada por tres 
aspectos: su impacto ambiental, económico y de divisas. “La minería 
contamina, enferma a las comunidades y no deja nada al país, las empresas 
se la llevan toda”, se escucha a diario por parte de diferentes sectores de la 
política. Sin embargo, los datos no corroboran ninguna de esas afirmaciones. 

Veámoslo en detalle. En términos ambientales, la actividad minera en sí no 
tiene un impacto determinante en materia de emisiones de gases de efecto 
invernadero. En ningún inventario internacional, aparece como una 
actividad decisiva en dichos términos. Si bien utiliza energía, al igual que 
todas las actividades productivas, está gradualmente siendo reemplazada 
por energías renovables no contaminantes. 

El principal cuestionamiento ambiental hacia la minería pasa por el uso de 
agua y productos químicos (entre ellos, el cianuro) para la separación de los 
metales. Este tipo de prácticas productivas es habitual en diferentes sectores 
industriales y no son, de por sí, contaminantes, sino que requieren una 
adecuada gestión de los riesgos ambientales. Las tecnologías han avanzado y 
es posible llevarlas a cabo sin afectar el ambiente. Claro está, hubo 
accidentes, como el que ocurrió en la mina Veladero en San Juan en 2015. 
Sin embargo, desde algunos sectores se ha planteado que se trató de un 


desastre ambiental cuando, en realidad, si bien el accidente existió y es algo 
que debe evitarse, no hubo daños, no se contaminaron ríos, ni hubo que 
lamentar pérdidas humanas. Lejos de ello, la autoridad ambiental mejoró 
sus métodos de monitoreo y aplicó sanciones económicas a la empresa, 
forzando la mejora de sus prácticas productivas. 

Algunas ONG hacen hincapié en la presencia de metales en los ríos de 
zonas mineras, pero esto es algo natural precisamente en zonas donde la 
naturaleza presenta una alta densidad metalífera. La medida correcta no es 
analizar la cantidad de metales, sino compararla con la línea de base, es 
decir, al momento del inicio de la actividad minera. Ahí no se observan 
variaciones significativas. 

En un artículo de Magalí Druscovich,[48] se señala que en Andalgalá, 
provincia de Catamarca, el agua de los ríos está contaminada por la minería 
y se disparó la incidencia del cáncer y esclerosis múltiple en la población 
local, a causa de dicha actividad. El estudio médico al que se hace referencia 
jamás fue publicado, y la información oficial existente indica que la 
incidencia de cáncer y otras enfermedades se ubica en torno a la media 
nacional, es decir, no existe ninguna señal de alerta en particular en dicha 
población. Con respecto a la calidad del agua, la evidencia muestra que la 
presencia de algunos metales en los ríos de la zona no se vincula con la 
explotación minera, sino que se asocia con la mineralización natural 
largamente investigada mucho antes de la existencia de Alumbrera. 


Es justamente esa mineralización natural la que justifica la 
existencia de una mina aprovechable productivamente, no solo en 
Catamarca, sino en muchas regiones montañosas de todo el 
mundo. La aptitud de la vida acuática no depende de los valores de 
una tabla que no refleja la variabilidad ambiental de nuestro país, 
sino de miles de años en los que las especies de un ecosistema 
coevolucionaron con las condiciones físicas de su hábitat (Red de 
Académicos por el Desarrollo de una Minería Sustentable, 2021). 


El segundo cuestionamiento tiene que ver con el impacto económico de la 
minería. Muchos de sus críticos refieren a su baja incidencia en términos de 
empleo y producción. Esa crítica merece muchos comentarios adicionales. 
Por una parte, recordemos que la minería metalífera en la Argentina es una 
actividad de reciente desarrollo y, por otro, que su impacto indirecto es 
relevante en términos de lo que genera en materia de proveedores de 
servicios y equipamiento. Los poco más de treinta mil empleos directos y 
más de ochenta mil indirectos totales pueden parecer exiguos ante una 
mirada centrada en Buenos Aires, Rosario o Córdoba, pero tienen otras 
dimensiones para provincias mineras como Santa Cruz, San Juan, 


Catamarca, Salta o Jujuy. Es evidente el impacto positivo que la minería ha 
tenido en la provincia de San Juan, donde antes del inicio de la actividad 
minera tenía índices de pobreza diez puntos por encima de la media 
nacional y, tras veinte años de actividad minera, muestra indicadores de 
pobreza cinco puntos por debajo del promedio del país, y creó más empleos 
de calidad que cualquiera de sus provincias vecinas, por encima del 
promedio nacional. 

Por último, la tercera crítica consiste en señalar que la minería no deja 
nada en el país, las empresas se llevan toda la ganancia fuera. Esa 
afirmación carece de sustento. Diferentes estudios, entre los que destaca el 
de Schteingart y Maito (2022), han demostrado que más del 80% de las 
divisas que genera la producción minera queda en el país: entre un 40 y un 
50% se destina a la contratación de proveedores de servicios, ingeniería, 
equipamiento, comida para los trabajadores y otros, a lo que se debe 
agregar los salarios que se paga a los empleados (ubicados entre los más 
altos a nivel nacional, por lo general en el primer o segundo lugar del 
ranking de sectores con mejores salarios) y los impuestos. Es decir que 
menos del 20% se transfiere al exterior, fundamentalmente para la 
importación de equipos que no se fabrican en el país y el pago de las 
utilidades y dividendos de las compañías y deudas con el exterior. 

Con respecto a los impuestos, se suele afirmar que la carga impositiva es 
muy baja, tomando como referencia el tope del 3% sobre valor de 
producción a boca de mina que establece la Ley de Inversiones Mineras para 
el cobro de regalías de los gobiernos provinciales. Si bien esa alícuota es 
baja en comparación con otros países, lo cierto es que no es ese el único 
impuesto que pagan las empresas mineras. Además, abonan derechos de 
exportación de entre el 4,5 y el 8% sobre valor exportado (ningún otro país 
de la región cobra este tipo de impuesto) y el impuesto a las ganancias con 
una alícuota del 35%, también superior al de otros países. Por otra parte, las 
provincias fueron negociando con las empresas mineras diversos aportes a 
fideicomisos de obras de infraestructura, que se adicionan a las regalías que 
perciben. Como puede apreciarse, más allá del debate y de que existen 
muchos temas por mejorar (sin duda, hay mucho más por hacer en materia 
de desarrollo de proveedores industriales nacionales y su dimensión 
territorial), la crítica es completamente errónea. 

Algo similar se suscitó en el reciente debate sobre los permisos de 
exploración petrolera en el mar argentino, a trescientos o cuatrocientos 
kilómetros de la costa de la provincia de Buenos Aires, erróneamente 
informado como “en las costas de Mar del Plata”. La organización 
Greenpeace realizó una campaña en la que se veía a dos personas cubiertas 
de petróleo en la playa, mientras otra organización mostraba un hermoso 
paisaje costero que desaparecería como consecuencia del funcionamiento de 


dichas plataformas off-shore. El método se repitió: información falsa y 
campaña de miedo en la población. Así como en el caso de la minería se 
inventó una estadística sobre enfermedades (o, como en Chubut, donde se 
había señalado que el desarrollo minero en la meseta provocaría la 
contaminación del río Chubut, ubicado a cien kilómetros de la zona 
minera), en este caso se presentó un estudio universitario que estimó en 
100% la probabilidad de derrames en la explotación off-shore, el cual carece 
de validez científica y metodológica y fue ampliamente refutado en las 
audiencias públicas. 

La preocupación por cuestiones ambientales es absolutamente genuina e, 
insistimos, un proyecto productivo debe tener totalmente internalizadas 
estas variables. Y no solo eso: debe incluir un creciente control estatal y 
ciudadano sobre las prácticas ambientales. Por eso resulta llamativo que, 
desde diferentes sectores, se impugnen esas capacidades estatales y 
ciudadanas de control, cuando en realidad pasa por allí, por su refuerzo y 
jerarquización, la superación de esta dificultad. 

En esta impugnación productiva originada en motivos ambientales 
convergen tres corrientes conceptuales y políticas: 


a. Las fuerzas políticas de la izquierda tradicional que, con miras a 
impugnar el capitalismo, encuentran en esta agenda un punto de 
conexión con algunas comunidades, sobre la base de la denuncia de 
un “capital transnacional, extractivista y contaminante”. Este 
discurso es contradictorio con las propias tradiciones ideológicas de 
la izquierda. Por una parte, ataca los riesgos ambientales, pero en vez 
de exigir mayor control estatal y social propone abiertamente su 
prohibición. Cualquier lectura de Marx muestra su fascinación por la 
capacidad creativa y reproductiva del capitalismo. Su crítica al 
capitalismo no se dirigió hacia el desarrollo productivo, sino a la 
apropiación privada de sus frutos o, en un sentido más amplio, a la 
contradicción entre socialización de la producción y apropiación 
privada.[49] Marx no era un hippie que cultivaba fresas y fumaba 
marihuana junto al río Mosel: anhelaba un desarrollo industrial a 
gran escala, solo que dirigido por la clase trabajadora y el Partido 
Comunista. Stalin, uno de sus alumnos, llegó a secar el mar Aral 
entre Kazajistán y Uzbekistán como consecuencia de la 
sobreexpansión mal planificada de la industria del algodón. 


b. Nuevas expresiones de militancia social juvenil, ciertamente alejadas 
de las trayectorias militantes tradicionales del país. Se trata de 
expresiones bien intencionadas, pero que suelen basarse en agendas 
originadas en países desarrollados, con otros intereses en pugna, 


otras problemáticas económicas y ambientales y ciertamente 
desconectadas de nuestra agenda local. Sin duda, hay mucho para 
trabajar con este sector. Es un espacio fértil para el encuentro y la 
construcción de esa diagonal que propone el desarrollo productivo 
verde. 


c. Ciertos resabios de las (peores) tradiciones del “pinosolanismo”, 
autor de uno de los equívocos más exitosos de la historia reciente 
(que las mineras exportan sin control alguno y autodeclaran su 
producción destinada al comercio internacional sin que nadie realice 
verificación alguna). Esa expresión es falsa: desde hace años, la 
Aduana toma muestras de los minerales a exportar y las contrasta 
con la declaración de las empresas, pero de tanto repetir los dichos 
de Pino Solanas, ha quedado instalada como verdad. Y de ahí se 
desprende un amplio terreno mitológico: que la mina Alumbrera 
evadió en los últimos cinco años el equivalente a la deuda externa 
argentina (cuando en realidad esa mina está cerrada desde 2018 
porque, tras veinte años de explotación iniciada en 1997, extrajo 
todo el mineral que había), o que por la hidrovía o por camiones que 
se trasladan a Paraguay se evade más de la mitad de la producción 
agropecuaria, y otros dislates que no resisten un mero cálculo 
aritmético que estime la longitud de la fila de camiones que debería 
atravesar el país entero para asegurar el contrabando. Por supuesto, 
esto no quiere decir que no exista la evasión fiscal, hay que mejorar 
los controles para evitar estas prácticas tan añejas como los orígenes 
de nuestro país. Sin duda, hay mucho por hacer, pero esto no 
significa convalidar este tipo de enfoques falaces que llevan a la idea 
de que a nuestro país no le faltan dólares y que el problema es que 
los evaden y se los roban. 


El inventario de desaciertos ambientales es extenso, pero en nuestro país 
tuvo su punto más triste en el conflicto por la instalación de fábricas 
papeleras en Uruguay, en la costa del río homónimo, frente a Gualeguaychú, 
en 2005. El Congreso de la Nación debería realizar una investigación 
retrospectiva sobre lo actuado y, de confirmarse la información disponible, 
enviar una disculpa formal a la República Oriental del Uruguay para dar 
cierre a esta penosa historia. 

La secuencia fue similar a las prácticas descriptas: primero se señaló que 
esas fábricas contaminarían el río, lo que afectaría la actividad turística en 
Gualeguaychú y el estilo de vida de esa ciudad. Vastos sectores de la 
población reaccionaron, y las autoridades políticas en todos los órdenes 
terminaron acompañando las protestas, incluso fuerzas de la oposición. 


Como medida de protesta, activistas bloquearon el puente internacional, lo 
que afectó el libre tránsito de personas y mercancías durante más de cinco 
años. Poco importaron los datos que aportaban las empresas y los sectores 
académicos. 

Al final, la fábrica finlandesa Botnia (hoy UPM) comenzó a producir a 
fines de 2007 y no fue posible comprobar contaminación alguna. Los 
balnearios de Gualeguaychú siguen activos y la actividad turística no parece 
haber sufrido ninguna consecuencia. Basta observar fotos del último verano 
en la zona para concluir que en nada se parece al Chernóbil pronosticado. 

Mientras la industria celulósico-papelera recibió importantes inversiones 
en Uruguay, Brasil, Chile e incluso Paraguay (más de 25.000 millones de 
dólares entre esos cuatro países), en la Argentina quedó estancada, lo que 
supuso perder oportunidades de desarrollo para toda la cadena forestal, 
empleos que no se crearon, exportaciones no realizadas y la necesidad de 
tener que importar productos forestales. En la actualidad, Brasil produce 
veinte veces más celulosa que la Argentina, mientras que Chile la sextuplica, 
y Uruguay la triplica.[50] 

En síntesis, hay mucho por avanzar en esta agenda virtuosa que asocie 
desarrollo productivo y cuidados ambientales, a tal punto de convertir el 
desarrollo verde en un vector para la industrialización y la generación de 
nuevos empleos. Un debate honesto, basado en datos corroborables, es el 
primer paso para que sea posible y construir políticamente un proyecto que 
incorpore activamente la dimensión ambiental en el proyecto de desarrollo 
del país. 


Crecer y distribuir, esa es la cuestión 


Otra de las ideas que ha ido cobrando fuerza en algunos sectores de la 
política y la intelectualidad en nuestro país es la que sostiene que nuestras 
dificultades no tienen tanto que ver con las limitaciones del sistema 
productivo, sino que, en realidad, el problema que nos aqueja es que 
nuestro PBI está mal distribuido. Según esta visión, no sería necesario crecer 
ni ampliar y diversificar nuestra matriz productiva: bastaría con repartir de 
manera más equitativa para eliminar la pobreza y alcanzar el anhelo de 
vivir en una sociedad más justa. Suena bien, pero la aritmética es mucho 
más compleja y la evidencia indica que no existe país en el mundo que haya 
resuelto sus problemas de pobreza y desigualdad con un PBI por habitante 
del nivel del nuestro (unos 21 000 dólares, medidos en paridad de poder 
adquisitivo). La evidencia internacional indica que sería necesario alcanzar 


un PBI por habitante al menos un 50% más alto que el actual para plantear 
la discusión en esos términos (Schteingart, 20176b). 

Ya nos hemos referido a los problemas que genera poner la distribución 
del ingreso en el centro del análisis sin tomar en cuenta otras variables. En 
el extremo, puede ocurrir que empeore la situación económica y la 
distribución del ingreso sea más progresiva; por ejemplo, en una crisis 
económica en la que las ganancias empresarias se desplomen y la masa de 
salarios pagados se reduzca, pero en menor proporción a la caída de las 
ganancias empresariales. En ese escenario, los trabajadores mejoran su 
posición relativa, pero claramente ven empeorar su realidad cotidiana. Por 
el contrario, puede haber casos en que los trabajadores mejoren su 
situación, pero la distribución se haya hecho más regresiva porque, en 
términos relativos, crecieron proporcionalmente más las ganancias 
empresarias. Lo primero se vio en 2020, y lo segundo, en 2021. 

Mucho se discutió sobre esta problemática durante esos años, cuando 
numerosos analistas y dirigentes políticos hicieron hincapié en la desigual 
distribución del ingreso y en quienes se beneficiaron de la recuperación 
económica que se dio a fines de 2020. En el cuadro 7.1, se sintetiza lo 
ocurrido. Allí se presentan los datos de la remuneración al trabajo 
asalariado medido en valor constante, es decir, descontando la inflación del 
período y, por otra parte, la participación de dicha remuneración en el 
ingreso nacional. Es posible observar que, en 2020, tanto en el promedio 
como en los cuatro trimestres, la participación de los salarios en el ingreso 
nacional fue superior a los registrados en 2019, ello a pesar de que el 
ingreso global de los trabajadores se redujo en términos reales durante todo 
el período, sobre todo durante el segundo trimestre, que fue el período más 
restrictivo de las medidas sanitarias implementadas por la pandemia de 
covid-19. Esto refleja el fenómeno que mencionábamos recién: los 
trabajadores perdieron, pero las ganancias empresariales globales cayeron 
aún más pronunciadamente. 


Cuadro 7.1. Remuneración al trabajo asalariado y distribución funcional del 
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Fuente: Elaboración propia, sobre la base de datos del Indec. 


En 2021 y el primer semestre de 2022 se da un fenómeno diferente. Con 
excepción del primer trimestre de 2021, en todos los demás períodos la 
masa real de salarios pagados superó a la del año anterior, pero la 
distribución del ingreso se hizo menos favorable al sector de los 
trabajadores, no porque perdieran a expensas del sector empresario, sino 
porque este se recuperó a un ritmo mayor. 

En noviembre de 2022, CFK pronunció un discurso en el que expuso su 
visión sobre la distribución del ingreso y mostró un gráfico que 
reproducimos a continuación (gráfico 7.1).[51] 


Gráfico 7.1. El gráfico de CFK sobre la distribución del ingreso 
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El discurso tiene un equívoco: “Nunca ha habido una participación tan baja 
de los trabajadores en el PBI como la que estamos teniendo hoy, 
absolutamente regresiva”, plantea en un tramo, lo cual se contradice con los 
datos que proporciona el gráfico que ella misma mostró, donde se observa 
que dos de cada tres años de los ochenta y ocho relevados tienen una 
distribución más regresiva que la actual (incluidos los años de Néstor 


Kirchner y algunos de CFK). Pero más allá del equívoco, queda claro que la 
distribución es una variable relevante, pero lejos está de ser la única. Los 
años de Kirchner y los primeros de CFK fueron de crecimiento y mejora 
distributiva. El final de CFK alcanzó una elevada participación de los 
trabajadores, pero sin crecimiento y, por ende, sin mayores bases de 
sustentación. 

Está claro que la distribución es una variable relevante; no obstante, el 
crecimiento también es fundamental para poder generar mejoras 
distributivas sostenibles, y la movilidad social ascendente es la que da 
viabilidad a cualquier proceso económico y político. 

En definitiva, la conjunción entre crecimiento y distribución, junto con la 
movilidad social y una secuencia adecuada, definen el sendero virtuoso de 
políticas para el desarrollo económico y social. 


Exportar y desarrollar el mercado interno es, también, la cuestión 


La expansión del mercado interno tiene un papel decisivo para el 
crecimiento, la creación de empleo, los ingresos de la población y un 
desarrollo territorial más equilibrado. Por su parte, la expansión de las 
exportaciones resulta clave contra las crisis de balance de divisas cíclicas, 
que suelen terminar en devaluaciones y caídas de ingresos del sector 
laboral. Sin un aumento consistente en las exportaciones, es difícil dar saltos 
de industrialización y desarrollo tecnológico, porque esos procesos 
requieren importaciones de insumos y equipamiento, más aún en etapas de 
globalización y fragmentación internacional de la producción. Ahora bien, 
¿es incompatible crecer articulando ambos objetivos? Tanto la teoría como 
la evidencia empírica indican que no. 

Que crezca el mercado interno a partir de la mejora salarial, de la creación 
de empleo y de la inclusión social es fundamental no solo para elevar el 
nivel de vida de nuestra población, sino también porque el mercado interno 
es donde las empresas aprenden a producir mejor y, en muchos casos, donde 
van ganando una escala que les permite luego exportar. No es casualidad 
que los destinos a los cuales una empresa industrial exporta por primera vez 
sean mercados similares al nuestro, como Uruguay y Chile y, en Europa, 
España e Italia. 

La experiencia histórica, tanto de la Argentina como de otros países, 
muestra que es muy frecuente que una precondición para la salida 
exportadora es haber crecido en el mercado interno. A principios de los 
sesenta, apenas el 3% de nuestras exportaciones eran manufacturas de 


origen industrial. Para mediados de los setenta, después del aprendizaje 
tecnológico derivado de la sustitución de importaciones, múltiples empresas 
industriales argentinas comenzaron a exportar, y las manufacturas de origen 
industrial alcanzaron el 25% del total de nuestras exportaciones. 

Exportar más aporta las divisas necesarias para financiar las importaciones 
que muchas empresas industriales centradas en el mercado interno precisan. 
Además, genera mayor escala, lo cual permite abaratar costos para las 
empresas y, así, elevar la productividad y la eficiencia. Exportar más expone 
a las empresas a otros mercados, con otros marcos regulatorios y otras 
preferencias de los consumidores, todo lo cual es un desafío que, si se logra 
sortear con éxito, redunda en aprendizajes para las firmas y en la 
construcción de capacidades. 

El mayor período de movilidad social ascendente de las últimas cuatro 
décadas ocurrió entre 2003 y 2011, y tuvo la particularidad de presentar 
una expansión simultánea del mercado interno y del mercado externo. En 
ese período, nuestras exportaciones de bienes y servicios pasaron de 30.000 
millones de dólares a casi 100.000 millones. Todo eso fue condición de 
posibilidad para que la pobreza bajara cuarenta puntos porcentuales, el 
salario real subiera como no lo había hecho en décadas, y para que se 
crearan doscientas mil empresas nuevas en la economía, la mayoría 
enfocada en el mercado interno. 

Cuando ese auge exportador se frenó y resurgió la restricción externa, ese 
círculo virtuoso de mayor empresarialidad, mayores salarios, mayor empleo, 
mayor crecimiento y menor pobreza entró en problemas. El gobierno de 
Mauricio Macri intentó compensar la falta de divisas apelando al 
endeudamiento externo: la bonanza duró solo un año, 2017, y después 
estalló la peor crisis económica desde 2001. 

A pesar de estos datos, ciertos sectores del Frente de Todos han planteado 
que apostar por el crecimiento exportador sería algo negativo por al menos 
dos razones. La primera, que las exportaciones están muy concentradas en 
pocas empresas, por lo que muy pocos beneficiarios se apropiarían de dicho 
crecimiento. La segunda, que el crecimiento de las exportaciones limitaría el 
del mercado interno, en tanto impondría precios más elevados a los 
productos internamente comercializados, encareciendo el nivel de vida de 
los sectores populares. 

Ambas ideas están basadas en conceptos equivocados. Es cierto que las 
exportaciones están actualmente muy concentradas en pocas empresas, y 
que es muy probable que esa concentración no se revierta en el corto plazo. 
Pero eso no significa que ese crecimiento exportador lleve necesariamente a 
una concentración global de la economía. En primer lugar, porque el 
desarrollo exportador trae consigo un importante despliegue de negocios 
para las industrias y servicios que proveen a esos sectores, generando 


nuevos empleos y crecimiento productivo en diferentes industrias (por 
ejemplo, la maquinaria agrícola asociada a los alimentos, o el equipamiento 
para petróleo y gas en energía). Asimismo, el sector exportador suele abonar 
salarios superiores al promedio, lo que agrega mayores recursos al sector del 
trabajo. En tercer lugar, un crecimiento exportador sostenido permite 
resolver el problema vinculado a la inestabilidad cambiaria, generando 
efectos positivos para el conjunto de las actividades económicas y para la 
población en general. 

Se suele mencionar la capacidad de incidencia que tienen las grandes 
empresas agroexportadoras sobre las políticas públicas, dado el poderío 
financiero que les otorga liquidar muchas divisas —algo que, cuando el país 
atraviesa situaciones de desequilibrio externo, se acentúa—-.[52] La 
posibilidad de generar nuevos grandes complejos exportadores, como el 
energético, el minero o el de la economía del conocimiento, permitiría 
diversificar las fuentes de divisas de exportación, limitando el peso relativo 
que hoy tiene el sector agroexportador por tratarse de un gran oferente de 
divisas. En otras palabras, reduciría el poderío relativo que otorga el efecto 
concentrador de la actual estructura de las exportaciones. 

Respecto del segundo punto, también es erróneo afirmar que el 
crecimiento exportador debe realizarse a expensas del mercado interno. En 
primer lugar, porque existen numerosos mecanismos de desacople, tanto 
mediante derechos de exportación, como su posible reemplazo por la 
constitución de fondos soberanos de estabilización y crecimiento, y la 
estructuración de redes productivas y comerciales que provean alimentos al 
mercado interno en condiciones diferenciales. Asimismo, cuando se 
internacionaliza la producción industrial se gana escala y se reducen costos 
para el mercado interno, lo que genera oportunidades para reducir los 
precios relativos para el consumo popular. Desde luego, nada de esto ocurre 
de manera espontánea, requiere políticas activas y que se sostengan en el 
tiempo. Pero muestra que los cuestionamientos no tienen bases teóricas o 
prácticas de sustentación. 

Veamos sucintamente lo ocurrido en las últimas tres décadas. El gráfico 
7.2 ilustra la evolución del consumo privado y de las exportaciones, en 
ambos casos expresados en valores por habitante en pesos constantes a 
precios de 2004. 


Gráfico 7.2. Evolución del consumo privado per cápita (eje izq.) y de las 
exportaciones de bienes y servicios per cápita (eje der.) de la Argentina, 
1990-2021 (pesos constantes a precios de 2004) 
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Fuente: Elaboración propia, sobre la base de datos del Indec y Orlando Ferreres. 


El gráfico muestra claramente que las dos grandes expansiones del consumo 
en la Argentina de las últimas décadas estuvieron acompañadas de saltos en 
los volúmenes exportados. En efecto, tanto el boom de consumo del 
menemato (más segmentado y excluyente, como analizamos en el capítulo 
4) como el del kirchnerismo (más inclusivo y mejor distribuido) comenzaron 
a amesetarse una vez que el dinamismo exportador se diluyó. El consumo 
privado creció un 35% durante el menemato en comparación con los años 
ochenta, mientras que el consumo per cápita aumentó un 19% y las 
exportaciones de bienes y servicios casi se duplicaron (subieron un 92%). 
Por su parte, durante el kirchnerismo, el consumo aumentó un 50%, y un 
29% en términos per cápita, al tiempo que las exportaciones se duplicaron 
respecto de los noventa (aumentaron un 101%). Una vez más: cuando las 
exportaciones dejan de crecer, le sigue un freno en el consumo. 

Este resultado es en buena medida esperable. Si bien fueron muchos los 
factores que incidieron, el crecimiento del consumo trae consigo aumentos 
en las importaciones, y esto se profundiza si la política industrial no 
estimula lo suficiente la producción nacional para que acompañe la mayor 
demanda interna. Si las exportaciones no crecen, el salto importador debe 
financiarse con endeudamiento externo o con una caída en las reservas, lo 
cual, en ambos casos, termina deteriorando el balance externo y el escenario 
macroeconómico general. 

Contraponer consumo con exportación es un error conceptual y político: 
van de la mano. Los saltos exportadores llevan tiempo de maduración. 


Menem se benefició con el aumento de exportaciones que trajo la creación 
del Mercosur, proyecto que había sido largamente negociado en los ochenta. 
Por su parte, Kirchner y CFK se beneficiaron con el fuerte salto exportador 
de la soja en los dos mil, cuyas inversiones y salto tecnológico habían 
comenzado en los años noventa. Es fundamental entonces salir de esta falsa 
encrucijada y estructurar una política que genere nuevos saltos 
exportadores, los cuales serán imprescindibles para volver a expandir el 
consumo interno de manera sostenible. 

La Argentina debe duplicar sus exportaciones para resolver 
estructuralmente sus problemas macroeconómicos, y tiene con qué hacerlo. 
El Plan Argentina Productiva 2030 ha mostrado que es posible, en particular 
impulsando las exportaciones de energía, alimentos, minería, economía del 
conocimiento y varias industrias. Duplicar las exportaciones nos permitirá 
crecer sostenidamente y concretar en el tiempo los anhelos de justicia social. 
Es fundamental que este objetivo esté en el corazón del proyecto político de 
la Argentina y sea fuente de los consensos que se construyan. 


Un sistema de banca de desarrollo para la Argentina 


El financiamiento del desarrollo productivo es un capítulo central en un 
modelo productivo como el que hemos estado planteando. En este aspecto, 
juega un papel clave la manera en que se estructure tanto la banca 
comercial como de desarrollo. La primera estimula una mayor inclusión 
financiera y crédito de corto y mediano plazo (y algo de largo plazo), y la 
segunda es el ámbito para los proyectos productivos y de infraestructura que 
requieren mayores plazos de financiamiento y condiciones de fomento. 

La Argentina ha tenido enormes dificultades para estructurar un sistema 
financiero que contribuya al despegue productivo. Esto se debe 
fundamentalmente a dos motivos. El primero es el bajo nivel de ahorro 
interno que se canaliza a través del sistema bancario: la inestabilidad 
macroeconómica que ha experimentado el país en las últimas décadas 
consolidó un patrón bimonetario, en función del cual menos del 20% del 
PBI se ahorra en el sistema financiero, y una proporción mucho mayor, en 
dólares estadounidenses que permanecen atesorados en cajas de seguridad, 
en los hogares o en cuentas bancarias fuera del país. A esto cabe agregar 
que ese sistema financiero estructuralmente pequeño tiene una baja 
propensión al crédito de inversión, salvo cuando existen políticas públicas 
específicas de fomento del crédito o regulaciones del BCRA que fuerzan un 
mayor direccionamiento del crédito. 


Así, a diferencia de lo que ocurre en países desarrollados y en muchos en 
desarrollo, casi todos los emprendimientos que se inician deben recurrir a 
capital propio y el sistema financiero termina apoyando a empresas con 
cierta trayectoria. Es un sistema que se dedica fundamentalmente a “pescar 
adentro de la pecera”. Financiar pequeños emprendimientos, más aún si 
están alejados de los principales centros urbanos del país, termina siendo 
una odisea. 

Asimismo, en casi todos los países del mundo el financiamiento de grandes 
proyectos corresponde principalmente al mercado de capitales y a la banca 
de desarrollo. El primero presenta limitaciones similares al del sistema 
bancario, y la banca de desarrollo quedó reducida a la mínima expresión 
tras la disolución del Banade, a comienzos de los noventa. 

Hace algunos años, Aldo Ferrer (2010) y Eduardo Curia (2010) impulsaron 
en sendos trabajos la idea de estructurar un sistema de banca de inversión, 
procurando aprovechar las capacidades de la banca pública y privada para 
apuntalar nuevos proyectos de inversión. En Costa Rica, se dieron avances 
muy interesantes a partir de la estructuración de un sistema de banca de 
desarrollo. Personalmente, he planteado esta idea para la Argentina siendo 
ministro en 2020, pero las dificultades de la coyuntura impidieron su 
concreción, si bien se dieron algunos pasos previos muy importantes. 

La idea principal es que, en vez de constituir una nueva institución, o 
capitalizar alguna entidad pública existente como el Banco de Inversión y 
Comercio Exterior (BICE), que cumple algunas de estas funciones, se 
establezca una instancia de coordinación de todo el sistema financiero 
público y privado, para aprovechar así de manera efectiva los recursos 
existentes, las fuentes de fondeo —locales e internacionales— y los recursos 
presupuestarios, con la idea de fomentar tanto la inclusión financiera de las 
empresas más pequeñas como el financiamiento de nuevos proyectos 
productivos que requieran plazos más amplios de maduración y condiciones 
especiales para su concreción. Con esto, se podrían optimizar los recursos y 
saberes del sistema financiero en su conjunto, incorporando la mirada del 
sector privado, en particular de la industria y de las empresas de menor 
tamaño, pensando en nuevos objetivos estratégicos que sean planteados de 
manera transparente y discutidos de cara a la sociedad. 

La iniciativa también implica incorporar a las nuevas tecnologías 
emergentes, en especial las fintech y los sistemas de gestión financiera 
automatizada para empresas más pequeñas. Se trata de una cuestión clave: 
muchas empresas pequeñas carecen de buena gestión financiera y de los 
recursos para obtener el asesoramiento que las empresas de mayor tamaño 
consiguen con facilidad. Sin embargo, el avance tecnológico, los nuevos 
sistemas, la inteligencia artificial y otros mecanismos facilitan hoy el acceso 
tecnológico a soluciones para administrar más eficientemente las finanzas de 


firmas más pequeñas, accediendo al crédito en mejores condiciones y 
ofreciendo colocaciones para los períodos en que dichas firmas poseen 
excedentes financieros. 

Durante la gestión a mi cargo en el Ministerio de Desarrollo Productivo, 
pusimos en marcha varias fuentes de financiamiento y garantías para 
pymes, que permitieron multiplicar el acceso al crédito. El 85% de esos 
recursos fue canalizado a través de la banca pública. Sin embargo, el día en 
que decidimos ampliar la canalización de esos recursos para llegar a más 
empresas, la patria financiera puso el grito en el cielo. Fue el día en que 
firmamos un acuerdo con una fintech que trabaja de manera más ágil, 
acorde con las nuevas tecnologías y por un volumen que, en comparación 
con el canalizado a través de los bancos, no pasaba de ser una mínima 
prueba piloto. Presuponíamos una reacción adversa de parte del sector 
bancario tradicional, pero lo que no imaginamos fue que el vocero de esa 
reacción sería el jefe del sindicato de trabajadores bancarios. 
Paradójicamente, tardó menos tiempo esa fintech en colocar su primer 
crédito que el jefe sindical en sacar un comunicado de repudio a nuestra 
medida. El crédito fue contraído por un pequeño comercio conducido por un 
joven veinteañero de Santiago del Estero, allí donde es prácticamente 
imposible que la banca tradicional apoye este tipo de emprendimientos. 

No se trata de reemplazar a nuestra banca tradicional, sino de ampliarla y 
modernizarla. Por eso es que la idea de un sistema de banca de desarrollo, 
que articule y coordine acciones, puede ser una solución práctica a estos dos 
desafíos claves: la inclusión financiera de las mipymes y el financiamiento 
de los proyectos de inversión que el país necesita para crecer de forma 
sostenida. 


Enfocar la política pública: segmentación y calibración de la 
política económica y productiva 


No pretendemos aquí presentar más controversias o debates inconclusos. Es 
evidente que en la Argentina no ha existido un debate real y profundo sobre 
estas problemáticas, sino un mero intercambio de jactancias, muchas 
definiciones, pero poca síntesis. Y la construcción política es, esencialmente, 
un trabajo de síntesis aglutinadora. 

Para concluir este capítulo, me parece relevante señalar la necesidad de 
segmentar y calibrar las políticas públicas, entendiendo que tienen mucho 
de ensayo y error, que sus instrumentos pueden dar buenos resultados en 
determinados momentos, pero dejar de servir en otros y demandar cambios. 


Y, fundamentalmente, que no debemos nunca confundir objetivos con 
instrumentos: los objetivos deben ser la obsesión en la política, mientras que 
los instrumentos más adecuados son, por definición, cambiantes. 

Esta aseveración tiene relevancia tanto a la hora de pensar la política 
económica y productiva como la política social. Las limitaciones en materia 
de política industrial en nuestro país (y también en otros de la región) han 
estado asociadas a factores como la falta de continuidad de las políticas, la 
acumulación de programas por “capas geológicas”, la ausencia de 
monitoreos adecuados y evaluaciones de impacto de las políticas, la escasa 
medición precisa del universo de beneficiarios y la transparencia en el 
manejo de dicha información, entre otros. 

Un elemento transversal a estas debilidades es el diseño institucional. Las 
instituciones del desarrollo suelen estar expuestas a discontinuidades, a falta 
de estabilidad en las líneas técnicas, a carencia de adecuados incentivos 
salariales y de condiciones laborales para mantener el trabajo técnico, así 
como de pautas básicas o de consenso para el sostenimiento de las políticas 
y constantes ímpetus “refundacionales”, entre otros factores. 

A continuación, sugerimos algunas líneas para pensar esta cuestión: 


+ La política industrial y productiva necesita continuidad, ya que 
demanda plazos de maduración y evaluación que exceden, casi 
siempre, a cualquier período de gobierno. De ahí que sea necesario 
fortalecer el diálogo político y social; el primero, incorporando a 
sectores de las principales fuerzas políticas con presencia 
parlamentaria; y el segundo, a través de instancias de concertación 
con sectores productivos, sindicales, sociales y académicos. La 
conformación de consejos económico-sociales puede ser una instancia 
adecuada, siempre y cuando se trate de un espacio institucional 
validado por todas las fuerzas políticas y trascienda los límites 
temporales gubernamentales. La idea subyacente es que las políticas 
industriales y productivas sean políticas de Estado, y que los cambios 
de gobierno puedan tener implicancias en términos de énfasis o 
instrumentos, pero no del rumbo general estratégico, y que los planes 
pluarianuales tengan consensos básicos cuya continuidad esté 
garantizada. 


+ Las instituciones del desarrollo deben tener planes plurianuales, con 
instancias participativas en su formulación, además de adecuados 
canales de difusión, transparencia, evaluación y monitoreo. Su 
personal técnico debe tener estabilidad y el acceso abierto mediante 
concursos públicos en los que predominen criterios de mérito y 
experiencia en las temáticas. 


+ Es necesario implementar reformas institucionales que permitan 
generar, de manera permanente y consistente, la información 
necesaria para realizar adecuados diagnósticos, líneas de base, 
monitoreos y evaluaciones de impacto de las políticas públicas, con 
metodologías transparentes que sean de fácil acceso a actores de la 
sociedad civil, con el objeto de garantizar un debate política 
democrático basado crecientemente en evidencia. Esto requiere un 
adecuado cruce entre las bases de datos oficiales, en particular, las 
bases impositivas, previsionales, financieras y laborales, la 
elaboración de registros consolidados de beneficiarios de programas 
de políticas públicas, todo ello asegurando el debido resguardo del 
secreto fiscal y financiero. 


[39] Los autores señalan que una de las explicaciones de la volatilidad 
macroeconómica y el magro desempeño de largo plazo está relacionado con el 
conflicto distributivo estructural, el cual puede expresarse como la inconsistencia 
entre el tipo de cambio de equilibrio macroeconómico (aquel que permite a la 
economía crecer sin generar desequilibrios en el sector externo) con el tipo de 
cambio de equilibrio social (que es el que permite acercarse al pleno empleo y un 
nivel salarial demandado por los sectores del trabajo). La mejora de la productividad, 
así como de los servicios provistos por el Estado, y la ampliación de la matriz 
productiva son herramientas para reducir la brecha entre ambos tipos de cambio. 

[40] A modo de ejemplo, Zapata propone “tejer una coalición innovadora [que] 
implica salirse de la hoja de ruta del corporativismo del siglo XX. Es necesario 
recrear una nueva institucionalidad público-privada, en que los actores portadores de 
futuro de la economía del conocimiento y la bioeconomía sean protagonistas y no se 
vean marginados por la vieja coalición mercadointernista. Una nueva coalición que 
empuje la economía argentina hacia el mundo y que nos permita cimentar un 
contrato social consensuado de equidad sostenible” (Zapata, 2021). 

[41] Para ampliar esta argumentación, véase Scaletta (2013). 

[42] Véase la entrevista realizada por Jorge Fontevecchia para el diario Perfil, 
4/2/2022, disponible en <www.perfil.com>. 

[43] Véase Renatep y Potenciar Trabajo, “Principales características de la economía 
popular registrada. Informe noviembre 2022”, disponible en 
<www.argentina.gob.ar/sites/default/files/ 
informe_renatep_noviembre_2022_v3.pdf>. 

[44] Véase Laura Vales, “La economía popular supera al empleo privado en nueve 
provincias”, Página/12, 12/4/2022, disponible en <www.pagina12.com.ar>. 

[45] Véanse “17 de octubre, inflación e internas: mientras Fernández intenta 
acercarse, Pérsico lanza duras críticas a la gestión”, Perfil, 15/10/2022, disponible en 
<www.perfil.com> , y Florencia Barragan, “Salario universal y aumentos por 
decreto: los pedidos del kirchnerismo”, Ámbito, 3/7/2022, disponible en 
<www.ambito.com>. 

[46] Véase “Argentina Productiva 2030. Plan de desarrollo productivo, industrial y 
tecnológico”, disponible en <www.argentina.gob.ar/produccion/argentina- 
productiva-2030>. 


[47] El tema no está exento de controversias, por cuanto existen formas de producir 
hidrógeno sobre la base de combustibles fósiles, pero si se lo realiza con captura de 
carbono, es decir, impidiendo que esa producción genere emisiones, entonces 
también sería plenamente apto para propulsar vehículos sin generar gases de efecto 
invernadero. 

[48] Véase Magalí Druscovich, “Andalgalá: no confiamos ni en el agua de lluvia”, 
Anfibia, 6/4/2021, disponible en <www.revistaanfibia.com>. 

[49] Vale la explicación del gran trabajo de Berman (2002). En su análisis del 
Manifiesto Comunista, Berman encuentra una fascinación de Marx por la 
impresionante capacidad creativa y el carácter revolucionario de la burguesía. Marx 
pretende que esa impresionante fuerza creativa sea dirigida y apropiada por la clase 
trabajadora. 

[50] Según datos de la Asociación de Fabricantes de Celulosa y Papel (AFCP). 

[51] Véase <www.cfkargentina.com/discurso-completo-en-el-plenario-de-la-uom >. 
El gráfico en cuestión no presenta las fuentes con que fue elaborado. No obstante, 
comparando con diferentes fuentes, se presume que fue construido conciliando 
diferentes estimaciones históricas y la reciente serie del Indec, que se inicia en 1993 
y llega hasta el presente, mostrando cierta consistencia. 

[52] Vale recordar la implementación del denominado “dólar soja”, en agosto de 
2022, cuando se estableció un tipo de cambio más alto para la liquidación de las 


exportaciones de soja precisamente en un momento de elevada inestabilidad 
cambiaria. 


Conclusión 


La construcción del proyecto argentino para 
el siglo XXI 


Diez preceptos para un proyecto económico-productivo del siglo 
XXI 


ll: 
La política argentina necesita un reordenamiento ideológico- 


conceptual, que genere un frente aglutinador de ideas y 
políticas para el desarrollo y la justicia social 


El peronismo nació como un movimiento, una amalgama transversal, en 
ocasiones enredada y contradictoria. Probablemente ese esquema de 
construcción haya tenido sentido en un momento histórico, pero no parece 
tenerlo en el presente. Los desafíos señalados requieren reforzar el sentido 
identitario y los valores históricos que significan la conjunción de intereses 
policlasistas en torno al desarrollo productivo y la justicia social, a lo que se 
suma la construcción de bases macroeconómicas y políticas para que ambos 
objetivos puedan desplegarse de manera sostenida y sostenible. 

Un sistema político estructurado en torno a coaliciones con objetivos y 
valores contradictorios es hoy un factor de atraso y un obstáculo para el 
desarrollo del país; podemos encontrar ahí uno de los resortes estructurales 
del solublema. Una cosa es plantear la conformación de frentes políticos y 
realizar esfuerzos por ampliar las bases electorales, y otra muy diferente, 
amontonar expresiones contradictorias que luego impiden avanzar en las 
políticas y las reformas que el país necesita. 

No se trata de plantear formas “puras” de organización política, sino de 
establecer la necesidad de reestructurar los frentes políticos y comunidades 
de ideas. Hoy es posible encontrar afinidad entre algunos sectores del 
peronismo y del radicalismo no antiperonista, o entre fracciones del 
cristinismo y otros sectores del Frente de Todos y el Frente de Izquierda de 
los Trabajadores, o entre espacios del PRO y la derecha libertaria. 


Sería deseable que el peronismo defina con claridad qué proyecto quiere 
encarnar y liderar y, en ese marco, convoque a diferentes sectores de la vida 
social y política a conducir un proyecto productivo con justicia social. Un 
peronismo que lidere una alianza policlasista para el desarrollo con 
inclusión, con el apoyo de los trabajadores y los empresarios de los sectores 
de la producción, el comercio y los servicios, donde queden claramente 
afuera los adalides de la especulación financiera y el pobrismo. 


Las políticas económicas implementadas por el peronismo ocasionaron, en 
diferentes experiencias, un conjunto de dificultades macroeconómicas que se 
manifestaron, sobre todo, en un alza de la inflación y en desequilibrios 
externos. Asimismo, hemos podido observar casos en que el peronismo 
gestionó con eficacia situaciones críticas. Tanto el giro pragmático de 
comienzos de los cincuenta como la gestión de la crisis de la Convertibilidad 
y del crecimiento del primer kirchnerismo son ejemplos para observar con 
un sentido histórico. Queda ahí asentado que las políticas fiscales y 
monetarias expansivas pueden y deben ser desplegadas en determinados 
contextos, pero no dejan de ser instrumentos —y no fines en sí mismos- y 
deben administrarse con prudencia y atentos a la evolución del contexto 
local e internacional. A su vez, la gestión del sector externo requiere 
herramientas pragmáticas alejadas tanto del liberalismo económico como de 
restricciones muy estrictas, que terminan complicando el funcionamiento 
económico general. 

Es imposible pensar que los anhelos de desarrollo y justicia social serán 
logrados con la inestabilidad macroeconómica que el país viene atravesando 
en los últimos años, pero que se ha visto reflejada en diferentes períodos de 
la historia reciente. Para muchos, el peronismo es visto como la fuente de 
estos problemas. En este libro hemos mostrado que también ha tenido la 
capacidad de encontrar caminos para su solución y parte de esa historia 
debe ser retomada (claro está, teniendo en cuenta las particularidades del 
presente). 


Una fuerza política que no se puede poner de acuerdo en temas elementales 
como la necesidad de exportar más para estabilizar estructuralmente la 
macroeconómica, o de desarrollar la minería con los cuidados ambientales 
necesarios, o que piensa que el desarrollo de algunos sectores es negativo 
porque concentra la economía, entre otros aspectos, es una fuerza política 
extraviada. 

Confundir objetivos con herramientas es una señal de ese extravío 
intelectual y político. Son tiempos de crisis, y esto lleva a la necesidad de 
adoptar diferentes medidas que no siempre encuadran dentro de lo 
“progresistamente correcto”. Lo importante no son las medidas en sí, sino el 
rumbo que se adopte y los objetivos que se procura alcanzar. “Gobernar es 
explicar”, decía el expresidente de Brasil Fernando Henrique Cardoso, y 
Perón en 1952 supo explicar con claridad que, por ejemplo, debía reducirse 
el consumo y, en lo posible, fortalecer el ahorro. Plantear demagógicamente 
que nunca se deben aplicar programas de estabilización y ajustes 
macroeconómicos para ordenar desequilibrios omite la necesaria discusión 
sobre cómo se reparten adecuadamente los costos de dichos programas, en 
vez de pensar que dichas dificultades pueden resolverse sin costo alguno. 
Esquivar esta discusión es servir en bandeja tales medidas a los sectores del 
liberalismo económico, quienes una y otra vez han mostrado la forma de 
realizar estas tareas recargando los costos sobre los sectores más vulnerables 
de la ciudadanía. 


En ocasiones el debate político construye un relato reivindicatorio de 
valores ideológicos históricos que deben preservarse a toda costa ante 
cualquier viento de cambio o ante transformaciones estructurales, tanto 
locales como internacionales. La política sería, en este punto, un refugio de 
tradiciones conceptuales frente a embestidas que no tendrían más sentido 
que comprometer esos logros históricos y anhelos a futuro. 

Nuevamente, el riesgo de este tipo de planteos es confundir los valores o 
principios rectores de una fuerza política con los objetivos que impone cada 
etapa y desafío histórico, y, peor aún, con los instrumentos y programas de 


políticas públicas, que siempre serán cambiantes y adaptables a los fines que 
se procure perseguir en cada período histórico. 

Las dos grandes fuerzas políticas históricas de la Argentina hicieron sus 
aportes para la inclusión y la justicia social. El radicalismo fue la fuerza 
motriz de la democracia, la que luchó de manera tenaz y exitosa contra la 
república conservadora del fraude electoral, logrando en la segunda década 
del siglo XX imponer una democracia más participativa y abierta, abriendo 
espacios a una incipiente clase media y enfrentando a esa élite política 
conservadora. Fue también la que impulsó la universidad pública, que 
tantos beneficios aportó a nuestra sociedad. El peronismo, por su parte, y 
como ya vimos en el capítulo 3, fue la fuerza que le dio visibilidad, derechos 
y mayor bienestar a los sectores del trabajo, impulsando un nuevo escenario 
económico-productivo. Ambas fuerzas fueron, cada una con sus aportes y en 
su momento histórico, impulsoras de la inclusión y la justicia social. Han 
también compartido posiciones pragmáticas en el ámbito internacional, 
alejadas de posicionamientos oportunistas o ideológicos. 

Estos valores históricos deben rescatarse y conservarse, pero esto no 
significa seguir conservando los mismos ejes e instrumentos de política 
pública que en el pasado. Cuáles son las mejores maneras de estimular 
mayor justicia social en un escenario de cambios en el mercado laboral, o 
cómo la universidad pública —asociada a estrategias de desarrollo 
tecnológico- debe contribuir en este contexto mundial a formar 
profesionales para el desarrollo productivo y social, o de qué manera se 
amplían los márgenes de acción política internacional ampliando 
pragmáticamente las relaciones con viejos y nuevos socios comerciales son 
todas preguntas que ponen un pie en las bases ideológico-conceptuales que 
queremos preservar, pero aggiornadas a estos tiempos plagados de nuevos 
desafíos. 


5: 
El peronismo del siglo XXI debe sumar a su proyecto al sector 


empresario y para ello debe derribar prejuicios y fortalecer el 
arte de la negociación 


La política argentina también muestra una considerable polarización en su 
actitud hacia el sector empresario. Desde el liberalismo económico, se ha 
llegado a plantear la necesidad de conformar un gobierno de empresarios y 
CEO que implemente acciones “amigables” hacia el mercado, entendiendo 
que los intereses del sector empresario y los del país serían prácticamente lo 
mismo, sin contemplar que ambas dimensiones podrían entrar en franca 
contradicción. Desde el peronismo, por su parte, ha cobrado fuerza una 


forma de gobernar que desconfía y rehúye sistemáticamente del diálogo y la 
negociación con el sector empresario: sin considerarlo abiertamente un 
sector “enemigo”, se recela sistemáticamente de sus dichos e intenciones. 

Ambas posturas están equivocadas. De lo que se trata no es ni de asimilar 
los intereses empresarios con los del país, ni tampoco de plantearlos como 
su antítesis, sino de tener un proyecto claro y sumar voluntades para 
llevarlo adelante. Pensar que el diálogo con el empresariado y con los 
factores de poder económico es un síntoma de sumisión solo puede ser 
atribuible a inseguridad en las propias convicciones o a la falta de una 
mirada política, tanto táctica como estratégica. 

El peronismo del siglo XXI debe tomar debida cuenta de los grandes 
cambios estructurales que se han dado en lo productivo, lo tecnológico y lo 
financiero. Debe negociar con firmeza diferentes acciones que permitan 
fortalecer las inversiones en el país. En primer lugar, potenciando aquellas 
que integren el cambio tecnológico, la investigación y desarrollo y la 
innovación, es decir, las que permitan al país incorporar y ampliar 
diferentes segmentos de vanguardia en su matriz productiva. En segundo 
lugar, aquellas que aumenten la producción nacional, las exportaciones y el 
empleo, mejor aún si lo hacen descentralizando la producción fuera del 
AMBA y la zona centro del país. 

Aquellos empresarios con proyectos de este tipo y los que implementen 
con seriedad e inviertan su propio capital deben ser bienvenidos; poco 
importa a quién votan o votaron o qué hicieron en el pasado: si aumentan 
su producción, crean trabajo e incrementan exportaciones, estarán 
ayudando a que este proyecto de país peronista del siglo XXI se desarrolle. 


6. 


El peronismo del siglo XXI debe proponer e implementar 
reformas para ser más inclusivo en lo laboral y en lo social 


El mundo del trabajo ha sufrido fuertes transformaciones en las últimas 
décadas, producto de la incorporación de nuevas tecnologías de producción 
y gestión, del teletrabajo, la economía del conocimiento, el cuentapropismo 
y otros fenómenos. Algunos de estos cambios son positivos para el 
trabajador, y otros plantean nuevos desafíos. Seguir pensando el mundo 
laboral con los parámetros previos solo puede llevar a la fragmentación y la 
frustración. 

Proponer en la actualidad reformas a la legislación laboral no significa, 
como sugieren los sectores del liberalismo económico, avanzar sobre los 
derechos de los diez millones de trabajadores formales de la Argentina, sino 
discutir seriamente cómo dar nuevos derechos a los otros diez millones de 


trabajadores, tanto a los que viven de trabajos de baja productividad como 
de quienes lo hacen bajo nuevos paradigmas tecnológicos. 

Un proyecto productivo debe ser la base para incluir y formalizar a 
muchas de esas personas que hoy no encuentran espacio para su 
subsistencia y a las cuales, desde algunos sectores, solo se les ofrece un plan 
social. El proceso de inclusión laboral será gradual y paulatino, pero 
decisivo y acompañado de programas educativos y de formación. El destino 
de millones de excluidos no puede ser el de formalizar la exclusión y 
otorgarles certificado de parias sociales, tal como propone el pobrismo. El 
camino es el trabajo, la educación, la formación y el fortalecimiento de las 
redes de cuidado para menores y ancianos. 
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El peronismo del siglo XXI debe ser más federal, 
promoviendo una mayor descentralización productiva 


La agenda política de la Argentina está excesivamente signada por lo que 
acontece en la CABA y el Gran Buenos Aires. Esta agenda impregna a todo 
el país de una tensión que no se corresponde con la diversidad de lo que 
ocurre en diferentes territorios de nuestra nación. 

La agenda productiva que hemos planteado implica un desarrollo mucho 
más descentralizado que en el pasado: energía, hidrógeno, minería, 
alimentos, economía del conocimiento, turismo y el desarrollo de muchas 
industrias que equivalen a salir del AMBA y dar lugar a nuevos desafíos 
territoriales en la Patagonia, la cordillera y el Norte. Sin duda, esto es algo 
muy positivo en términos de la necesaria descentralización que precisa el 
país. 

La Argentina debe tener una agenda que permita el desarrollo de nuevos 
centros urbanos, frenar y revertir el flujo migratorio interno y descomprimir 
las tensiones sociales del Conurbano. Hoy es posible implementar incentivos 
de diverso tipo para radicar personas e inversiones en diferentes puntos del 
país, incluso cuando se requiera continuar operando con empresas de los 
grandes centros urbanos, gracias a las nuevas tecnologías y la digitalización. 
Es fundamental aprovechar esta oportunidad para mejorar la distribución 
territorial. 


8. 
El proyecto de desarrollo del siglo XXI requiere planificar 


estratégicamente, congeniando los objetivos de justicia social 
con el desarrollo productivo y el orden macroeconómico 


La resolución de los múltiples problemas que atraviesan a la economía y la 
sociedad argentina requieren no solo salir de la dinámica pendular, sino 
planificar estratégicamente. Esta idea abarca tres dimensiones que se 
interrelacionan y deben ser abordadas simultáneamente, donde ninguna es 
precondición de la otra. 

La primera es la macroeconómica, en la que se debe dar una solución 
estructural al problema de la inestabilidad originada en el sector externo, 
congeniando con adecuadas y responsables políticas fiscales y monetarias. 

La segunda es la productiva, fortaleciendo las nuevas actividades del siglo 
XXI y una planificación en función de la cual el desarrollo productivo 
contribuya decisivamente tanto a generar empleo de calidad y 
descentralizar el territorio como a mejorar la estructura del balance de 
divisas del país. 

La tercera es que ambas dimensiones evolucionen a la par de una mejora 
sistemática en la dinámica distributiva. No habrá crecimiento sostenido sin 
desarrollo productivo, pero tampoco desarrollo productivo sostenible sin 
mejora distributiva; ni estabilidad macroeconómica sostenible sin desarrollo 
productivo ni mejoras distributivas. 


9. 
El proyecto de país del siglo XXI debe ser pragmático en 
materia de negociaciones internacionales, evitando 


alineamientos espurios y buscando siempre el mayor 
provecho económico en materia de comercio e inversiones de 
alto valor agregado 


El pragmatismo debe ser la nota predominante a la hora de encarar las 
relaciones del país con el exterior. Esto significa, fundamentalmente, 
negociar allí donde el país pueda optimizar sus oportunidades comerciales, 
obtener mejores condiciones para financiar el desarrollo de infraestructuras 
y la atracción de nuevas inversiones de calidad, y potenciar la producción 
nacional. 

Pretender que estos objetivos se logren alineándose automáticamente con 
alguna gran potencia, sea cual fuere, o generando bloques alternativos de 
poder en el ámbito mundial, es una quimera. No somos un país grande 
como para tener una relevancia significativa, ni un país muy pequeño como 
para pasar desapercibidos. 

En este contexto, las rivalidades internacionales deben aprovecharse para 
optimizar nuestras oportunidades, no para generar alineamientos espurios. 
Ni el esnobismo ni la frivolidad ni falsos ideologismos deben marcar esa 
agenda. 


10. 
El proyecto de desarrollo del siglo XXI debe ser amplio y 


pragmático en la ejecución de sus políticas, buscando 
acuerdos con diferentes sectores de la política y la sociedad 


El proyecto de desarrollo del siglo XXI debe abandonar pretensiones 
hegemónicas y construir, en cambio, acuerdos políticos y sociales duraderos, 
que permitan aglutinar a diferentes sectores de la producción y el trabajo. 
Los tiempos de grandes proyectos hegemónicos que se sostienen por largo 
tiempo parecen haber llegado a su fin o, al menos, no se aprecian con 
claridad en el corto o mediano plazo. 

La pretensión de anular al adversario político no solo se presenta como 
indeseable para una democracia, sino que hoy parece algo difícil o 
imposible de lograr. El diálogo político para obtener puntos de consenso que 
trasciendan a un gobierno y permitan planes de largo alcance es 
fundamental para, por ejemplo, una buena política energética, un buen plan 
industrial con objetivos de descentralización territorial, el desarrollo de 
infraestructuras y también para consensuar los principios rectores de una 
estabilización macroeconómica. 
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